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ANEXOS
INTRODUCCION

El estudio “Trabas al Comercio Exterior Contenidas en Decretos del Ministerio de Agricultura y Ganadería, del Ministerio de Economía, Industria y Comercio y del Ministerio de Salud”, comprende una visión amplia del marco regulador vigente tanto de leyes como de reglamentos y otros decretos derivados de ellas que, de alguna manera u otra, afectan al comercio de diversos bienes.

El punto de partida básico para este trabajo es que se considera que, a corto plazo, no es factible variar las diversas leyes involucradas, por lo que el esfuerzo de cambio se centrará en la revisión de los decretos de reglamentos con base en las leyes correspondientes, de manera que, en lo posible, se liberalice el intercambio de los productos afectados.  Asimismo, se conserva el principio esencial de que el Estado debe ejercer la tutela en los asuntos de salud humana, animal y vegetal, así como el mantenimiento de un medio ambiente adecuado y la conservación de la seguridad pública, por lo que el estudio se enmarcará dentro de ese concepto amplio, sin que ello signifique, por otra parte, que las medidas para esos propósitos, tomadas como base en tal apreciación, tengan que afectar de manera inconveniente el comercio de los bienes, por lo cual mucho de nuestro esfuerzo se centrará en mantener ese principio general, pero adecuándolo a las necesidades de un comercio liberal.

Este informe se estructura de la siguiente manera.  Se considera que la forma de presentación más didáctica es tomar, para cada uno de los Ministerios analizados, como base la regulación de cada uno de los entes involucrados; esto es, se parte de una presentación de las leyes que definen su ámbito regulador, señalándose de ellas únicamente los párrafos significativos y concretos de su  campo de acción.  Asimismo, a partir de dichas leyes se exponen las actuales regulaciones contenidas en diversos decretos de cada  Ministerio y, de inmediato, se señalan las consideraciones económica de por qué se presentan sugerencias de variaciones a dichos reglamentos o decretos. Es evidente, que, como muchas de las variaciones son repetitivas, en lo posible se evitará una iteración tediosa de las consideraciones tomadas en cuenta para sugerir los cambios. Igualmente, en cierto momento de la exposición, cuando se introduce una sugerencia que involucra más allá de un Ministerio específico y se refiere a todo el sistema regulatorio, se hará un análisis más amplio, y por una sola vez, de la idea expuesta.  Desea indicarse que, a menos que se especifique de otra manera, todo subrayado en los textos que se presentan en este estudio son nuestros, exponiendo con ellos las partes relevantes de los escritos a los cuales se sugiere reformar, así como la reforma que, como tal, se propone.
Se desea señalar que, por considerarlo de utilidad para el proyecto, si bien el estudio se refiere al caso de los Ministerios de Agricultura y Ganadería, de Economía, Industria y Comercio y de Salud, se formulan observaciones en los mismos sentidos generales que se hace para estos, en el caso del Reglamento para Actividades de Aviación Agrícola, que está bajo la égida del Ministerio de Obras Públicas y de Transportes, así como para el caso del Reglamento a la Ley Forestal, el cual cae bajo el amparo del Ministerio de Recursos Naturales, Energía y Minas.
II. MINISTERIO DE AGRICULTURA Y GANADERIA
Las tres principales leyes que definen el ámbito regulador de ese Ministerio, en lo que concierne al control del comercio de bienes, son la Ley General de Salud, la Ley de Salud Animal y la Ley de Sanidad Vegetal.  Con base en estas leyes se tienen decretos que reglamentan su operación, como son el Reglamento para el Control Fitosanitario de Productos de Exportación, el Reglamento de Inspección  de Carne, el Reglamento de Inspección y Registro de Medicamentos de Uso Veterinario, el Reglamento para la Protección de la Industria Apícola Nacional, el Reglamento de Defensa Sanitaria Animal, el Reglamento de Viveros, el Reglamento sobre Registro, Uso y Control de Plaguicidas Agrícolas y Coadyuvantes y el Reglamento para la Evaluación  y Aprobación de Productos y/o Subproductos de Origen Animal Importados por Costa Rica.
Además de los anteriores, se tiene, con base en la Ley de Fomento Avícola, la cual da una fuerte ingerencia institucional al MAG dentro de la Junta de Fomento Avícola, su Reglamento correspondiente, así como también la Ley de Fomento Porcino, la cual también le da preeminencia al MAG dentro del sector porcino nacional.

La Ley General de Salud, Ley 5395 de 5 de noviembre de 1973, señala:

“Artículo 1: La salud de la población es un  bien de interés público tutelado por el Estado”.

Asimismo, indica que:

“Artículo 2: Es función esencial de Estado velar por la salud de la población.  Corresponde al Poder Ejecutivo, por medio del Ministerio de Salud, al cual se referirá abreviadamente la presente ley como “Ministerio”, la definición de la política nacional de salud, la normación, planificación, coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a la salud, así como la ejecución de aquellas actividades que le competen conforme a la ley.  Tendrá potestades para dictar reglamentos autónomos en estas materias”.

“Artículo 6: El  Ministerio en previsión de la difusión de plagas y enfermedades agrícolas exóticas, recomendará a la aprobación del Poder Ejecutivo, la nómina de las plantas, productos vegetales y materiales de propagación cuya  importación, ingreso en tránsito o exportación, queda restringida o totalmente prohibida…”
Asimismo, la Ley señala que:

“Artículo 7: Queda asimismo prohibida la importación o el ingreso en tránsito aéreo, fluvial o marítimo de tierra o cualquier material de propagación de plagas o enfermedades que se estipulen en el Reglamento de la presente Ley”.
II. 1.-  Reglamento para el Control Fitosanitario de Productos de Exportación.

El Reglamento en mención expresa que:

“Artículo 2: Se establece el sistema de control fitosanitario de materiales vegetales de exportación, excluyendo el café, banano, azúcar, cacao y granos básicos, dentro del Departamento Fitosanitario de Exportación de la Dirección General de Sanidad  Vegetal del Ministerio de Agricultura y Ganadería”

Además, indica:
“Artículo 12… Cuando se determine mediante idónea, que la información o documentación aportada ha perdido validez legal.  2. Cuando mediante solicitud formal del registrante. 3. Cuando exista falta de pago de la anualidad  correspondiente (₡4.000.00)”
Este artículo tiene problemas de forma, así como también introduce un pago innecesario para el exportador, por lo cual se propone la eliminación del inciso 3, de manera que se sugiere la siguiente redacción:

“Artículo 12… Cuando se determina mediante prueba idónea, que la información o documentación aportada ha perdido validez legal. 2. Cuando medie solicitud formal del registrante”.

También, el Reglamento citado señala actualmente:

“Artículo 26… La orden material de cierre ejecutada por la autoridad del lugar”

Aquí se observa un problema de redacción  y sugerimos que se lea:

“Artículo 26… La orden material de cierre será ejecutada por la autoridad del lugar”.

Asimismo, el Reglamento actual expresa que:

“Artículo 28: El material vegetal de exportación que se regula en este Reglamento, deberá ampararse además de los documentos exigidos por otras instituciones, con un Certificado Fitosanitario de Exportación al efectuar el embarque, los cuales serán expedidos por el personal autorizado del Ministerio, previa práctica de la inspección que corresponda para verificar…

… (b)  Cuando el producto requiera tratamiento, éste será realizado en presencia del funcionario autorizado, la dosis y el tiempo de exposición del tratamiento”
Por lo cual, una redacción adecuada se sugiere que sea la siguiente:

“Artículo 28: El material vegetal de exportación que se regula en este Reglamento, deberá ampararse además de los documentos exigidos por otras Instituciones, con un Certificado Fitosanitario de Exportación al efectuar el embarque, los cuales eran expedidos por el personal autorizado del Ministerio, previa práctica de la inspección que corresponda para verificar…


… (b)  Cuando el producto requiera tratamiento, éste será realizado en presencia del funcionario autorizado para este fin, quien expedirá un certificado indicando la dosis y el tiempo de exposición del tratamiento.”

Asimismo, se propone la adición de un artículo (28 A), el cual incorporaría el concepto de que, para obtener el Certificado Fitosanitario de Exportación, el Ministerio no exigirá requisitos que vayan más allá de los demandados por el país importador.  Lo anterior se sugiere para evitar prácticas internas de regulación que impiden exportar, aún cuando el país que recibiría los bienes no requiere de los controles establecidos por Costa Rica, sino regulaciones menos estrictas.

Dado lo anterior, sugerimos agregar el siguiente artículo:

“Artículo 28 A: Para otorgar el Certificado Fitosanitario de Exportación, el Ministerio no exigirá mayores requisitos para otorgarlo que aquellos requeridos por el país importador”.
II. 2.-  Reglamento de Inspección de Carne.

El Reglamento de Inspección de Carne, Decreto Ejecutivo 13912-A-SPPS de 30 de setiembre de 1982, está en función de la Ley General de Salud, antes citada, y  de la Ley de Salud Animal, ley 6243 del 28 de abril de 1978, en donde lo significativo de esta última reza así:
“Artículo 1: Se declaran de interés público y de aplicación obligatoria, las medidas sanitarias que establece esta ley y su reglamento y aquellas que promuevan el mejoramiento de la población animal y su directa repercusión en la salud del hombre”.

De igual forma, la ley dice que:

“Artículo 21: El Ministerio de Agricultura y Ganadería, por medio de la Dirección de Salud Animal, será la institución oficial obligada a mantener un eficiente y constante programa sanitario de todos los establecimientos o plantas de sacrificio, procesamiento y empaque de carne de las diversas especies animales, cuyas especificaciones se darán en el reglamento de esta ley”.

Con base en lo anterior, en el Reglamento correspondiente arriba citado se lee:
“Artículo 1: Créase un Departamento de Inspección de carne dependiente de la Dirección General de Salud y Producción Pecuaria del Ministerio de Agricultura y Ganadería del Gobierno de Costa Rica, el cual tendrá las siguientes funciones…
… c)… En su ejecución, el sistema deberá suministrar normas por lo menos iguales a aquellas del Sistema Federal de Inspección de Carnes o a cualquier otro país que se le exporte…

Dentro de dicho Departamento se deberá crear una estructura institucional y de personal capaz, a fin de asegurar el cumplimiento de las leyes y reglamentos, requeridos en todos los establecimientos dentro del sistema en donde se preparan productos para ser exportados a los Estados Unidos o a cualquier otro importador. Debiéndose…

5) Las demás que se le asignen.”

Se considera que lo apropiado debe ser que, en caso de que el país al cual se le  exporte así lo requiera, deberá cumplirse con las normas para poder exportar, pero ellas pueden perfectamente divergir de aquellas aplicadas a algún otro país al cual se exporta o bien a las aplicadas para el consumo interno, por lo cual el Reglamento actual posiblemente va más allá de lo necesario para poder realizar la exportación a algún país específico. En adición, es conveniente señalar que el Sistema Federal de Inspección de Carnes es el de los Estados Unidos de América.

En cuanto a asignaciones sin concreción alguna, como sucede con el inciso 5 antes referido, es que da a  la administración poderes que no se definen ante el regulado y lo cual podría afectar la actividad comercial productiva. Al no especificarse el alcance, atribuciones, responsabilidades y funciones de las entidades y de los funcionarios, existe la amenaza potencial de que, mediante alguna regulación desmedida, surja un obstáculo para el desarrollo del libre comercio.  Es por lo anterior que consideramos que en la reforma a dicho Reglamento se omita este inciso 5.
Por estas razones, se sugiere la siguiente redacción al artículo 1:

“Artículo 1: Créase un Departamento de Inspección de Carne dependiente de la Dirección General de Salud y Producción Pecuaria del Ministerio de Agricultura y Ganadería del Gobierno de Costa Rica, el cual tendrá las siguientes funciones…

“…c)… En su ejecución, el sistema deberá suministrar normas por lo menos iguales a aquellas del Sistema Federal de los Estados Unidos de América. En caso de que para exportar a algún otro país se requiera alguna norma diferente, el sistema suministra y certificará la aplicación de la norma de ese país en lo que tiene que ver con la exportación del caso”.
Asimismo en el artículo 2 del Reglamento actual se lee:

“Artículo 2: Son funciones de los médicos veterinarios oficiales destacados en las plantas, las siguientes: 
…f) Cualquier otro que se le asigne.”

Al igual que en el caso anterior, y por razones similares, sugerimos que este inciso (f) se omita en la reforma a este Reglamento.

Similarmente, el Reglamento en existencia señala lo siguiente:

“Artículo 7: Sólo podrán exportar carne y productos de origen cárnico las plantas autorizadas por el Departamento de Inspección de Carne en volúmenes que éste determine”

Se considera que, a fin de garantizar que la calidad de la carne de exportación del país satisface los criterios del país exportador, ello se podría realizar con la emisión de un certificado de calidad emitido por dicho Departamento, sin que medie limitación alguna para que pueda hacerlas cualquier planta y en cualquier volumen . Esto es, cumpliendo con los requisitos de sanidad definidos por el Departamento de Inspección de Carne del MAG, cualquiera debería poder participar sin restricción alguna.
Dado lo anterior, sugerimos la siguiente redacción de un nuevo artículo que sustituya al anterior vigente.

“Artículo 7: Cualquiera puede exportar carne y productos cárnicos siempre y cuando satisfaga las condiciones de calidad requeridos por el país importador”.

II.3.  Reglamento de Inspección y Registro de Medicamentos de Uso Veterinario.

El Reglamento de Inspección y Registro de Medicamentos de Uso Veterinario, Decreto Ejecutivo 20912-MAG de 18 de octubre de 1991, está esencialmente en función de la Ley de Salud Animal, ya mencionada, la cual, en lo pertinente, señala:
“Artículo 2: Protéjase y procúrese, la salud y el mejoramiento de los animales, de sus productos y subproductos beneficiosos para el hombre. Esto se hará mediante:

a) El estudio, la vigilancia, la prevención, el control y la erradicación de las enfermedades infecciosas, infecto transmisibles, parasitarias, carenciales y las toxicosis de los animales.

b) El establecimiento  y el mantenimiento de medidas de cuarentena en las importaciones, tránsito y el comercio nacional e internacional de animales, de sus productos y subproductos, secreciones, excreciones y desechos.

c) El control de las importaciones y la producción nacional de todo tipo de medicamentos, de productos biológicos y hormonales, de pesticidas, de productores  promotores de crecimiento, aditivos alimentarios y alimentos para animales domésticos y selváticos.
d) La investigación en el campo de la Salud Animal.”

Con base en lo anterior es que en Reglamento de referencia arriba citado se señala lo siguiente

“Artículo 2.- Créase la Comisión Nacional de Medicamentos Veterinarios como un órgano auxiliar de la Dirección de Salud y Producción Pecuaria del Ministerio de Agricultura y Ganadería. Sus funciones serán los siguientes:

a) Autorizar el registro de los medicamentos veterinarios y de los establecimientos que los fabriquen,

b) Recomendar al Ministerio las normas de control de calidad que defina el Laboratorio, así como los niveles de tolerancia de residuos y el tiempo de espera para cada medicamento veterinario en particular.

c) Definir la lista de medicamentos veterinarios de uso restringido y de reserva terapéutica

d) Establecer medidas específicas para aquellos casos considerados especiales”

Este artículo 2 del Reglamento de Inspección y Registro de Medicamentos de Uso Veterinario presenta la oportunidad de introducir algunas de las propuestas que consideramos como más significativas de llevar a cabo, para que, sin menoscabo de la salud, tanto animal como humana, no se tenga prácticas regulatorias que resultan ser ineficientes. Algunas de las observaciones que se hacen a este Reglamento también serán consideradas para aplicarlas a otros similares, por lo cual se hará una amplia explicación de los criterios que se sustentan en este caso y que, también, sirven como justificante para otras propuestas semejantes en otros reglamentos similares.

Antes de proceder en este sentido, es importante hacer un planteamiento general sobre la potestad de registro de medicamentos veterinarios, así como de laboratorios o casas fabricantes de ellos, al igual que las renovaciones de dichos registros, que tiene el Ministerio de Agricultura y Ganadería.

Con base en la Ley General de Salud, lo cual se analiza posteriormente con mayor detalle en la sección III.1 de este trabajo, al efectuarse allí una evaluación del Reglamento de Inscripciones y Propaganda de Medicamentos y Cosméticos, el cual tiene su vigencia dentro del Ministerio de Salud, se señala que corresponde a este Ministerio el registro de todos los medicamentos, incluidos los veterinarios (y de sus casas fabricantes), por el cual, por el Reglamento que en esta parte del trabajo se analiza –el Reglamento de Inspección y Registro de Medicamentos de Uso Veterinario– se requieren del empresario dos procesos distintos y separados de registro de los mismos productos:  uno en el Ministerio de Agricultura y Ganadería y otro en el de Salud.
Ante la restricción general impuesta a este trabajo de no proponer la variación de leyes, se debe adaptar la reglamentación del Ministerio de Agricultura a la del Ministerio de Salud, por lo que se propone que el inciso (a) del artículo 2 arriba citado, sea reformado para que defina la obligación del Ministerio de Agricultura de aceptar el registro practicado en el Ministerio de Salud. Por ello, si se acepta que el registro debe ser único y que debe estar en el Ministerio de Salud, de acuerdo con la Ley de Salud, se sugiere que dicho inciso se lea así:


“Artículo 2…

a)  Autorizar automáticamente el registro de los medicamentos veterinarios y de los establecimientos que los fabriquen practicado en el Ministerio de Salud.  Esta última entidad está obligada a comunicar de inmediato al Ministerio de Agricultura y Ganadería todo registro o renovación que practique, tanto de los medicamentos veterinarios como de los establecimientos que los fabrican…”
Se insiste en señalar que la sugerencia previa se da ante la “imposibilidad” de variar leyes, pero, evidentemente, hay un problema de competencias en los dos sistemas actuales de registro de medicamentos veterinarios, el cual debe ser resuelto.
Por lo anterior, si se acepta que todo el proceso de registro (y de su renovación) se centralice en el Ministerio de Salud, entonces, se debe eliminar casi todo el Reglamento de Inspección y de Registro de Medicamentos de Uso Veterinario que se debe practicar por parte del Ministerio de Agricultura y Ganadería; en especial, de su Capítulo IV: Del Registro de Medicamentos Veterinarios y Capítulo V: Del Registro de Laboratorios o Casas Fabricantes de Productos Veterinarios.

Sin embargo, si se considera que, de hecho, el Ministerio de Salud le ha dado al Ministerio de Agricultura y Ganadería la función operativa, sin que signifique una cesión de competencias, entonces, lo conveniente seria eliminar todas las provisiones de registro y renovación aún existentes en el caso de productos farmacéuticos dentro del Ministerio de Salud. Si este fuera el enfoque proseguido, en todo caso, a continuación, se hará una serie de planteamientos para mejorar el proceso de regulación dentro del Ministerio de Agricultura, en lo que concierne al Reglamento bajo comentario.

Debe tenerse presente que Costa Rica, al adherirse al Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT) en noviembre de 1990, no suscribió el código conocido como de Normas o Estándares, lo cual, de haberse hecho, en mucho facilitaría el marco global de la política nacional en cuanto a normas, regulaciones técnicas y sistemas de certificación.

Este Código, si bien no pretende que las naciones armonicen sus sistemas actuales de regulaciones o de normas, ni tampoco crea algún mecanismo jurídico para lograr este propósito, sí incentiva que las naciones no formulen una normativa que sea claramente contraria al comercio libre entre las naciones integrantes del GATT, además de facilitar que las disputas que surjan entre países por razones de regulación  o normas o sistemas de certificación puedan ser resueltas en el seno de esa entidad y, por supuesto, para vigilar porque los gobiernos apliquen el principio de que tales prácticas no deben discriminar a favor de la producción doméstica y en contra de aquélla del mercado internacional, asegurándose de que no constituyen una barrera no arancelaria al comercio.
En general, este código ha ido logrando que se dé una internacionalización de las regulaciones, las normas y los procedimientos de certificación, con lo cual se tiende a facilitar el libre comercio,
 por lo que las sugerencias de este trabajo pretenden ser compatibles con una adopción por Costa Rica de este código del GATT además de que, aunque no fuera suscrito, se enmarcan en el principio de no discriminación y de armonización internacional de los criterios para definir normas, regulaciones técnicas y procedimientos de certificaciones, así como de suministro amplio y expedito de la información a cualquier parte que intervenga en el comercio del país.
La primera de las funciones de la Comisión Nacional de Medicamentos Veterinarios es la de autorizar el registro de medicamentos veterinarios así como el de los establecimientos que lo fabriquen. Dada esta función, lo importante será definir cómo es que se debe practicar el registro, pues, como se verá posteriormente al analizar los artículos 14, 15, 18 y 19 del Reglamento en referencia, es posible agilizar los procedimientos sin que se afecte la salud humana y animal.
Para ello es importante referirse a los incisos (c) y (d) del artículo 2 del Reglamento vigente, los cuales tratan de la definición de una lista de medicamentos veterinarios de uso restringido y de reserva terapéutica y al establecimiento de medidas específicas para casos considerados como especiales. 
En adición al anterior, otro criterio en que se fundamentan las sugerencias en esta sección de este trabajo es que las autoridades del Ministerio –posiblemente de la Dirección de Salud y Producción Pecuaria–, en conjunto con una representación del sector privado relacionado con el sector o sectores que se regulan, definan  una lista de cuáles son los medicamentos veterinarios de uso restringido y de reserva terapéutica, de manera que aquellas que no forman parte de dicha lista de bienes “sensibles” pueden ser objeto de un procedimiento de registro más expedito que el actual, entre otros procedimientos vigentes. En última instancia, estos bienes no “sensibles” podrían considerarse como casos especiales, según el inciso (d) del artículo 2 antes mencionado, sin que esto signifique que se está dando una calificación o insinuación acerca de su posible número.

Esta clasificación que se sugiere permite que el control necesario que el Estado deba realizar para proteger la salud humana y animal, se concentre en aquellos bienes a los que se considere “sensibles”, control que se haría, por ejemplo, en el momento de solicitar los permisos para importar (o bien en la aduana o en el laboratorio del MAG o en recintos similares, además del practicado en los estantes en los sitios en que se vende o se almacenan o se aplican los productos).  Los restantes bienes serían objeto  del control tutelar del Estado, según lo definen las Leyes vigentes antes citadas, en los estantes de los establecimientos comerciales, mediante un muestreo aleatorio debidamente practicado.  Además, también de forma aleatoria y, por supuesto, con una relativamente baja probabilidad de ocurrencia, se podría practicar el control de estos bienes a nivel de aduana, pero sería una práctica relativamente poco frecuente, en comparación a como debería evolucionar el control a nivel de estante para estos productos.
Dados estos criterios, se recomienda la variación del inciso (c) del artículo 2 para que se lea así:

“c) Definir la lista de medicamentos veterinarios de uso restringido y de reserva terapéutica, la cual deberá ser actualizada y publicada cada seis meses para reconocimiento de los interesados. En esta lista de bienes sensibles se especificará cuáles productos están sujetos a prohibición, restricción o control severo.  Los productos no registrados en la lista anterior (por exclusión denominados bienes no sensibles), reciben un trámite más ágil en su proceso de registro y serán controlados principalmente y de forma adecuada a nivel de estante en los establecimientos comerciales de venta y distribución.”
El actual inciso (d) del artículo 2 del Reglamento de Inspección y Registro de Medicamentos de Uso Veterinario, bajo los criterios indicados en el nuevo inciso (c) que se propone, sería innecesario, pues de una u otra manera está cubierto por éste.

Similarmente, el Reglamento vigente señala:

“Artículo 14: El Departamento deberá controlar las importaciones de todo tipo de productos biológicos y hormonales, de plaguicidas, de productos promotores del crecimiento, medicamentos veterinarios y  aditivos alimenticios”.

De acuerdo con los lineamientos expresados para sugerir el cambio en el inciso (c) del artículo 2 y con la reforma que a éste se le propuso, el nuevo artículo sugerido se leería así:
“Artículo 14: El Departamento deberá controlar en su caso, en los términos y conforme con la publicación de la lista de bienes sensibles descrita en el inciso 2, las importaciones de todo tipo de productos biológicos y hormonales, de plaguicidas, de productos promotores del crecimiento, medicamentos veterinarios y aditivos alimenticios”.

El Reglamento actual, en lo que se refiere al registro de los medicamentos veterinarios, señala lo siguiente:
“Artículo 18: La solicitud de registro, además de las formalidades exigidas por ley, deberá contemplar los siguientes extremos:

a) Nombre y dirección del solicitante.

b) Nombre y dirección del fabricante y del concesionario de éste, para efectos de comercialización si existiere.

c) Nombre del producto.

d) Nombre y domicilio exacto del Regente Veterinario.

e) Fórmula cuantitativa, que deberá indicar en nomenclatura internacional aceptada, todos los componentes del producto, incluidos aquellos del vehículo si fuere el caso.

f) Datos toxicológicos detallados del producto así como antídotos recomendados e indicaciones tendientes a minimizar los efectos de un estado de intoxicación.
g) En caso de renovación del registro deberá indicarse además el número de registro asignado anteriormente al producto y las fechas de aceptación y de vencimiento de dicho registro.

h) Indicar lugar para recibir notificaciones.”

Nuestras sugerencias en este caso son diversas: en primer lugar, se debe eliminar la expresión “además de las formalidades exigidas por ley”, por ser innecesaria y, si es que se desea especificar alguna formalidad particular, así deberá hacerse notar y no dejarlo en la forma tan amplia y vaga que tiene  actualmente.

En segundo lugar, dado que de lo que se trata es renovar el permiso de un producto que presuntamente ya conocen las autoridades que controlan su uso y quienes deben tener el cuidado de estar plenamente informados de la evolución de su utilización sobre la salud general, lo cual implica que, si cambiaran las condiciones del producto con lo cual hipotéticamente se daña la salud, dicho bien pasaría entonces a ser objeto de control en la lista de sensibles, con lo cual la renovación generalizada de los permisos, como un medio en el Reglamento actual para ejercer control, parece ser innecesaria, pues el detalle y la atención se deberían centrar en los bienes considerados como sensibles en las formas señaladas anteriormente, en tanto que, para los no sensibles, se haría a nivel de estante, pero no acudiendo a procedimientos engorrosos de renovación generalizada de los registros, como medio de lograr un propósito contralor.
En tercer lugar, existe amplio conocimiento en farmacopeas respetables acerca de las características de los productos, como para que las autoridades de nuestro país acepten las restricciones que en ciertos países o regiones se aplican sobre ciertos bienes, de manera que, ante la libre venta y consumo en esas regiones o países, su certificación de libre venta debería ser suficiente –además de detalles menores formales– para la renovación del registro en nuestro país.
En cuarto lugar, se propone la adición de un inciso (j) en este artículo con el propósito de contribuir a proteger al usuario de cualquier posible daño a la salud, a causa de un ocultamiento de variaciones en las características que integran  algún producto y que, por su naturaleza, debe ahora ser regulado en su uso.  A la vez, este pronunciamiento protege al importador del riesgo de que un producto tenga características distintas a las que tiene registradas, lo cual le podría convertir en violador de la ley vigente, pero además, con este proceso se facilitaría el registro (y su renovación) de los bienes.
Por estas razones, se propone la siguiente redacción del artículo 18 bajo comentario:

“Artículo 18.  La solicitud de registro deberá contemplar los siguientes extremos:

a) Nombre y dirección del solicitante

b) Nombre y dirección del fabricante y del concesionario de éste, para efectos de comercialización si existiere.

c) Nombre del producto.
d) Nombre y domicilio exacto del Regente Veterinario

e) Fórmula cuantitativa, que deberá indicar en nomenclatura internacional aceptada, todos los componentes del producto, incluidos aquellos del vehículo si fuere el caso.

f) Datos toxicológicos detallados del producto así como antídotos recomendados e indicaciones tendentes a minimizar los efectos de un estado de  intoxicación.

g) En caso de renovación del registro deberá presentarse el certificado de libre venta actualizado del paìs de origen o de otros países de farmacopea, registros y controles aceptados y reconocidos por Costa Rica, cumplir con lo indicado en los incisos a, b, c, d y h de este artículo, además de indicar el número de registro asignado anteriormente al producto y las fechas de aceptación y de vencimiento de dicho registro, lo que implica la renovación automática del registro.

h) Indicar lugar para recibir notificaciones.

i) Cuando un producto es objeto de alguna variación en las características bajo los cuales se ha registrado, es obligación de quien tiene registrado el producto, notificar de inmediato a las autoridades ante quienes se practicó el registro correspondiente.”

En el Reglamento que se analiza se lee lo siguiente:


“Artículo 19: Junto con la solicitud de registro se aportará lo indicado en los siguientes incisos…

h) Cuando en algunos de los casos anteriores se trate de documentos extranjeros, estos deberán ser autenticados por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de Costa Rica.  También para aquellos documentos que no estén redactados en español se deberá aportar la traducción oficial correspondiente.”

El problema con este requisito es el elevado costo que tiene la certificación  consular en el país de origen, la cual sirve para la acreditación que hace el  Ministerio de Relaciones Exteriores. El costo es especialmente significativo en el caso de líneas de productos, en donde se trata diferenciadamente a cada uno de los productos que la conforman, implicando costos muy altos para el importador, además de, con tal costo, se obstaculiza la entrada de potenciales competidores, ya sea importadores nacionales o exportadores extranjeros, quienes deberán afrontar un alto costo fijo.
Para tratar este problema posiblemente se requiere de una decisión del Ministerio de Relaciones Exteriores (se sugiere que surja bajo consulta con el sector importador nacional), la cual podría considerar las siguientes posibilidades: fijar un valor nominal muy bajo por cada documento o producto que se solicita certificar o bien permitir que el costo actual sea por la presentación de una línea de productos y no por cada bien separadamente. En este último caso, el inciso (h) del artículo 19 propuesto se podría leer así:

“Artículo 19: Junto con la solicitud de registro se aportará lo indicado en los siguientes incisos…

h) Cuando en algunos de los casos anteriores se trate de documentos extranjeros, estos deberán ser autenticados por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de Costa Rica, pudiendo hacerse para líneas de productos.  También  para aquellos documentos que no estén  redactados en español se deberá aportar la traducción oficial correspondiente.”

Asimismo, en el Reglamento actual se lee lo siguiente:

“Artículo 20: Al momento de la entrega de la solicitud de registro para un medicamento veterinario, el Departamento extenderá un recibo en el que se hará constar la fecha y hora de su presentación, la lista de documentos aportados, la cantidad y tipo de muestras del producto. Luego de recibida la solicitud el Departamento procederá en un plazo de 15 días a efectuar el análisis de la documentación para verificar si la solicitud está conforme con lo dispuesto por este Reglamento. En caso contrario se concederá al registrante un plazo máximo de 30 días a partir de la notificación para cumplir con los requisitos omitidos.  De no cumplirse con lo solicitado por el Departamento se procederá a archivar la solicitud “.
El problema con este tipo de regulaciones es que el trámite muchas veces suele excederse en el tiempo, con lo cual el importador se ve obligado a esperar casi indefinidamente una decisión estatal sobre su registro o bien que la documentación presentada expira sin haberse definido el Estado, requiriéndose la presentación de una nueva actualizada, todo lo cual, es costoso.

Es por lo anterior que se sugiere la siguiente redacción.

“Artículo 20: Al momento de entrega de la solicitud de registro para un medicamento veterinario, el Departamento extenderá un recibo en el que se hará constar la fecha y hora de su presentación, la lista de documentos aportados, la cantidad y tipo de muestras del producto. Luego de recibida la solicitud el Departamento procederá en un plazo de 15 días a efectuar el análisis de la documentación para verificar si la solicitud está conforme con lo dispuesto por este Reglamento. En caso contrario se concederá al registrante un plazo máximo de 30 días a partir de la notificación para cumplir con los requisitos omitidos.  De no cumplirse con lo solicitado por el Departamento se procederá a archivar la solicitud.  La vigencia de los documentos presentados regirá  a partir de la fecha de presentación y estos no vencerán mientras dure el trámite administrativo de autorización de registro”.

Del mismo modo, en el Reglamento actual se señala lo siguiente:
“Artículo 24:… En virtud de lo anterior se entregará al solicitante el certificado de registro donde se indicará las características más importantes del producto y las restricciones de su uso si existieren, el número de registro y la fecha de vencimiento  del mismo”.

Este artículo es el indicado para hacer un señalamiento sobre un tema que, si bien no se deduce de ninguna parte del articulado del actual Reglamento, en el pasado reciente se consideró como vigente por ciertas autoridades administrativas del sector público, cual es que el registro significaba la exclusividad en la importación de ese producto, práctica que se ha variado en los últimos tiempos. Se sugiere, para que no haya dudas al respecto, la siguiente adición al artículo de referencia.


“Artículo 24… En virtud de lo anterior se entregará al solicitante el certificado de registro donde se indicará las características más importantes del producto y las restricciones de su uso si existieren, el número de registro y la fecha de nacimiento del mismo.  Bajo ningún punto de vista la posesión de ese certificado de  registro del producto significa la exclusividad en la importación del bien referido”.

Igualmente, el Reglamento arriba citado señala lo siguiente:


“Artículo 28: El Departamento denegará o cancelará la inscripción de un medicamento veterinario en los siguientes casos:…

b) Cuando la Comisión se oponga por razones de inconveniencia del producto para los seres humanos, animales domésticos, el ambiente o el comercio internacional”.

El término comercio internacional arriba mencionado es lo suficientemente amplio como para que se pueda aducir cualquier circunstancia comercial como razón para lograr una barrera proteccionista. Definitivamente, en el espíritu de liberalizar el comercio internacional, la afirmación citada deberá eliminarse, por lo que la redacción de ese articulo se sugiere que sea así:


“Artículo 28: El Departamento denegará o cancelará la inscripción de un medicamento veterinario en los siguientes casos:…

b) Cuando la Comisión se oponga por razones de inconveniencia del producto para lo seres humanos, animales domésticos o el ambiente.”
De la misma manera, en el Reglamento actual aparece lo siguiente:


“Artículo 31: Para aquellos productos que tengan diferentes formas farmacéuticas o diferentes concentraciones, se exigirá un registro diferente por cada una de las variables.
Esto se ha prestado con alguna frecuencia para prácticas de registro inconvenientes, según se pudo saber, de parte del administrador gubernamental, pero, como a la vez es necesario que la autoridad continúe en su función de tutela de la salud pública, se sugiere la siguiente redacción del artículo en mención:


Artículo 31: Para aquellos productos que tengan diferentes formas farmacéuticas o diferentes concentraciones, se considerarán dentro del mismo registro autorizado, debiendo aportarse las fórmulas cuali-cuantitativas de las modificaciones, indicando las variaciones para cada caso”.

De forma similar, en el Reglamento actual aparece lo siguiente:

“Artículo 32: El registro de un medicamento veterinario será válido por cuatro años”.

Parece conveniente uniformar –si lo permite la Ley aplicable correspondiente, pues en ciertos casos específica la duración– el número de años durante los cuales tienen validez los permisos, puesto que muchas veces se trata de un  trámite innecesariamente repetitivo y que lo único que parece lograr es requerir mayor tramitología de la necesaria.  Es por ello que, en este trabajo, se sugiere ampliar y uniformar los permisos a plazos de cinco años, con lo cual el costo de esta transacción en cuanto a papeleo y tiempo se vería reducido
Por lo anterior, se sugiere la siguiente redacción:


“Artículo 32: El registro de un medicamento veterinario será válido por cinco años…”

A la vez, en el Reglamento en existencia se señala lo siguiente:


“Artículo 38: Toda solicitud de registro de medicamentos veterinarios debe ser acompañada por tres copias del proyecto de etiquetas que exhibirá el producto al ser vendido al público. Dicho proyecto será redactado en español y llevará claramente impresa la siguiente información…”

Si bien, como se verá con posterioridad, se hace una propuesta global sobre el manejo institucional de las normas y, por ende, del etiquetado que rige en el país, para este caso concreto, dada la amplitud de la información que se requiere que aparezca en la etiqueta de un producto que, tal vez, por su tamaño no puede incorporársela con la claridad del caso, se propone que, ante tal  limitación, se permita que la información requerida se suministre de forma adjunta.

Por lo anterior, se sugiere adicionar un inciso a su redacción para que lea así:

“Artículo 38: Toda solicitud de registro de medicamentos veterinarios debe ser acompañada por tres copias del proyecto de etiquetas que exhibirá el producto al ser vendido al público.  Dicho proyecto será redactado en español y llevará claramente impresa la siguiente información:…

…l)  Si la información exigida no cabe en la etiqueta del producto, se autoriza a presentarla en una hoja adjunta incorporada al envase en que se presenta el producto.”

Similarmente, en el Reglamento arriba antes citado se lee:


“Artículo 39: En el caso de plaguicidas de uso veterinario o de uso doméstico se exigirá además, lo siguiente: …


…ll)  Cuando por motivo de espacio no sea posible incluir en la etiqueta toda la información indicada en los incisos anteriores, el Departamento determinará, discrecionalmente, cuál información será excluida. “

Por las mismas consideraciones indicadas al analizar el artículo 38 inmediato anterior, se sugiere que se agregue al artículo 39 lo que sigue:


“Artículo 39: En el caso de plaguicidas de uso veterinario o de uso doméstico se exigirá además, lo siguiente….

       ….ll)  Cuando por motivo de espacio no sea posible incluir en la etiqueta toda la información indicada en los incisos anteriores, el Departamento determinará, discrecionalmente, cuál información será excluida o bien que se exprese en una hoja adjunta incorporada al envase en que se presenta el producto”.
II.4.- Reglamento para la Protección de la Industria Apícola Nacional.

El Reglamento para la Protección de la Industria Apícola Nacional, Decreto Ejecutivo 15563-MAG-S de 5 de julio de 1984, descansa en la Ley de Salud Animal, antes referida, la cual, en lo pertinente, señala:


“Artículo 2: Protéjase y procúrese, la salud y el mejoramiento de los animales, de sus productos y subproductos beneficiosos para el hombre…”

También la Ley expresa que:


“Artículo 23: El Ministerio de Agricultura y Ganadería, a través de la Dirección de Sanidad Animal, incrementará y mejorará la producción apícola del país, procurando evitar la entrada de patógenas, germoplasmas dañinos y enemigos naturales, que vengan a perjudicar la industria apícola.

El Reglamento arriba citado menciona lo siguiente:


“Artículo 1: El presente Reglamento norma lo relacionado con la protección a la industria apícola en la mayor parte de sus aspectos, a fin de proteger a las abejas de plagas y enfermedades que pueden existir dentro y fuera del territorio nacional, así como de otros elementos que constituyen peligro para la vida de las abejas o que dificulten o limiten su salud y la producción económica. Igualmente regula los aspectos administrativos a que debe someterse a los derivados de la industria apícola  para garantizar su calidad y pureza “.

Asimismo, el Reglamento de referencia indica los siguientes asuntos:


“Artículo 31: Previa la autorización de exportación de miel, ésta deberá ser analizada por uno de los técnicos del Ministerio, a efecto de comprobar si ésta reúne los requisitos de calidad necesarios”.

Asimismo, el Reglamento citado dice que:


“Artículo 32: La miel destinada a la exportación deberá estar exenta de materias extrañas para su conservación y contará con las características siguientes:

a) Densidad mínima de 1,40.
b) El contenido de agua no debe exceder al 20%.
c) La acidez no será superior al 0,40%.
d) El contenido  de sacarosa no será superior al 10%.
e) El contenido de cenizas no excederá de 0.6% “.
 El criterio para las sugerencias que se presentan a continuación yace en que, si bien podría ser deseable definir normas de calidad de la miel, sus exportaciones deben estar en función de los requisitos que se imponen en el país importador. Esto es, para dar un certificado de la calidad del producto que se exporta, bien podría el Ministerio extenderlo según sean los requerimientos del país importador, pero no los definidos apriorísticamente por el propio país que exporta (cuya normativa bien podría ser la aplicada para el consumo nacional), pues un criterio como el que actualmente se establece en el Reglamento, puede afectar el acceso de productos nuestros a los mercados internacionales, en donde se podrían requerir normas menos restrictivas que las señaladas. Normas más rigurosas para nuestra exportación de miel que las del país importador implican costos mayores para el exportador nacional, quien podría verse desplazado del mercado.
Como bien podría ser que la  norma indicada en el artículo 31 sea resultado de convenios internacionales suscritos por el país, se sugiere la siguiente redacción:


“Artículo 31: Previa la autorización de exportación de miel, ésta deberá ser analizada por uno de los técnicos del Ministerio, a efecto de controlar y evitar la propagación de enfermedades a nivel internacional.”

Y para los artículos 32 y 34 se sugiere lo siguiente:

“Artículo 32: En el certificado de calidad para la exportación que de acuerdo a su articulo 30 emitirá el Ministerio, se deberá hacer constar que la miel está exenta de materias extrañas para su conservación, así como las siguientes características, si son requeridas por el país importador.
“Artículo 34: Se prohíbe la importación de cualquier abeja del género apis, huevos, larvas, pupas y germoplasma dañino, de los siguiente países o  territorios:… dicha lista será revisable cuando, de acuerdo con las autoridades del MAG, se presente evidencia suficiente de que las circunstancias que dieron lugar a tal restricción ya no se encuentran presentes en el (los) país (es) o territorio (s) en ellas citados y deberá ser publicada cada seis meses.”

Similarmente, en el Reglamento vigente se señala lo siguiente:  

“Artículo 35: Se prohíbe la importación de colmenas, herramientas y toda clase de equipo apícola de segunda mano.”

Se considera que se debe señalar los requisitos que se deben cumplir para que tales bienes se puedan importar. Evidentemente tales indicaciones trascienden a este estudio y deberían formularlas la autoridades pertinentes, de manera que cualquiera, quien este en condiciones de cumplir con los requisitos que se exigen y quiere importar esos productos, puede hacerlo.

II.5  Reglamento de Defensa Sanitaria Animal.

El Reglamento de Defensa Sanitaria Animal, Decreto Ejecutivo 14584-A de 16 de mayo de 1983, se sustenta en la Ley de Salud Animal, antes citada, la cual, en lo que concierne, señala:

“Artículo 2: Protéjase y procúrese, la salud y el mejoramiento de los animales, de sus productos y subproductos beneficiosos para el hombre…”                                                                                         

El Reglamento bajo comentario menciona lo siguiente:
a) Densidad

b) Acidez

c) Contenido de sacarosa

d) Contenido de cenizas

e) Alguna otra que requiera el país de destino“

Adicionalmente, en el actual Reglamento se lee lo siguiente:

“Artículo 34: Se prohíbe la importación de abejas o núcleos de abejas.”

Por su parte, en el artículo 28 de la Ley de Salud Animal expresa lo siguiente:


“Artículo 28: Se prohíbe la importación de cualquier abeja del género apis, huevos, larvas, pupas y germoplasma dañino, de aquellos países y territorios que el Ministerio de Agricultura y Ganadería indique en su respectivo reglamento, con el propósito de prevenir la introducción y dispersión de enfermedades y enemigos naturales de las abejas  melíferas.”

Resulta interesante exponer el mayor carácter restrictivo del Reglamento en su artículo 34,  en comparación con lo indicado en el Artículo 38 de la Ley.   Por esta razón, se sugiere adaptar el Reglamento para que cumpla con lo que la Ley señala, de la siguiente manera, debiendo  los técnicos del MAG definir la lista de naciones o territorios restringidos.


“Artículo 1: Este reglamento  tiene por objeto establecer las disposiciones de protección sanitaria para los recursos pecuarios del país a través del control de tráfico internacional y nacional de animales, vegetales y materia inerte, productos y subproductos, los medios de transporte y de personas capaces de causar problemas que afecten el bienestar y seguridad de la pecuaria nacional  en lo concerniente a los animales beneficiosos para el hombre.”

Asimismo, se señalan los siguientes artículos:


“Artículo 33: Todos los documentos a que refieran los numerales anteriores, expedidos para amparar a los animales, productos y subproductos de los mismos en importación y con procedencia de países afectados o libres de  fiebre aftosa y otras enfermedades exóticas, deberán ser legalizados por la respectiva autoridad diplomática o consular de Costa Rica acreditado en el país exportador.  Si no tuviere la importación no podrá hacerse efectiva salvo que el país interesado corra con los gastos del o los técnicos oficiales de Costa Rica”.
También el Reglamento de referencia dice que:


“Artículo 34: 
a)  El permiso que se conceda para la importación de animales o productos y subproductos de los mismos, en una sola partida, será válido por 30 días naturales a partir de su fecha de emisión.

b)  El certificado sanitario oficial que se conceda para la exportación de productos y subproductos de origen animal, en una sola partida, será válida durante 22 días naturales a partir de su fecha de emisión…”

De la misma forma, el Reglamento analizado expresa que:

“Artículo 36: Se consideran libres de:
I.- Fiebre aftosa y peste bovina los siguientes países…

II.- Fiebre porcina africana.

Esta última es susceptible de variación, quedando a criterio del Ministerio de Agricultura y Ganadería la inclusión y exclusión de países.”

Asimismo, en el Reglamento bajo comentario se señala lo siguiente:


“Artículo 37: La lista de los países incluida en el artículo anterior, es susceptible de alterarse cuando hubiere cambio zoosanitario de un país determinado, a juicio del Ministerio de Agricultura y Ganadería y cuando así se considere pertinente con base en información oficial internacional.”

En relación con estos artículos, al tomárseles conjuntamente parece apropiado variar el sistema de requisitos que la actual reglamentación señala, con base en los siguientes elementos.  En primer lugar, es importante que se haga una separación entre lo que se requiere para las importaciones de los bienes allí referidos, en el caso de importaciones provenientes de países libres de fiebre aftosa y de peste bovina, así como de peste porcina africana, en contraste con aquéllas que vienen de naciones que poseen esas enfermedades.

En segundo lugar, para las importaciones de países “libres” es innecesario que se impongan permisos por partida específica, sino que el permiso debería ser permanente, en tanto esa nación se mantenga “libre” de esas enfermedades en la lista correspondiente.”  Para las naciones “no libres” se aplica la prohibición, si es el caso, o alternativamente cuáles serían las medidas sanitarias que los  técnicos definan para que esos bienes se puedan importar.
En tercer lugar, no se puede determinar en qué grado la exigencia de que las certificaciones de los documentos emitidos en el exterior sean legalizados por diplomáticos nacionales, es necesaria para el caso de países “libres”, pero si sería exigida en el caso de los no libres para tratar de impedir alguna importación ilegal.

Con base en estos criterios y para el conjunto de los artículos 33, 34, 36 y 37 (en donde además se sugiere adicionar el artículo 34-A), se sugieren las siguientes variaciones  al reglamento actual.


“Artículo 33: El Ministerio de Agricultura y Ganadería hará una lista, la cual será puesta a disposición y conocimiento de los interesados, de los países que están libres de fiebre aftosa y peste bovina, así como de aquellos libres de  fiebre porcina africana.  Estas listas son susceptibles de variación, quedando a criterio del Ministerio de Agricultura y Ganadería la inclusión y exclusión de países, cuando hubiere cambio zoosanitario de un país determinado, a juicio del Ministerio de Agricultura y Ganadería y cuando así se considere pertinente con base en información oficial internacional.”.

De la  misma forma,


“Artículo 34:  
a)  El permiso que se conceda para la importación de animales y productos y subproductos de los mismos, en el caso de los países libres, se dará sin restricciones de partida, en tanto se conserven en la lista de libres y a la vez se sujeten a las disposiciones sanitarias del paìs para su importación, siendo válido, en este caso, por 30 días naturales a partir de su fecha de emisión.

b)  El certificado sanitario oficial que se conceda para la exportación de productos y subproductos de origen animal, se dará sin restricciones de partida en tanto así lo acepte el país importador y será en una sola partida en tanto así lo requiera el país importador, siendo válido, en este caso, por 30 días naturales a partir de su fecha de emisión…”

Igualmente,

“Artículo 34-A.  Todos los documentos a que se refieren los numerales anteriores, expedidos para amparar a los animales, productos y subproductos de los mismos en importación y con precedencia de países afectados o libres de fiebre aftosa y otras enfermedades exóticas, deberán ser legalizados por la respectiva autoridad  diplomática o consultar de Costa Rica acreditada en el país exportador, en el caso de que se trate de importaciones provenientes de la lista de países no libres, en tanto que para los países incluídos en la lista de libres sólo se requiere el certificado de sanidad indicado en el Artículo 32. Independientemente de la lista en que se encuentre algún país, si no tuvieren ese certificado de sanidad, la importación no podrá hacerse efectiva salvo que el país interesado corra con los gastos del o los técnicos oficiales de Costa Rica”     
Se conservan los artículos 36 y 37 actuales, sólo que debería actualizarse, si así fuere el caso, la lista de países libres de esas enfermedades expresada en el artículo 36.

En el Reglamento que se comenta se señala lo indicado a continuación:


“Artículo 42: La importación de animales cuyas especies no están comprendidas en el presente reglamento está sujeta a un permiso especial extendido  por el encargado de salud animal, siempre que técnicamente dicha importación no representa peligro para la ganadería nacional y la salud del hombre”.

De nuevo, el criterio que sirve de base para la siguiente sugerencia es la formulación de listas de animales cuya importación, dada su procedencia, es libre y, por contraste, cuál es restringida de alguna manera. Por lo anterior, se sugiere lo siguiente:

“Artículo 42:   La importación de animales cuyas especies no están comprendidas en el presente reglamento y que formen parte de una lista de importaciones restringidas está sujeta a un permiso extendido por el encargado en salud  animal, siempre que técnicamente dicha importación no represente peligro para la guardería nacional y la salud del hombre.  Dicha lista será mantenida actualizada por el Ministerio y será del conocimiento público.  Por su parte, para aquellos animales que no formen parte de la lista de restringidos podrá realizarse su importación mediante la presentación del certificado de sanidad en los términos indicados en los Artículos 33, 34, 35, 34-A y 35”.

Por su parte, en el Reglamento actual se expone lo siguiente:


“Artículo 43:  Queda establecida la obligatoriedad de inspeccionar y fiscalizar desde el punto de vista sanitario, todos los animales y productos derivados de los importados del área del OIRSA (Centroamérica, México y Panamá) y otros países libres de fiebre aftosa y peste bovina, comestibles o no, destinados al consumo o la industria, preparados y transformados para importación directa.  Los productos de origen para consumo o materia prima para industria, quedan exentos de la vista sanitaria cuando se transportan en carros o vagones herméticos o vayan con destino directo a otro país, provistos de documentación respectiva en orden.”.            
En lo que es una redacción bastante confusa de este artículo, llama la atención que se exima de la vista sanitaria únicamente a las materias para consumo o uso industrial si se transportan en carros o vagones herméticos. Esta disposición bien puede obedecer a una situación técnica que trasciende la capacidad de este análisis, pero las preguntas que son lógicas de formular son ¿por qué no extender esa exención de la vista sanitaria a este producto con independencia de su uso final? Asimismo, si la condición restrictiva es el transporte hermético, ¿por qué no eximir de la vista sanitaria a cualquier importación que se realiza en un carro  o vagón hermético?   En función de la respuesta  técnica que se dé a estas inquietudes, así debería de reformarse el artículo 43 citado, para ampliar la exención a cualquier uso que se haga del bien importado siempre y cuando, si fuere necesario, que el transporte se realice en un carro o vagón hermético. Si la respuesta fuera positiva estas dudas, además de que la expresión  “productos de origen” es ininteligible, pues todo bien, por definición, tiene un origen, por lo que, posiblemente, quien redactó ese artículo a lo que se quería referir es a “productos de origen nacional”, por lo que se sugiere que el artículo reformado se lea así:       
“Artículo 43:  Queda establecida la obligatoriedad de inspeccionar y fiscalizar desde un punto de vista sanitario, todos los animales y productos derivados de los mismos importados del área de OIRSA (Centroamérica, México y Panamá) y otros países libres de fiebre aftosa y peste bovina, comestibles o no, destinados al consumo o la industria, preparados y transformados para importación directa.  Los productos de origen nacional quedan exentos de la vista sanitaria cuando se transportan en carros o vagones herméticos o vayan con destino directo a otro país, provistos de documentación respectiva en orden”.

Asimismo, en el Reglamento bajo comentario se expone lo que sigue:


“Artículo 63: Queda prohibida la importación de animales, productos y subproductos de origen animal procedentes de países afectados por la fiebre   aftosa, peste bovina y otras enfermedades”.

Una aseveración así generalizada, sin calificación alguna, deja mucho que desear, pues es altamente probable que “otras enfermedades” sea propio de la naturaleza viviente de todo animal, algunas de las cuales  ̶ se supone que, por ejemplo, como se cita en este artículo, tal es el caso de la fiebre aftosa y de la peste bovina, más tal vez ya no el de la peste porcina africana que sí fue objeto de tratamiento especial en el artículo 36 del Reglamento vigente ̶  bien podrían ser objeto de un tratamiento restrictivo, en tanto que otras no lo requieren. Es por ello que se ha sugerido que se elaboren listas de países “libres” de enfermedades y cuáles no ostentan tal tratamiento. De esta manera no se obstaculiza la importación con aseveraciones generales en el Reglamento, tales como la prohibición a la importación  por “otras enfermedades “. Es por lo anterior que se sugiere eliminar el artículo 63 y se proceda en los subsiguientes artículos del Reglamento a definir las listas de bienes o países cuyas importaciones deban ser objeto de alguna restricción. De hecho, en el artículo 65 del Reglamento actual se hace una clasificación de bienes, pero su lectura hace pensar que hay criterios que van más allá de la simple protección de la salud, mediante la definición de cuáles productos son objeto de prohibición para su importación.
Es más, en la elaboración de las listas en los términos que se han sugerido deberían participar no sólo técnicos del Ministerio de Agricultura y Ganadería y, posiblemente, del Ministerio de Salud, sino también representantes de la actividades privadas involucradas, tanto del sector productor agrícola como del industrial y del comercial y principalmente de los usuarios finales de esos bienes, a fin de que los criterios a los cuales se lleguen para definir las restricciones necesarias obedezcan estrictamente a razones sanitarias y no de protección para ciertos sectores productivos nacionales específicos.

Como ejemplo de dudas casi “evidentes” para el lector acerca de las razones para prohibir las importaciones, en el Artículo 65, inciso 27 del actual Reglamento, aparece lo siguiente


“Artículo 65: La prohibición es absoluta para los animales, productos y subproductos clasificados  en los grupos la “A”  a la “G” salvo aquellos que se excluyen en los incisos de cada uno de dichos grupos.


A.-  Animales….


27)  Quesos: Se permitirá la importación de cualquier tipo de queso con la excepción de los llamados quesos frescos, así como los quesos Mozzarella, Cheddar o Camembert”.

En el mundo se observa un elevado comercio internacional de este tipo de quesos, incluso entre países que mantienen normas altamente restrictivas, como, por ejemplo, los Estados Unidos, Canadá, Francia, Alemania, entre otros, por lo cual no queda sino dudar de por qué las autoridades nacionales no establecen condiciones que deberían cumplir estos quesos prohibidos para que puedan importarse.

Otro ejemplo de lo expuesto es el siguiente:


“Artículo 65. La prohibición es absoluta para los animales, productos y subproductos clasificados en los grupos desde la “A” a la “G” salvo aquellos que se excluyen en los incisos de cada uno de dichos grupos…


c- Productos para la aplicación en la agricultura.


2) Sacos usados y envolturas. Queda prohibida la entrada de sacos usados y envolturas hechas de sacos usados”

Parece muy obvia la naturaleza proteccionista de esta medida, más que por razones de salud pública, pues si fuera ésta última la causa de la prohibición para importarlos, ¿por qué no se indican las medidas sanitarias que podría llevar a cabo un importador potencial de estos bienes, para que califiquen como permisibles de importar?  Resulta plausible esperar que haya procesos de desinfección que facultarían su importación.
En todo caso, la elaboración de las listas restringidas deberá ser hecha técnicamente y ojalá en función de las prácticas usuales empleadas en naciones integrantes del GATT, que han avanzado más en los procesos de homogeneización de normas, regulaciones técnicas y de sistema de certificación, para lo cual incluso podría ser conveniente solicitar la asistencia técnica de los organismos especializados del GATT para estos efectos. En los procesos de elaboración de estas listas deberían participar, además de funcionarios del Ministerio, partes interesadas del sector privado, por supuesto que no sólo aquéllas que se beneficiarían con protección ante el comercio internacional, sino en especial los que obtendrían beneficios por medio de un comercio internacional más libre, como es el caso del usuario o del consumidor.

También, en el Reglamento que se analiza se lee lo siguiente:

“Artículo 78. Será prohibida la importación de carnes que el momento de la inspección resulten:
a) Cansadas

b) Caquécticas

c) Edematosas
d) Fermentadas
e) Putrefactas

f) Repugnantes

g) Hemorrágicas

h) Tóxicas”

Se sugiere que, dado que en el artículo 4 del Reglamento vigente se establece una serie definiciones, se incluyan las exactas de estos términos, pues algunas de estas expresiones, dada su subjetividad, podrían prestarse –como es el caso de “repugnante” ¿a los ojos de quien?– para abusos por parte de las autoridades encargadas de la inspección.

De la misma manera, en el Reglamento actual se incluye el capítulo siguiente:

“Capítulo XIII

Importación de medicamentos para uso veterinario”.

Artículo 94: La importación de medicamentos para uso veterinario procedentes de diferentes países, podrán ingresar al país cumpliendo los siguientes requisitos, además de los estipulados en el decreto Nº 5781-A de 13 de febrero de 1976. 

a)  Solicitar un papel sellado de décima clase a la Dirección General de Salud Animal el permiso de importación, especificando en la solicitud la cantidad y clase de producto, casa productora, tipo de presentación del producto, fecha de vencimiento y número de registro de especies farmacéuticas del Ministerio de Salud.


b)  Los productos o medicamentos deberán entrar amparados por un certificado de origen y sanidad, extendida por las autoridades veterinarias competentes del país de origen. El importador deberá presentar al Departamento de Cuarentena Animal los factores de productos o medicamentos para uso veterinario aprobadas por el Departamento de Controles y Registro del Ministerio de Salud.
… Queda prohibida la importación de productos biológicos de origen animal para uso humano y para uso veterinario, procedentes de países afectados por la fiebre aftosa y otras enfermedades exóticas.”

Parece conveniente que el proceso de aprobación de las importaciones quede centralizado, de manera tal que, por una parte, se disponga de un sistema de listado sensible y por exclusión, de uno no sensible (definidas conjuntamente entre el Ministerio y por partes interesadas del sector privado y las cuales  estarían sujetas a revisiones periódicas semestrales), de manera tal que el trámite de ésta se puede realizar en la Ventanilla Única de Importaciones (entidad que se analizará con mayor detalle posteriormente), en tanto que, para la primera, se debe acudir de previo a la aprobación en el Ministerio correspondiente. Pero, por otra parte, es conveniente que el importador no tenga que acudir a trámites distintos, pero relacionados, tanto en el Ministerio de Salud como en el de Agricultura.
Con respecto a este último, conviene señalar que debe ser una decisión gubernamental centralizar las aprobaciones del registro de estos productos veterinarios en una de las dos entidades –el Ministerio de Agricultura y  Ganadería, mediante el Reglamento que aquí se comenta, y el Ministerio de Salud, por medio de su Reglamento de Inscripción y Propaganda de Medicamentos y Cosméticos–  pues, aunque si bien la Ley de Salud es clara en la preeminencia de este último Ministerio de ese sector, bien podría delegar el proceso de registro en el  Ministerio de Agricultura, tal como sucede con diversas tareas relacionadas con la salud, específicamente en la del campo  agropecuario, las cuales son llevadas a cabo por esa entidad.
Se sugiere, por lo tanto, que surja una definición gubernamental para lograr dicha centralización en el Ministerio de Agricultura y Ganadería, por lo cual, de aceptarse, el artículo comentado se leería así:


“Capítulo XIII


 Importación de medicamentos para uso veterinario:

Artículo 94.  La importación de medicamentos par uso veterinario procedentes de diferentes países, podrán ingresar al país cumpliendo los siguientes requisitos, además de los estipulados en el decreto Nº 5781-A de 13 de febrero de 1976.
1.- A partir de una lista de medicamentos para uso veterinario a los cuales se les considera como sensibles, definida conjuntamente por el Ministerio y por partes interesadas del sector privado, la cual sería de conocimiento público y estaría sujeta a revisión semestral.

a)  Solicitar a la Dirección General de Salud Animal el permiso de importación, especificando en la solicitud la cantidad y clase de producto, casa productora, tipo de presentación del producto, fecha de vencimiento, uso o finalidades para los cuales se importa y uso a finalidades para los cuales se importa.  Previamente se debe haber registrado el producto en el Ministerio de Agricultura y Ganadería, cuyo número de registro de especies debe señalarse al presentarse esta solicitud.


b)  Los productos a medicamentos deberán entrar amparados por un certificado de origen y sanidad, extendido por las autoridades veterinarias competentes del país de origen. El importador deberá presentar al Departamento de Cuarentena Animal las facturas de productos o medicamentos para uso veterinario para ser aprobados por la Dirección de Salud Animal del Ministerio de Agricultura y Ganadería.

… .Queda prohibida la importación de productos biológicos de origen animal para uso humano y para uso veterinario, procedentes de países afectados por la fiebre aftosa y otras enfermedades exóticas, de acuerdo con la lista que para el caso elabore el Ministerio de Agricultura y Ganadería.”

2.-  Para los restantes medicamentos de uso veterinario, a los cuales no se les considera como sensibles, el permiso de  importación será tramitado directamente en la Ventanilla Única de Importaciones.”

Para el proceso de registro de los medicamentos de uso veterinario en el Ministerio de Agricultura y Ganadería, se aplicaría lo dispuesto en el Reglamento de Inspección y Registro de Medicamentos de Uso Veterinario, Decreto Ejecutivo 20912-MAG del 18 de octubre de 1991, previamente analizado y para lo cual sugerimos adoptar las recomendaciones expresas en este estudio.
II.6  Reglamento de Viveros.
El Reglamento de Viveros, Decreto Ejecutivo 21787-MAG de 17 de noviembre de 1992, se sustenta en la Ley de Sanidad Vegetal, previamente referida, la cual, en lo relevante, indica lo siguiente:

“Artículo  1: La presente Ley tiene como objeto proteger las plantas de valor económico y sus productos contra los perjuicios producidos por las plagas y enfermedades.”

También, la Ley citada expresa:


“Artículo 7: Queda asimismo prohibida la importación o el ingreso en tránsito terrestre, aéreo, fluvial o marítimo de tierra o cualquier material de propagación de plagas o enfermedades que se estipulen en el Reglamento de la presente Ley”.

El Reglamento que se analiza señala lo siguiente:


“Artículo 2: Se establece el sistema de Control Fitosanitario del material vegetal en Viveros, Bancos de Yemas y Almácigos, a cargo del Departamento de Programas Regionales de la Dirección General de Sanidad Vegetal del MAG”.

Además, el Reglamento citado indica que:


“Artículo 6: Para registrar o renovar la inscripción de Viveros, Bancos de Yemas o Almácigos, los interesados deberán presentar en la solicitud la siguiente información…

7)  Fotocopia autenticada por abogado, de la cédula jurídica de la persona jurídica, o en su caso, de la cédula de identidad, pudiendo presentar una fotocopia para que sea confrontada por el funcionario con la  original.


8)  Cualquier otra información que el Departamento de Programas Regionales  estime conveniente.”

El criterio para registrar los Viveros, Bancos de Yemas y Almácigos debe ser diferente del requerido para renovar el registro, en donde este último proceso deberá ser mucho más simplificado que el primero. Además, tal punto de vista en su forma actual introduce costos innecesarios en cuanto a las gestiones requeridas, al igual que se establezcan condiciones amplias de discrecionalidad al funcionario gubernamental del Departamento de Programas Regionales. Por ello, se sugiere eliminar el requisito de certificación  de un abogado, así como las condiciones que no se especifican en concreto, indicadas en el artículo 8.

Asimismo, para la renovación de la inscripción se considera necesario que únicamente se presente en la solicitud la certificación de Registro de la Propiedad, de manera que se compruebe que no han variado las condiciones que sirvieron para el registro inicial ante el Departamento de Programas Regionales. De haber modificaciones, deberá procederse a renovar la inscripción en términos iguales a los requeridos en el registro inicial.

Por lo anterior, se sugiere que se reforme el artículo 6 para que se lea así:

“Artículo 6:   Para registrar la inscripción de Viveros, Bancos de Yemas y Almácigos, los interesados deberán presentar en la solicitud la siguiente información…

7)  A)  Fotocopia de la cédula jurídica de  la persona jurídica, o en su caso, de la cédula de identidad, pudiendo presentar una fotocopia para que sea confrontada por el funcionario con la original.

Para renovar la inscripción de Viveros, Bancos de Yemas y Almácigos, los interesados deberán presentar en la solicitud la siguiente información.

A) certificación de Registro de la Propiedad, de manera tal que se compruebe que no han variado las condiciones que sirvieron para el registro inicial ante el Departamento de Programas Regionales.”

De manera similar, el Reglamento que se comenta expresa lo siguiente:


“Artículo 10: Todo registro tendrá una vigencia de cuatro años…”

A fin de armonizar todos los plazos, según se explicó con anterioridad, se sugiere la reforma siguiente


Artículo 10: Todo registro tendrá una vigencia de cinco años…”
Similarmente, en el Reglamento se lee lo siguiente:

Artículo 11: El MAG procederá a cancelar un Registro cualquiera de los siguientes casos…


d) Por vencimiento del pago de la cuota anual.  La cancelación surtirá efecto a partir de la fecha de vencimiento.”
Este costo por una cuota anual no aparece establecido en ninguna parte del Reglamento vigente (ni tampoco en la Ley que le da el marco legal correspondiente), por lo cual se sugiere que sea eliminado.
II.7  Reglamento a la Ley de Fomento Avícola

El  Reglamento a la Ley de Fomento Avícola, Decreto Ejecutivo 5261-A de 7 de febrero de 1983, se sustenta en la Ley de Fomento Avícola, Ley 4981 del 26 de mayo de 1972, la cual, en lo que concierne, señala lo siguiente:


“Artículo 5: Dentro de los propósitos de la presente ley el Consejo Nacional de Producción tendrá las siguientes funciones:…


c)  La distribución y venta dentro del país de los productos avícolas, especialmente huevos y carne, estará exclusivamente bajo el control, autorización, inspección y supervisión del Consejo Nacional de Producción….


f)  En igual forma fomentará el procesamiento  y mercadeo de productos avícolas e importará esos productos cuando hubiere déficit en la producción nacional, procurando no perjudicar a los productores nacionales y mantener precios al alcance del consumidor…”

Asimismo, la Ley de referencia expresa lo siguiente:


“Artículo 11: Las funciones de la Junta de Fomento Avícola serán, entre otras, las siguientes:


a) Asesorar a los Ministerios de Agricultura y Ganadería y al de Economía, Industria y Comercio, para el cabal cumplimiento y ejecución de esta ley….


h) Recomendar la importación y exportación de productos avícolas y sus derivados, así como velar porque las medidas que el Consejo Nacional de Producción tome en cumplimiento del inciso c) del artículo 5º anterior, sean efectivamente cumplidas.”.
Por su parte, el Reglamento a la Ley de Fomento Avícola vigente señala:


“Artículo 27: Además de las que establece la ley en su artículo 11, la Junta de Fomento Avícola tendrá las siguientes atribuciones y funciones:

a) Recomendar la importación y exportación de productos avícolas y sus derivados, así como velar porque las medidas que el Consejo Nacional de Producción dicte para la distribución y venta dentro del país de los productos avícolas, especialmente huevos y carne, sean cumplidos sin perjudicar a los avicultores nacionales…”

La función esencial de la Junta de Fomento Avícola, en cuanto al comercio internacional de los productos avícolas, se limita a recomendar al Consejo Nacional de Producción, de acuerdo con el artículo 27 inciso (a) de su  Reglamento, por lo que la decisión de proceder en cualquier sentido descansa en manos del Consejo Nacional de Producción (se supone que tomando en cuenta tanto no perjudicar al productor nacional  como al consumidor mediante precios a su alcance, según se estipula en el artículo 5, inciso (f) de la Ley ).  Con base en esto, se esperaría que la decisión conveniente de liberalizar el comercio internacional de los productos avícolas dependa de la política que decida adoptar el Consejo Nacional de Producción, sin que haya necesidad de variar el Reglamento de referencia.  Por tanto, lo único que se requiere es que el Estado (por medio del Consejo Nacional de Producción) se defina respecto a la liberalización de este sector.
Por otra parte, la propuesta para la creación de una ventanilla única de importaciones, en la cual se centraría mucha de la decisión gubernamental de otorgar los permisos, así como de realizar los trámites requeridos para  importar, podría facilitar la decisión política necesaria para liberalizar, en lo específico, el comercio internacional de los productos avícolas, dado que, entre otras cosas, se crearía una instancia en la cual muchas de las funciones regulatorias que actualmente realizan diversos Ministerios, serían transferidas por delegación a esta ventanilla.

Lo importante para la creación de una ventanilla única de importaciones es que se requiere una decisión política gubernamental por la cual se traslada parte del control que hoy se encuentra diluido en diversas Ministerios, hacia una entidad centralizada que simplificaría las actuales funciones.  De esta manera no se trata de que haga una cesión de competencias propias de los Ministerios, sino que, con la decisión gubernamental, se transferirían por delegación de lo que en la situación actual son esferas de acción parcelizada en diferentes Ministerios, hacia un  cuerpo especializado en donde se tendría a funcionarios propios que llevan a cabo todo el proceso de trámite, digitación y facilitación de los requisitos para importar.
Una de las conclusiones de este estudio que se considera de la mayor importancia es la creación de una ventanilla única de importaciones, por medio de la cual se lograrla centralizar mucho del proceso decisorio que actualmente se encuentra muy disperso en diversas entidades gubernamentales. Con ella se podrían eliminar muchos de los elevados costos de transacciones (entre ellos los llamados costos de administración) que actualmente enfrentan los distintos agentes económicos, como consecuencia de la vigencia de prácticas innecesariamente engorrosos y, por ende, onerosas, que imponen diversas leyes especificas y sus correspondientes reglamentos, tales como los que se han venido analizando hasta el momento, como los que serán considerados con posterioridad.

La experiencia positiva que el país ha tenido con la centralización en una ventanilla única de una serie de decisiones aisladas tomadas por diversos Ministerios sobre el proceso exportador, constituye una valiosa institución que puede ser adaptada para el caso de las importaciones.  De esta manera, se lograría centralizar, desde el punto de vista de las decisiones comerciales, diversas decisiones regulatorias que actualmente son tomadas en partes relativamente aisladas de la estructura gubernamental y que, muchas veces divergen de  la decisión del gobierno de proceder a la eliminación de distorsiones que afectan negativamente al comercio mundial.

El objetivo no es que la ventanilla única de exportaciones se convierta en un “laboratorio” gigantesco, que sustituya a las diversas partes técnicas de los Ministerios correspondientes, sino que, en conjunto con sugerencias para simplificar el proceso de trámite y control de diversas importaciones, en donde ya se han hecho sugerencias al analizar algunos de los reglamentos vigentes, de acuerdo con las leyes existentes que definen las diversas funciones contraloras de los Ministerios, la decisión de aprobación “técnica” continuaría realizándose en el Ministerio del caso, pero, con el esquema propuesto, el conjunto del trámite de importación se unificaría en una sola ventanilla, en donde se haría uso de redes de información computarizada, que permitan llevar a cabo de forma adecuada el proceso de importación sujeta a regulaciones y, por supuesto, para aquella que no requiere de algún trámite particularmente sensitivo en alguno de los Ministerios específicos.
Los procedimientos de registro de aquellos productos que la Ley concreta señala se seguirían llevando a cabo en los Ministerios correspondientes y , con base en un diseño de sistemas de listas de bienes sujetos a restricciones legales y administrativas (la llamada lista “restringida”  o “sensible”), en tanto que los restantes integrarían la lista “libre” o “no sensible” ( y la cual no cabría enunciar al surgir por exclusión), se podrían simplificar de manera significativa los procedimientos actuales de importación.  Adicionalmente, por medio de la ventanilla única el importador potencial tendría información plena acerca de cuáles son las restricciones y procedimientos aplicables para las diversas importaciones, lo cual le ayudaría a disminuir costos derivados del trámite que muchas veces es ignorado por un nuevo entrante al mercado de importación.

Por otra parte, en dicha ventanilla se trabajaría mediante un documento que constituiría un formulario único de importaciones, el cual serviría como póliza de importación, propuesta que, a la vez, se enlaza perfectamente con el proyecto de administración aduanera que actualmente tiene en proceso de puesta en marcha el Ministerio de Hacienda con la colaboración de la Fundación para la Cooperación Estatal (FUCE).
Interesa destacar que en este sistema es crucial el papel que juega la información computarizada.  Si, por ejemplo, el importador de un producto que requiere tan sólo  de registro ante el Ministerio de Salud y que no se encuentra en la lista restringida o sensible, bastaría tan sólo dirigirse a la Ventanilla Única de Importaciones, en cuyo sistema de cómputo aparecería que dicho producto no es objeto de un control especial (restringido o sensible) por parte del Ministerio de Salud. Ante esto se le daría directamente el permiso para importar en la Ventanilla Única de Importaciones.

Si, por el contrario, el producto aparece en la pantalla de la Ventanilla Única de Importaciones como sujeto a restricciones en el Ministerio de Salud, el importador primero tendría que acudir a esa entidad para obtener el permiso necesario, de acuerdo con los procedimientos que en esa entidad se establecen para ese bien en particular. Una vez obtenido dicho permiso, el importador lo adjunta a la información que se requiere en la Ventanilla Única de Importaciones para obtener el permiso definitivo para importar.

Un asunto que, sin duda, será delicado es la relación que debe existir entre la Ventanilla Única de Importaciones y el Ministerio de Hacienda, en cuanto al control aduanero y de recaudaciones.  De acuerdo con los programas que ha venido desarrollando el Ministerio de Hacienda y FUCE de control computarizado de las partidas de importación y los aranceles correspondientes, el problema parece ser no tan complejo, en especial si se asocia con la posibilidad –que será expuesta posteriormente– de realizar el pre-pago de los impuestos a las importaciones, tarea que se podrá efectuar en cualquier entidad autorizada del Sistema Bancario Nacional, requiriéndose tan sólo una conciliación, en casos de divergencia, entre el pago inicial y la liquidación final.
En general, lo importante del asunto es la decisión política gubernamental que se deberá tomar para trasladar parte del control, hoy diluido en diversos Ministerios, hacia una entidad centralizada que simplificaría las actuales funciones.  De esta manera, dadas las limitaciones que imponen las leyes vigentes, se daría sustento a los programas de apertura comercial y de desregulación de la economía, pues como, por  ejemplo, es el caso de la Junta de Fomento Avícola, y posiblemente aún más en el de otras Juntas, como se verá posteriormente, de hecho tienen mucha autonomía en las decisiones sobre el comercio internacional.  Al estar centralizado en un cuerpo específico la toma de decisiones sobre sus recomendaciones o sugerencias para importar o exportar, es más fácil que se concentre la búsqueda de rentas, en comparación con la recepción que tendría una recomendación restrictiva en un cuerpo en donde hay múltiples Ministerios representados, lo que se supone reflejaría con mayor claridad la decisión gubernamental a favor de la eliminación de restricciones al libre comercio. A esto se adiciona el que una decisión a favor de una restricción propuesta por un grupo particular de interés, se vería diluida entre diferentes entidades, en vez de concentrarse en una sola, como sucede en la actualidad, logrando con ello el gobierno un mayor margen de acción política.

Con base en el actual Decreto Ejecutivo 21524-COMEX-H-MEIC-MIRENEM-MAG-MOPT-MP de 26 de agosto de 1992, por el cual se crea la ventanilla única de exportaciones, se formulan las siguientes consideraciones que debería, al menos contener un decreto del reglamento de creación de una ventanilla única de importaciones.
CAPITULO I
“Artículo 1: Para los efectos del presente reglamento, por Sistema de Ventanilla Única para importaciones se entenderá al proceso unificado de actividades y trámites necesarios para realizar una importación.  Este Sistema se podrá abreviar como “Ventanilla Única de Exportaciones”.
Artículo 2: Al Sistema de Ventanilla Única de Importaciones se integrarán las dependencias gubernamentales, instituciones descentralizadas y organizaciones privadas que participan en el proceso previo de autorización de las importaciones, así como en las exportaciones misma.

Los entes que se integren al Sistema de Ventanilla Única de Importaciones podrán delegar los trámites a su cargo, según su conveniencia y la legislación que regula su actividad. En todo caso, cada ente conservará las potestades y responsabilidades dadas por ley.

Artículo 3:   Los objetivos de la Ventanilla Única de Importaciones son:


a)  Unificar las actividades correspondientes de las dependencias involucradas en el trámite de los documentos de importación.


b)  Agilizar el trámite de los documentos


c) Simplificar y facilitar los documentos de importaciones.

d) 0rganizar el Sistema de Ventanilla de Importaciones y verificar su funcionamiento en los puestos de entrada y salida de bienes y servicios.


e) Controla el Sistema de Ventanilla Única de Importaciones, en general, y generar las estadísticas requeridas.

  Artículo 4: Para cumplir con dichos objetivos, el Sistema de Ventanilla Única de Importaciones llevará cabo las siguientes funciones:

a) Efectuar el trámite de documentos del proceso de pre-importación. Este trámite se podrá iniciar mediante el empleo de la factura comercial o bien de una copia de la orden de pedido, de copa del documento de embarque o de una factura proforma, los cuales pueden ser remitidos por vía de fax.
b) Realizar una conciliación de lo tramitado previamente con los documentos provisionales, con los originales que acompañan al embarque.

c) Coordinar con las instituciones que, de acuerdo con las leyes existentes que definen las diversas funciones contraloras de los Ministerios, tengan que dar permiso para la importación de bienes y servicios.

d) Velar porque el trámite de los documentos de importación se realice en forma ágil y oportuna.

e) Establecer oficinas de Ventanilla Única de Importaciones en los puestos fronterizos, en las aduanas del paìs y en los lugares en que el Sistema lo requiera.


Artículo 5: Por “trámite de documentos de importación” se entenderá al proceso necesario para cumplir con los requisitos técnicos y administrativos que la legislación vigente establece, para que los bienes y servicios sean autorizados por su importación para la autoridad competente.


Artículo 6: Para efectuar los trámites de importación se utilizará el documento normalizado conocido como “Formulario Único de Importación”, el cual hará las veces de Póliza de Importación y en donde constarán las diferentes licencias y permisos exigidos por ley.  Dicho formulario le será vendido al importador.  Además, 

a) El usuario solicitará las autorizaciones y licencias ante la Ventanilla Única de importaciones con los documentos necesarios para ese trámite.

b) El Agente Aduanero o el Usuario, según corresponda, solicitará la Operación Aduanera de Importación.

c) La Aduana de Ingreso ejecutará la Operación Aduanera de Importación para aquéllas provenientes de los países centroamericanos, amparadas al Formulario Aduanero Centroamericano. El Formulario Único hará las veces de Licencia y de Permisos de Importación.

Artículo 7: Todos los pagos por los diferentes servicios que prestan las instituciones involucradas en el proceso serán amparados por el Recibo de Cobro Único, que puede cancelarse en las cajas de ventanilla única o en los Bancos del  Sistema Bancario Nacional.  Asimismo, si así lo desea el usuario, podrá realizar los pagos según lo requieran las diferentes instancias involucradas, cuyo total sería el equivalente al que corresponda al Recibo de Cobro Único.

Artículo 8: La Ventanilla Única de Importaciones contará con los servicios de, al menos, uno de los Bancos del Sistema Bancario Nacional, para la recaudación de las sumas correspondientes por cada uno de los servicios y trámites que la legislación vigente autorice a cobrar a las diferentes Instituciones involucradas en el proceso. Igualmente, velará porque se acrediten oportunamente las sumas correspondientes a esas instituciones.
CAPITULO II


Artículo 9: Para el cumplimiento de sus funciones, el sistema de Ventanilla Única de Importaciones dispondrá de un Consejo Asesor de Coordinación, el cual estará integrado por los responsables de las instituciones acreditadas en el Sistema y las Organizaciones privadas del sector importador que se estiman pertinentes.


Artículo 10: Corresponderá al Consejo Asesor recomendar las medidas necesarias para el buen funcionamiento y el control del Sistema de Ventanilla Única de Importaciones, de conformidad con sus objetivos, así como velar porque los trámites se ejecuten en forma ágil y oportuna.


Artículo 11: En el  Consejo Asesor estarán representadas, al menos, las siguientes Instituciones:
a) Ministerio de Comercio Exterior.

b) El Ministerio de Agricultura y Ganadería.

c) Ministerio de Salud.


d) Ministerio de Recursos Naturales, Energía y Minas

e) Ministerio de Economía, Industria y Comercio

f) Ministerio de Hacienda (Dirección General de Aduanas y    Dirección  General de Hacienda).




g) Ministerio de Justicia




h) Ministerio de Relaciones Exteriores



i) Ministerio de Seguridad



j) Consejo Nacional de Producción.




k) Centro para la Promoción de las Exportaciones e Inversiones




l) Cámara de Comercio



m) Cámara de Agricultura



n) Cámara de industrias.



o) Cámara de Representantes de Casas Extranjeras.



p) Asociación de Carga y Transporte



q) Asociación de Agentes de Aduana.


Artículo 12: El Consejo Asesor elaborará un reglamento interno para su funcionamiento, así como podrá dictar los procedimientos para cada ventanilla Única de Importaciones que se establezca, según corresponda.


Artículo 13: Corresponderá al Centro para la Promoción de las Exportaciones e Inversiones (CEMPRO) la coordinación de las actividades administrativas del Sistema mediante una Unidad Técnica Especializada, la cual servirá, a su vez, de Secretaría del Consejo Asesor.”

II.8 – Ley de Fomento Porcino

Interesa señalar que no existe un Reglamento de Ley de Fomento Porcino, Ley 6433 de 10 de junio de 1980, por lo cual una posibilidad de liberalizar las prácticas restrictivas sería mediante una conveniente y apropiada redacción de un reglamento  para dicha ley.  En todo caso, hay varias características de ella que deben citarse. Así:

“Artículo 2: Créase la Junta de Fomento Porcino como un organismo adscrito al Ministerio de Agricultura y Ganadería, con el fin de proteger esta industria. La Junta actuará en forma coordinada con el departamento encargado de velar por la buena marcha técnica del sector porcino, en ese Ministerio.”


Asimismo, se indica:


“Artículo 8: La Junta tendrá los siguientes deberes y atribuciones:…


g) Recomendar la importación y exportación de productos porcinos y sus derivados y velar porque éstas sean de máximo provecho tanto para el productor como para el consumidor cuando se trate de una importación de cerdos para consumo interno.


La resolución final  de esa recomendación la tomará el Departamento de Sanidad Animal del Ministerio de Agricultura y Ganadería.”

A su vez, en la Ley citada se señala lo siguiente:

“Artículo 14: La solicitud para la importación de ganado porcino que se quiera llevar a cabo, ya sea de pie de cría, lechones para engorde, o cerdos gordos de pie o en canal, para consumo interno, deberá ser dirigida a la Junta de Fomento Porcino, en un plazo no mayor de quince días, la que posteriormente debe tener la ratificación de la Junta Directiva del Consejo Nacional de Producción.”

Dada la restricción global en este estudio de no poder variarse las leyes del caso, de este conjunto de artículos es importante señalar que, si bien la Junta de Fomento Porcino recibe las solicitudes de importaciones y exportaciones, en última instancia es el Ministerio de Agricultura y Ganadería el que decide si acoge o no la recomendación de la Junta de Fomento Porcino, según el artículo 8 inciso (g) de la Ley de Fomento Porcino, incluso en el caso de que tenga la ratificación de la Junta Directiva del Consejo Nacional de Producción, de acuerdo con el artículo 14 arriba citado. Es decir, la responsabilidad final de la política comercial en el sector porcino descansa en el Ministerio de Agricultura y Ganadería, por lo cual, si es que se desea impedir la práctica de restricciones a la importación de estos bienes, lo que se necesita es una definición gubernamental en este sentido.

Una alternativa para solucionar estos problemas (y algo similar podría hacerse en el caso de las regulaciones en el sector avícola) es traducir las actuales barreras no arancelarias en impuestos a la importación.  Por supuesto que los parámetros de la “arancelización” que se sugiere tendrían que ser bien evaluados, de manera que la propuesta se traduzca en una reducción de la protección efectiva que perciben los grupos protegidos mediante la protección no arancelaria.

Al arancelizarse la protección no habría necesidad de tener regulación comercial alguna como la vigente en la ley, dado que se podría importar tan sólo mediando el pago del impuesto, con lo cual los flujos comerciales se adaptarían a ese precio, en vez de estar sujetos a la incertidumbre de la apertura de la regulación. Esto es, con una arancelización los insumos (y bienes) importados pueden ser asequibles a algún precio, en tanto que, bajo el sistema de restricciones cuantitativas, se le puede negar a los importadores obtener esos bienes a cualquier precio.
Es importante señalar que las cuotas (prohibiciones, en el caso extremo) de importación favorecen tan sólo a los grupos protegidos, en tanto que una arancelización brindaría recursos al fisco, factor que para el gobierno puede ser importante de tomar en cuenta al decidirse a favor de sustituir a las actuales restricciones cuantitativas por aranceles.

Otra alternativa que el gobierno podría proseguir en este caso de restricciones o cuotas a la importación de productos porcinos (así como avícolas, entre otras) es definir una cuota global inicial de importación, pero en donde ese techo de la cuota sería incrementado anualmente a un ritmo preestablecido, hasta que la cuota de importación llegue a ser tan amplia como para que no sea una limitante (“cualquiera” podría obtener parte de la cuota a un costo muy bajo), y, en ese entonces, proceder a la eliminación de la cuota global, lográndose la liberalización  buscada.
Otra opción que se podría considerar es, partiendo de una cuota dada, otorgar derechos transferibles de importación que serían adquiridos mediante subasta pública.  La cantidad que sería rematada se incrementaría anualmente a una tasa predeterminada, de manera que, en cierto momento, la cuota no constituiría una restricción y podría ser abolida.

También, otra alternativa podría ser fijar una cuota inicial de importación a una tasa bajo de impuesto y sujetar a un arancel muy elevado a cualquier importación que exceda a esa cuota.  Al principio el arancel que se aplique haría prohibitivas las importaciones en exceso de la cuota, pero luego se iría reduciendo paulatinamente y  a un ritmo preestablecido, hasta que ambas tasas arancelarias convergieran, con lo cual la cuota se haría irrelevante.

Aunque el problema de Costa Rica, ejemplificado por la legislación porcina, es más bien de licencias de importación, en la actualidad lo que existe, por presiones de parte de los grupos que obtienen las rentas derivadas de la protección, es de que se permitan sólo algunas importaciones a los precios presuntamente más bajos del exterior (cuotas  que incluso se asignan  entre los miembros del grupo productor doméstico), con lo cual el fisco no percibe ingresos, además de solamente generar rentas jugosas a quienes perciben esas licencias de importación.

En este caso la decisión obvia que debe tener el Estado es trasladar los productos de las listas restringidas –por simples razones comerciales, como es el caso de los productos porcinos y avícolas– hacia las listas de productos de libre importación; concretamente, no a una lista de bienes denominados “libres”, sino que no aparezcan en la lista de “restringidos”, con lo cual se elimina algo de la discrecionalidad de las autoridades contraloras, pero precisamente es ésta la decisión que al gobierno se le dificulta poner en práctica.

Es por lo anterior que la estrategia que parece más conveniente para la remoción de las restricciones cuantitativas aún vigentes –como en el caso porcino– es fijar una tarifa equivalente a la diferencia entre el precio doméstico y el precio internacional (hay que tener presente que siempre y cuando no exceda al límite arancelario máximo fijado por Costa Rica al acceder al GATT), y la cual se iría reduciendo de forma paulatina y definida de previo, de manera que los agentes económicos conozcan con claridad el rumbo futuro de la desgravación arancelaria y les permita realizar convenientemente las decisiones de inversión en función de un programa conocido.
La propuesta no está enteramente libre de dificultades, aunque constituiría una mejora comparada con la situación actual, puesto que, quienes de alguna manera u otra perciben las rentas derivadas de cuotas no transferibles, ahora tendrían que pagar algo por ellas.  Además, la sustitución del sistema de cuotas por uno basado en tarifas permite que haya un ligamen conveniente entre los precios internos y los internacionales, cosa que no sucede con el primer esquema comercial. En adición, los sistemas de restricciones cuantitativas permiten cubrir muy diversas variedades y calidades de un mismo producto, con lo cual se puede dar un “manoseo” total al esquema de restricciones, mientras que con una “arancelización” costaría mucho repetir el manipuleo de las restricciones, adoptándose prácticas más uniformes. Finalmente, bajo los esquemas de restricciones cuantitativas existe una gran incertidumbre en cuanto a su conducción, por lo cual se restringe la oferta de potenciales importadores, en tanto que bajo regulaciones arancelarias existe mayor certeza en cuanto  a las manipulaciones de las políticas.

Tal vez, como conclusión a esta argumentación a favor de desmantelar la actual protección otorgada al sector porcino (así como al avícola, entre otros) mediante restricciones (o prohibiciones) a las importaciones, vale la pena citar un estudio sobre procesos de liberalización, en el cual se señala que “la reforma radical a las restricciones cuantitativas parece ser poco menos que una condición necesaria para el éxito de la reforma comercial,”
 con lo cual, tal vez, se motive una adecuada decisión gubernamental en estas políticas comerciales.

II.9  Reglamento sobre Registro, Uso y Control de Plaguicidas Agrícolas Coadyuvantes.

El Reglamento sobre Registro, Uso y Control de Plaguicidas, Agrícolas y Coadyuvantes, Decreto Ejecutivo 17557 MAG-S-TSS de 10 de julio de 1987, está sujeto a la Ley de Sanidad Vegetal, a  la Ley de Salud Animal y a la Ley General de Salud, todas antes mencionadas y las cuales, en lo que interesa, señalan:

Ley de Sanidad Vegetal:


“Artículo 1: La presente ley tiene como objeto proteger las plantas de valor económico y sus productos contra los perjuicios producidos por las plagas y las enfermedades.”.

También esta Ley señala:

“Artículo 2: Protéjase y procúrese, la salud y el mejoramiento de los animales, de sus productos y subproductos beneficiosos para el hombre”.

Ley General de Salud:

“Artículo 1: La salud de la población es un bien de interés público tutelado por el Estado”.

Asimismo, esta Ley indica que,

“Artículo 2: Es función esencial de Estado velar por la salud de la población. Corresponde al Poder Ejecutivo, por medio del Ministerio de Salud, al cual se referirá abreviadamente la presente ley como ‘Ministerio’, la definición de la política nacional de salud, la normación, planificación y coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a la salud, así como la ejecución de aquellas actividades que le competen conforme a la ley. Tendrá potestades para dictar reglamentos autónomos en estas materias.”

El Reglamento de referencia señala lo siguiente:


“Artículo 4: Para registrar o renovar la inscripción de un plaguicida, producto técnico o coadyuvantes, el interesado debe presentar la correspondiente “Solicitud de Registro” ante el Ministerio, en papel de la primera clase de acuerdo con los requisitos de las normas fiscales, con tres copias y firmadas por el registrante y el regente de la empresa.
Cada solicitud de registro o renovación es válida para sólo un producto. En dicha solicitud y con carácter de declaración jurada se debe indicar lo siguiente:


a)  Nombre y domicilio del registrante. Si se trata de una persona jurídica debe indicarse el nombre, calidades y domicilio exacto del representante legal, debiendo en dicho caso acreditarse su personería legal conforme con la ley.


b) Nombre y domicilio exacto del regente, credenciales expedidas por el respectivo Colegio Profesional sobre su condición de regente y vigencia de su nombramiento.


c)  Nombre genérico o común, comercial, clase, tipo y formulación del producto que se desea registrar o renovar con indicación del nombre o razón social de la empresa fabricante, así como su domicilio. Cuando se trate de producto técnico, el nombre comercial no es exigido.


d) Indicar lugar para recibir notificaciones.


e) Adjuntar nota de crédito por una suma que cubra el costo de dos análisis del producto para determinar su identidad y calidad, para realizar cuando el Ministerio lo considere pertinente.

f) Anexar fotocopias de la cédula jurídica.”

En nuestro criterio, se sugiere, además de quitar un innecesario papel de primera clase, que el proceso de registro sea distinto del de renovación.  En  apariencia, muchos de los productos regulados por el Reglamento de referencia no son tan “peligrosos” como  a priori se podría pensar, de manera que la sugerencia antes formulada de elaborar, conjuntamente el sector público con el sector privado del ramo,  listados de  bienes sensibles sujetos a control estricto y los restantes como no sensibles, supervisados por controles menores, parece ser útil como medida liberalizadora.

Con esta base, debería procederse a la elaboración de dicho listado de manera que los bienes sensibles seguirían sujetos a las mismas medidas de control ya establecidas, en tanto que, para los bienes no sensibles –los restantes–, se plantearían requisitos menores y, sobre todo, que el control del producto se realice a nivel de estante.
No obstante lo anterior, también parece innecesario que, cuando se renueva el permiso de un producto sensible o no, se solicite la misma información que se pidió al registrarlo inicialmente, en parte porque esos productos ya han sido conocidos por los técnicos del Ministerio, además de que la información sobre las características de esos bienes suele ser muy extendida y conocida y debería ser obligada la actualización de los técnicos reguladores del Estado sobre estas circunstancias. En adición, cuando un producto de este tipo cambia alguna de sus características, se suele presentar bajo un nuevo registro, cumpliendo con todos los requerimientos vigentes para registrar un producto nuevo.  Por estas razones, en la redacción sugerida a esta artículo se hace una propuesta sobre cuáles serían los requisitos necesarios, cuando se trata de renovar el registro de un plaguicida agrícola o de coadyuvantes.

Es importante reiterar que el registro de un producto de ninguna manera significa exclusividad para su importación, por lo cual se considera conveniente hacerlo explícito  en este Reglamento.
Dado lo expuesto, se sugieren las siguientes reformas al artículo bajo comentario.

Artículo 4:  Para registrar la inscripción de un plaguicida, producto técnico o coadyuvantes, incluidos en una lista de bienes sensibles que lleve el Ministerio y que será publicada cada seis meses, el interesado debe presentar la correspondiente “Solicitud de Registro” ante el Ministerio, con tres copias y  firmadas por el registrante y  el regente de la empresa.

Cada solicitud de registro es válida para sólo un producto. En dicha solicitud y con carácter de declaración jurada se debe indicar lo siguiente:

a)  Nombre y domicilio del registrante.  Si se trata de una persona  jurídica  debe indicarse el nombre, calidades y domicilio exacto del representante legal, debiendo en dicho caso acreditarse su personería legal conforme con la ley.

b)  Nombre y domicilio exacto del regente, credenciales expedidas por el respecto Colegio profesional sobre su condición de regente y vigencia de su nombramiento.

c)  Nombre genérico o común, comercial, clase, tipo y formulación del producto que se desea registrar con indicación del nombre  o razón social de la empresa fabricante, así como su domicilio. Cuando se trate de producto técnico, el nombre comercial no es exigido.

d) Indicar lugar para recibir notificaciones.

e)  Adjuntar nota de crédito por una suma que cubra el costo de dos análisis del producto para determinar su identidad y calidad, para realizar cuando el Ministerio lo considere pertinente.

f)  Anexar fotocopia de la cédula jurídica.”

En el caso de bienes no sensibles, para registrar el producto se requiere cumplir con los incisos a), c), d), e) y f) citados en el párrafo inmediato anterior.
Para renovar el registro de un plaguicida formulado, producto técnico y coadyuvante, sólo será necesario presentar la siguiente información.

a)  Certificado de libre venta en el país de origen o de un país en donde se comercialice bajo un sistema de control regido por normas aceptadas por nuestro país.

b)  Certificación actual de libre comercialización del producto a nivel nacional.

c)  Certificación en la que manifiesta que el producto posee todas las características señaladas al momento del registro inicial. Si varía alguna de éstas, se considerará que se trata de un nuevo producto para efectos de registro.

Bajo ningún punto de vista la posesión del certificado de registro de un producto significa la exclusividad en la importación del bien referido”.

En el artículo 6 del Reglamento citado se lee:


“Artículo 6: El Ministerio se aceptará certificaciones del Registro Público o de cualquier otra entidad administrativa del país que tengan más de tres meses de haber sido expedidas.”
El problema de este artículo es que la medida que allí se señala deja al administrado dependiendo de la celeridad con que el administrador realice el trámite, por lo cual se sugiere la redacción siguiente:

“Artículo 6: El Ministerio no aceptará certificaciones del Registro Público o de cualquier otra entidad administrativa del país que tengan más de tres meses de haber sido expedidas del momento en que se presenta la documentación correspondiente al Ministerio”.
El Reglamento analizado dice así:


“Artículo 7: Cuando se trate de plaguicidas importados, la solicitud de registro o renovación debe estar acompañada por:

a) Documento oficial en el cual se indique número y la fecha de registro y/o renovación del plaguicida y además se indique el tipo de formulación y  concentración. En el caso de no estar registrado, se debe presentar un documento extendido por el fabricante o por las autoridades correspondientes, en donde se indique las razones por las cuales no está registrado en el país de origen.


b) Carta del fabricante, autorizando la solicitud del registro del producto, incluyendo el domicilio exacto de dicha casa fabricante.

c) Certificado de marca del producto a registrar.


d) Certificado de patente del producto (si existiere).”

El tema que arriba se ha señalado es bastante álgido porque existen criterios respetables que se contradicen en cuanto a un tratamiento adecuado del asunto. Así, hay un interés público por estimular la competencia de este sector, que tradicionalmente ha operado bajo una relación directa entre la casa fabricante y un distribuidor único del producto en el país, con lo cual, se alega, se impide la libre entrada de importadores potenciales del producto, porque no pueden conseguir la carta de la casa fabricante, que es requisito para registrar el producto y para realizar su importación. Al mismo tiempo, se aduce que la carta de la casa fabricante constituye un respaldo indispensable para el comercio de este tipo de productos, porque, por su naturaleza con frecuencia “sensible” (y que, por tanto, es de esperar  que integren la lista antes referida), suelen ser  muy peligrosos y una eventual compensación de un daño implicaría recursos financieros que sobrepasan las posibilidades de las firmas distribuidoras nacionales, en el caso de que tuvieran que importar unilateralmente sin el respaldo económico y técnico de la casa productora.
De la impresión que ambos argumentos están sobreenfatizados, pues, por una parte, ya en el país se realiza un significativa importación directa de productos que, dada la restricción citada, deberían serlo por empresas “autorizadas” por las casas fabricantes, como parece suceder con las transnacionales bananeras, en donde incluso es difícil determinar que no vendan dichos insumos a terceros. Además, podría ser que no hayan presentado muchas peticiones para eliminar la restricción bajo comentario, que supuestamente impide la libre entrada, porque en realidad los posibles volúmenes que comprarían esos nuevos importadores directos son muy pequeños y, por tanto, les resulten más caros que si fueran comprados al intermediario que consolida las adquisiciones. De ser así, una liberalización  de la  restricción citada no daría lugar a un incremento sustancial de importadores.

Por otra parte, el argumento de la protección financiera de un posible daño podría ser solucionado de varias formas, una de las cuales podría ser la exigencia de una póliza de riesgos que debería contratar el importador, aunado a que siempre haya un regente que participe de los trámites de registro, empleo, almacenamiento, aplicación, venta y quien asume la responsabilidad técnica del producto.   Además, el argumento de la protección financiera que brinda la carta del fabricante es útil en cuanto surjan daños a terceros, por lo que el uso propio del producto (lo cual implica aceptar la responsabilidad propia ante las consecuencias) no debería estar sujeto a la fuerte regulación, aunque si en cuanto a posibles efectos sobre terceros.

Además de lo anterior, los requisitos exigidos en el caso de la renovación de los registros deberían reducirse a la presentación del certificado de libre venta en el país de origen y de que el producto posee las mismas características bajo las cuales se registró inicialmente.
De nuevo, es importante que se señale que el registro de un producto de ninguna manera significa exclusividad para su importación, por la cual se considera conveniente expresarlo en este Reglamento.

Dado lo expuesto, se sugiere la siguiente redacción al artículo citado:


“Artículo 7: Cuando se trate de plaguicidas importados incluidos en una lista de bienes sensibles que lleve el Ministerio, la solicitud de registro debe estar acompañada por:

a) Documento oficial en el cual se indique número y la fecha de registro o renovación del plaguicida y además se indique el tipo de formulación y concentración. En el caso de no estar registrado, se debe presentar un documento extendido por el fabricante o por las autoridades correspondientes, en donde se indique las razones por las cuales no está registrado en el país de origen.

b) Una solicitud mediante regente del registro correspondiente.  Si su uso involucra a terceros, deberá tener una póliza sobre riesgos por su uso.


c) Certificado de marca del producto a registrar.


d) Certificado de patente del producto (si existiere)

En el caso de plaguicidas importados no sensibles, para registrar el producto se requiere cumplir con los incisos citados en el párrafo inmediato anterior, excepto que en b) no se requiere la póliza sobre riesgos por su uso.

Para renovar el registro de una plaguicida, formulado, producto técnico y coadyuvante, sólo será necesario presentar  la siguiente información.
a) Certificado de libre venta en el país de origen o de un país en donde se comercialice bajo un sistema de control regido por normas aceptadas por nuestro país.

b) Certificación en la que manifiesta que el producto posee todas las características señaladas al momento del registro inicial. Si varía alguna de éstas, se considerará que se trata de un nuevo producto para efectos de registro.

Bajo ningún punto de vista de posesión  del certificado de registro de un producto significa la exclusividad en la importación del bien referido.”

El Reglamento que se comenta señala:

“Artículo 50: Para obtener la autorización de desalmacenaje de plaguicidas importados, el solicitante debe presentar  al Ministerio una solicitud firmada por el Gerente y el Regente del establecimiento comercial en donde indique…


5) Cantidad, valor CIF $ del producto importado y copia de la factura comercial…”

En este caso se sugiere, una vez más, proceder según si el producto está incluido en la lista de sensibles o no.  En este último caso, deberá ser suficiente que se brinden los datos generales requeridos por la póliza de la Ventanilla Única de Importaciones de los bienes  clasificados como sensibles.
Además, debe facilitarse dicha importación al permitir que documentos distintos de la copia de la factura comercial, puedan ser aportados para proceder a la autorización de la importación del producto, debiendo liquidar la exactitud de los datos al ingresar el producto al país, por medio de su comparación con la factura original.
Dadas las consideraciones anteriores, se sugiere la siguiente redacción:


“Artículo 50: Para obtener la autorización de desalmacenaje de plaguicidas importados que forman parte de la lista de productos sensibles, el solicitante debe presentar al Ministerio una solicitud firmada por el Gerente y el Regente del establecimiento comercial en donde indique….

5.- Cantidad, valor CIF $ del producto importado y copia de la factura comercial o bien de una copia de la orden de pedido, de copia de documento de embarque o de una factura pro forma, los cuales pueden ser remitidos por vía de fax, debiendo ser liquidados con la factura original al ingresar los bienes al país.

En el caso de productos que no forman parte de la lista de bienes sensibles, la autorización será tramitada por medio de la Ventanilla Única de Importaciones.”
Similarmente, en el Reglamento de referencia se expresa:

“Artículo 53: El Ministerio otorgará el permiso de reempacado y/o reenvasado, cuando se cumpla con los siguientes requisitos:


1.- Presentar solicitud de permiso correspondiente, en papel sellado de la primera clase, firmado por…”

Hay una error de idioma al poner y/o, pues en español la palabra “o” es suficiente. Por otra parte, se sugiere quitar la traba innecesaria de exigir un cierto papel para solicitar permiso, por lo que se sugiere que el artículo citado lea así:


“Artículo 53: El Ministerio otorgará el permiso de re-empacado o re-envasado, cuando se cumpla con los siguientes requisitos

1.-  Presentar solicitud de permiso correspondiente firmado por…”

De igual forma, en el Reglamento vigente se dice lo siguiente.


“Artículo 54.  Los permisos para re-empacado o re-envasado emitidos por el Ministerio tendrán vigencia por tres años, prorrogables por períodos iguales, previo cumplimiento de los requisitos establecidos en este Reglamento y de la cancelación de los respectivos derechos”.

Dada la sugerencia ya expresada de uniformar los plazos a los permisos y hacer más consistente la redacción, se sugiere la siguiente redacción.


Artículo 54: Los permisos para re-empacado o re-envasado emitidos por el Ministerio tendrán vigencia por cinco años, prorrogables por períodos iguales, previo cumplimiento de lo estipulado en el Capítulo IV de este Reglamento y de la cancelación  de los respectivos derechos.”
II.10.- Reglamento para la Evaluación y Aprobación de Productos y/o   Subproductos de Origen Animal Importados por Costa Rica.
El Reglamento para la Evaluación y Aprobación de Productos y/o Subproductos de Origen Animal Importados por Costa Rica, Decreto Ejecutivo 21858-.MAG de 28 de setiembre de 1992, está sujeto a la Ley de Salud Animal, antes mencionada, la cual, en lo que interesa, señala lo siguiente:


“Artículo 2: Protéjase y procúrese, la salud y el mejoramiento de los animales, de sus productos y subproductos beneficiosos para el hombre. Esto se hará mediante…


b) El establecimiento y el mantenimiento  de medidas de cuarentena en las importaciones, tránsito y el comercio nacional e internacional de animales, de sus productos y subproductos, secreciones, excreciones y desechos…”
Asimismo La Ley citada señala que:


“Artículo 4: Para la importación de todo animal doméstico o selvático, de sus productos, subproductos y desechos, deberá presentarse un certificado firmado por un veterinario oficial del país de origen, con las especificaciones que el reglamento de esta ley establezca. No obstante, si él o los animales, productos o subproductos y desechos presentaren al arribo a este país, a juicio del médico veterinario autorizado para recibirlos, síntomas o condiciones morbosas o condiciones organolépticas anormales o adulteradas, el Ministerio de Agricultura y Ganadería podrá actuar sobre la base de lo dispuesto en los artículos 3ª, inciso c) y 8ª  de esta ley.”

Además, la Ley en mención indica que:

“Artículo 10: El Ministerio de Agricultura y Ganadería no gozará de facultades discrecionales, en la aplicación de las prohibiciones que esta ley establece, las cuales son absolutas y de aplicación obligatoria.”

En lo que se refiere al Reglamento que se comenta, en él se lee lo siguiente:

“Artículo  1: Evaluación y aprobación previa de sistemas de inspección sanitaria:
Sólo podrán exportar a Costa Rica productos y/o subproductos de origen animal provenientes de países cuyos sistemas de inspección veterinaria hayan sido  evaluados y aprobados por las autoridades que designe el Ministerio de Agricultura y Ganadería.

a) Equivalencia de sistemas:

Todo  país que exporte productos y/o subproductos de origen animal a Costa Rica debe contar con un sistema de inspección veterinaria debidamente organizado que en lo administrativo, jurídico y técnico sea equivalente al sistema de inspección sanitaria de Costa Rica.


b)  Evaluación previa:
De previo a la importación de productos y/o subproductos de origen animal el Gobierno de Costa Rica procederá a evaluar y aprobar los sistemas de inspección veterinaria que tiene el país, que eventualmente exportará a nuestra nación”. 
Sobre este artículo surgen varios comentarios a fin de proponer una redacción que facilite más el comercio internacional.  En primer lugar, el término y/o es  incorrecto (incluso forma parte del nombre del Reglamento que se analiza), puesto que en idioma español es suficiente con el empleo de la conjunción disyuntiva “o” para sustituir el anglicismo “y/o”, de manera que, al señalar “producto o subproductos” en vez de  “productos y/o subproductos, se entiende que se trata de productos o de subproductos o de ambos.
En segundo lugar y sobre el fondo del asunto, de la impresión que el proceso de valoración de los sistemas indicados en este artículo se presta para la práctica de medidas comerciales proteccionistas, por lo cual es necesario, al tiempo que se garantice la salud animal en el interior del país, que se impida tal posibilidad, por lo que, además de facultar al país exportador a Costa Rica que cuente con sistemas equivalentes al nacional, también se acepte el caso en que el sistema  de inspección veterinaria de ese otro país es aprobado por organismos internacionales que gozan del reconocimiento del país.

En tercer lugar, el procedimiento  de evaluación y aprobación previo señalado en el inciso (b) del artículo 1 arriba citado, deja entrever que, cada vez que se pretenda llevar a cabo una importación de productos o subproductos de origen animal, el Gobierno de Costa Rica evaluará al sistema de inspección veterinaria del país exportador, lo cual no parece estar a favor de los mejores intereses de un comercio internacional fluido (además de que, en la práctica, resultaría muy costoso llevarlo a cabo, por lo cual se convertiría en una barrera significativa a la importación).

Para asegurar una mayor certeza en los procedimientos, se sugiere que el Ministerio de Agricultura y Ganadería publique una lista de los países cuyos sistemas de inspección sanitaria son aprobados o aceptados por Costa Rica y que, por tanto, para el resto de naciones se requeriría, de previo a la primera importación, la evaluación y aprobación de sus sistemas de control veterinario.

Con el propósito de asegurarse la permanencia de la idoneidad de los sistemas de países ya aprobados, ellos estarían obligados a reportar cualquier cambio en sus prácticas y el Ministerio de Agricultura mantendrá una vigilancia razonable sobre ellos, a fin de conservar el estado de aprobación.
Dadas las observaciones anteriores, se proponen los siguientes cambios.

“Artículo 1.  Evacuación y aprobación previa de sistemas de inspección sanitaria.

Sólo  podrán exportar a Costa Rica productos o subproductos de origen animal provenientes de países cuyos sistemas de inspección veterinaria hayan sido evaluados y aprobados por las autoridades que designe el Ministerio de Agricultura y Ganadería.


a) Equivalencia de sistemas:
Todo país que exporte productos o subproductos de origen animal a Costa Rica debe contar con un sistema de inspección veterinaria debidamente organizado, que en lo administrativo, jurídico y técnico sea equivalente al sistema de inspección sanitaria de Costa Rica o que sea reconocido por Organismos Internacionales de Salud idóneos aceptados por Costa Rica.

b) Evaluación previa:
De previo a la importación de productos o subproductos de origen animal el Gobierno de Costa Rica procederá a evaluar y aprobar los sistemas de inspección veterinaria que tiene el país, que eventualmente exportará a nuestra nación. El Ministerio de Agricultura y Ganadería publicará anualmente una lista de aquellos países cuyos sistemas de inspección sanitaria han sido aprobados por Costa Rica, en tanto que las restantes naciones deberían cumplir con los requisitos de este inciso antes de que puedan realizar la primera exportación. Los países aprobados deberán mantener informada a Costa Rica de cualquier cambio en sus sistemas de inspección veterinaria”.
De acuerdo con los comentarios efectuados al artículo 1 previo, una vez que el sistema de inspección sanitaria de ese país haya sido aceptado por Costa Rica, se requeriría para la exportación tan sólo de la documentación emitida por las autoridades sanitarias de ese país, en donde se califiquen como idóneas las instalaciones en donde se sacrifica, deshuesa, procesa o empaca el producto o subproductos a exportar a Costa Rica, además de la certificación de libre venta en el país de origen y demás documentos pertinentes al trámite de cualquier importación, por lo cual se sugiere que se agrupen los capítulos I y III del Reglamento vigente y los cuales tratan, el primero, “De la Aprobación y Registro de Establecimientos que Exportan Productos o Subproductos de Origen Animal a Costa Rica” y el segundo del “ Procedimiento para que los Países Obtengan y Conserven  la  Habilitación  para Exportar Productos Cárnicos a Costa Rica”.
Es así como en el Reglamento que se analiza se lee lo siguiente:

“Capítulo II

De la Aprobación y Registro de Establecimientos que Exportan Productos y/o Subproductos de Origen Animal a Costa Rica.”
“Artículo 8: Solamente podrá importarse productos y/o subproductos de origen animal provenientes de establecimientos bajo un sistema oficial de inspección veterinaria y aprobado por Costa Rica.”

Igualmente, el Reglamento bajo comentario señala:
“Capítulo III

Procedimiento para que los Países Obtengan y Conserven la Habilitación para Exportar Productos Cárnicos a Costa Rica.
Sistemas equivalentes
Artículo 20: La Ley de Salud Animal, el Reglamento de Inspección de Carnes y el  Reglamento de Defensa Sanitaria permiten importar carne y productos de origen animal únicamente de países que tengan sistemas de inspección veterinaria con normas equivalentes a las que se aplican en las plantas costarricenses que operan bajo la supervisión del Departamento de Inspección de Carnes del Ministerio de Agricultura y Ganadería.”
Tomando en conjunto a los artículos 8 y 20 arriba citados, se sugiere la siguiente redacción de un nuevo artículo 8:

“Capítulo II

De la Aprobación y Registro de Países y Establecimientos que Exportan Productos o Subproductos de Origen Animal a Costa Rica.”
“Artículo 8: Solamente podrá importarse productos o subproductos de origen animal provenientes de países que dispongan de un sistema oficial de inspección veterinaria evaluado y aprobado por Costa Rica, según lo indicado en la Ley de Salud Animal y que posean normas equivalentes a las aplicadas en las plantas costarricenses que operan bajo la supervisión del Departamento de Inspección de Carnes del Ministerio de Agricultura y Ganadería…”
El artículo inmediato anterior seria seguido ̶ corrigiendo adecuadamente la numeración ̶ de los actuales artículos 21 y 22 del Reglamento (los cuales permanecerían como los nuevos artículos 9 y 10, respectivamente), que tratan de la solicitud oficial del país para ser habilitado como exportador a Costa Rica.

Igualmente, en el Artículo 23 del Reglamento comentado se lee:

“Verificación en el país
Artículo 23: Una vez recibida, analizada y evaluada la información y documentación, se efectúa una verificación en el país exportador del sistema de inspección del país para ver como funciona en las plantas que vayan a ser habilitadas para exportar a Costa Rica. El examinador observa las prácticas que se sigan en las operaciones y demás aspectos que considere de interés para los efectos de la verificación “.

También, en el Reglamento en funciones se lee lo siguiente:

“Artículo 9: De previo a la importación a Costa Rica debe de realizarse una inspección de las instalaciones donde se sacrifica, deshuesa, procesa y/o       empaca el producto o subproductos a exportar. La inspección será efectuada por las autoridades designadas por el Ministerio de Agricultura y Ganadería.
Tomando conjuntamente a los artículos 9 y 23, se propone la siguiente redacción de lo que sería un nuevo artículo 11:


“Artículo 11: Para la importación o exportación a Costa Rica el sistema de inspección sanitaria del otro país deberá estar previamente aprobado por Costa Rica y deberá presentarse una certificación de las autoridades pertinentes del país de origen en donde califiquen como idóneas las instalaciones en donde se sacrifica, deshuesa, procesa o empaca el producto o subproductos a exportar a Costa Rica. Además, deberá presentarse una certificación de libre venta del producto o subproducto en el país de origen, así como los documentos usuales requeridos en todas las importaciones de Costa Rica.”.

Similarmente, en el Reglamento que se analiza se leen los siguientes artículos

“Solicitud de la inspección:
Artículo 10: Toda persona física o jurídica que exporte o importe productos de origen animal a Costa Rica deberá solicitar ante el MAG que se realice una inspección del establecimiento en el cual se procesan los productos.
Cuando una solicitud sea formulada por una persona distinto al propietario del establecimiento donde se procesa el producto, debe contarse con la anuencia de éste.”

Igualmente, el Reglamento comentado señala:

“Comunicación oficial:

Artículo 11: El  Ministerio de Agricultura y Ganadería notificará a las autoridades del país de origen acerca de la solicitud de inspección. Además indicará la fecha en que visitará el establecimiento para la inspección.”

También, el Reglamento en mención dice:

“Coordinación en la inspección:
Artículo 12: La inspección será realizada por la autoridad del MAG y será acompañado por una autoridad competente del país donde está ubicado el establecimiento para la Inspección”.

Además, el Reglamento actual expresa:

“Informe del Inspector:
Artículo 13: El inspector del Ministerio de Agricultura y Ganadería rendirá a la Comisión de Evaluación un Informe de Inspección el cual deberá contemplar todos los aspectos que considere de interés y que se especifican en la guía de inspección para establecimientos.

En dicho informe deberá indicar con precisión los aspectos y detalles que deben de corregirse si los hubiere.

En la parte final del informe expondrá su criterio acerca de la aprobación  o no del establecimiento y las condiciones bajo las cuales se extiende esa aprobación.”.

De la misma manera, dicho Reglamento asevera:

“Validez de la aprobación:

Artículo 14: Toda aprobación de un establecimiento será válida por un año contado a partir de la notificación oficial del informe de inspección y del resultado de éste.
El Ministerio de Agricultura y Ganadería podrá de acuerdo con las circunstancias suspender una aprobación otorgada a un establecimiento.”
Estos artículos deber ser eliminados, de acuerdo con el criterio de que lo único necesario para exportar es, una vez que un país es aprobado por Costa Rica como poseedor de un sistema de inspección veterinaria idónea, lo indicado en el artículo 9 arriba señalado, pero conviene indicar el procedimiento que un país debe seguir para obtener de Costa Rica la aprobación necesaria de que dispone de esa inspección adecuada y aceptable, por lo cual se sugirió mantener los actuales artículos 21 y 22 como los nuevos artículos 9 y 10, además de los siguientes.

En adición, el actual Reglamento dice:

“Registro de establecimientos aprobados.

Artículo 15: El Ministerio de Agricultura y Ganadería remitirá anualmente a las autoridades competentes del país el listado de los nombres de los establecimientos aprobados por Costa Rica, debiendo incluirse la ubicación exacta y el tipo de productos para el cual está autorizado para exportar.  De igual forma notificará todo cambio o modificaciones al listado remitido.”

Dado el esquema sugerido, se propone la siguiente redacción (en donde se varía adecuadamente su numeración):

“Registro de países aprobados:

Artículo 12:   El Ministerio de Agricultura y Ganadería remitirá anualmente a las autoridades competentes del país el listado de los nombres de los países aprobados por Costa Rica, debiendo incluirse el tipo de productos para el cual está autorizado para exportar.  De igual forma notificará todo cambio o notificaciones al listado remitido.”

El artículo 24 se sugiere  que permanezca como está actualmente (pero con la numeración del artículo 13).

También, el Reglamento en existencia dice lo siguiente:

“Certificación de las plantas:

Artículo 25: Después de que se registre el país exportador, el funcionario encargado del sistema de inspección de carnes del país podrá efectuar la certificación de las planteas autorizadas. Solamente se podrán importar productos de aquellas plantas de las que  funcionarios de inspección de carnes del país hayan certificado que cumplen las normas de Costa Rica.  Otras plantas, aún cuando estén bajo la jurisdicción de un programa de inspección de carnes aprobado del país, no estarán habilitadas para exportar a Costa Rica.  Por lo tanto, los requisitos de mantenimiento de normas equivalentes al programa costarricense se aplican únicamente a las plantas de un país que hayan sido certificadas”

Dado lo expuesto, se sugiere lo siguiente (con la numeración adecuada):


“Habilitación de las plantas:

Artículo 14:  Una vez que el país esté registrado como poseedor de un sistema de inspección veterinaria equivalente al de Costa Rica, las plantas que operen en ese país y sean objeto de las regulaciones de inspección veterinaria aceptadas, están habilitadas para exportar a Costa Rica, para lo cual ese país emitirá la correspondiente certificación de la idoneidad de las instalaciones en donde se sacrifican, deshuesan, procesan o empacan los productos o subproductos por exportar a Costa Rica.”

Se sugiere que se conserve el artículo 16, cambiando su numeración a artículo 15.

Además, el Reglamento que se analiza expresa lo señalado a continuación:

“Coordinación y notificaciones

Artículo 17: Toda persona  física o jurídica con interés en exportar o importar productos de origen animal a Costa Rica debe presentar la solicitud a la Comisión de Evaluación y de igual manera debe notificar a las autoridades competentes del país de origen (de los productos o subproductos) con los cuales se coordinará todo lo concerniente a la evaluación y aprobación.

Toda la tramitación deberá hacerla por medio de las autoridades del Gobierno.”

Dado que, según el esquema que se ha propuesto, la simple aceptación por Costa Rica del país exportador como facultado para hacerlo permite que puedan exportar aquellas plantas de esa nación, siempre y cuando cumplan con la  normativa aceptada, se considera innecesaria la permanencia de este artículo.
 Por otra parte, el Reglamento actual dice lo siguiente.

“Aprobación de las etiquetas, envase y fórmulas de los productos:

Artículo 26: Simultáneamente con los últimos trámites para conseguir que se declaren habilitadas para exportar a las plantas que hayan de ser certificadas, solicitarán las aprobaciones por parte del Ministerio de Agricultura de Costa Rica de sus etiquetas, envases y fórmulas de los productos.”
Es importante que en todo proceso de aprobación de etiquetas, envases y fórmulas de los productos se exija al importador cumplir con las reglamentaciones universales aplicables a cualquier productor con independencia del origen de su producción, por lo cual se sugiere la siguiente redacción (y adecuando la numeración citada).


“Aprobación de las etiquetas, envase y fórmulas de los productos:

Artículo 16: Para la venta en el país de los productos o subproductos de origen animal, se deberá contar con la aprobación correspondiente de las etiquetas, envases y fórmulas de los productos por parte de las entidades públicas del caso.”

Se  sugiere que se conserve el actual artículo 27 del Reglamento, numerándolo apropiadamente como artículo 17.
Además, en el Reglamento en existencia se señala lo siguiente:

“Mantenimiento de la equivalencia

Artículo 28: Para asegurarse de que las plantas certificadas de los países habilitados mantienen normas de inspección y sanidad que sean por lo menos equivalentes a las que se aplican a las plantas de Costa Rica, sometidas a inspección oficial, expertos veterinarios examinarán periódicamente el funcionamiento de las plantas habilitadas y discutirán con los funcionarios de inspección de carnes del país cualquier problema  u otro asunto relacionado con los controles de inspección y las exportaciones.”

Es necesario adaptar este artículo a la visión general que se ha expuesto, pero, además, es importante que Costa Rica se asegure que no realizan violaciones al sistema equivalente que sirvió para la aceptación de otro país como exportador, para lo cual se propone la siguiente redacción (con la consiguiente adecuación de la numeración.

“Mantenimiento de la equivalencia y del permiso de exportación a Costa Rica:

Artículo 18: Para asegurarse que los países habilitados para exportar mantienen normas de inspección y sanidad que sean por lo menos equivalente a las que se aplican a las plantas de Costa Rica sometidas a inspección oficial, expertos veterinarios examinarán periódicamente el funcionamiento del sistema de inspección de esos países incluyendo a nivel de las plantas y discutirán con los funcionarios de inspección de carnes del país cualquier problema y otro asunto relacionado con los controles de inspección y las exportaciones.  En caso de violación grave o no atingencia a las recomendaciones para el mantenimiento de un sistema equivalente de inspección veterinaria, Costa Rica podrá cancelar la habilitación del país para exportar hacia Costa Rica.  No obstante, una vez subsanada la falta o faltas, nuevamente se habilitaría al país exportador.”
El Reglamento comentado dice lo siguiente:

“Artículo 35: Los criterios para evaluar la equivalencia de las normas de inspección de países exportadores son los siguientes…”

Se sugiere, a fin de facilitar el proceso de determinación de la equivalencia, que si un país cumple con los requisitos de inspección veterinaria definidos por organismos internacionales que gozan del reconocimiento del país, sea aceptado como exportador al país, se adicione el siguiente inciso (g) a este artículo, para que lea así:

“Artículo 35: Los criterios para evaluar la equivalencia de las normas de inspección de países exportadores son los siguientes:…

g) cuando cumpla con los requisitos señalados por organismos internacionales los cuales gozan del reconocimiento de Costa Rica.”
En el actual Reglamento se indica:

“Artículo 116- Muestreo estadístico

Los inspectores costarricenses inspeccionarán en el puerto de entrada nuestras de cada envío… se someten también a períodos de incubación para determinar si hay indicios de corrupción.”

Previamente se expresó la opinión de que los sistemas de control deberían evolucionar hacia la revisión en el estante, por lo cual es de asumir que la decisión de revisar cada embarque radica en la naturaleza posiblemente sensible del producto cárnico y de sus derivados. Sin embargo, ello es algo que debería ser decidido por las autoridades contraloras, en unión de sectores privados interesados, sobre cuáles bienes deberían de muestrearse en las aduanas y en cada embarque y cuáles otros sólo en los estantes.  Por ello, debería dejarse a la decisión administrativa formular una clasificación de los productos y el sistema de muestreo estadístico para su control de calidad.

Por las consideraciones anteriores, se sugiere que el artículo lea asÍ (se mantiene la  misma numeración en el artículo propuesto que la vigente):


“Artículo 116.  Muestreo estadístico.

Los inspectores costarricenses inspeccionarán en el puerto de entrada muestras de cada envío de aquellos productos incluidos en una lista de productos cárnicos o sus derivados considerados como sensibles, definida de previo y conjuntamente por el Ministerio y sectores privados interesados en el asunto… se someten también a períodos de incubación para determinar si hay indicios de corrupción. Los bienes cárnicos o sus derivados no incluidos en la lista de sensibles serán objeto de muestreo estadístico realizado en los estantes”.
De la misma forma, en el Reglamento vigente se lee lo que sigue:

“Artículo 121.  Idioma, firma y entrega de los certificados:

… c)  El certificado extranjero de inspección veterinaria lo entregará el destinatario o su agente en Costa Rica al inspector del Programa en el lugar de inspección y la inspección no comenzará hasta que se efectúe dicha entrega.”

La sugerencia aquí es para que se pueda iniciar la inspección aún cuando al inspector del Programa no se le haya entregado el certificado extranjero de inspección veterinaria. Si, como se logró conocer, tal restricción tiene su origen en que, en muchas ocasiones, no se le daba el certificado correspondiente provocando con ello un estancamiento en el flujo de las mercancías, al entorpecer las diligencias del desalmacenaje a quienes si cumplían con los requisitos a tiempo, lo conveniente, entonces, es señalar que, después de un cierto tiempo (se sugiere aquí que el lapso sea de 30 días, pero el tiempo adecuado debería ser determinado por la autoridades del gobierno, según consideren que sea el flujo normal de desalmacenaje), el producto pasaría a disposición del gobierno si no se entrega el certificado correspondiente.
Dadas estas consideraciones, se propone la siguiente redacción.


“Artículo 121.- Idioma, firma y entrega de los certificados.
… c)  El certificado extranjero de inspección veterinaria lo entregará el destinatario  o su agente en Costa Rica al inspector del Programa en el lugar de inspección y la inspección del producto podrá comenzar antes de que se efectúe dicha entrega. Si en 30 días no se entrega dicha certificación, el producto pasará a propiedad del gobierno para su disposición, según lo indica el artículo 119 de este reglamento”.

De manera similar, en el Reglamento actual se señala lo siguiente:

“Artículo 128: Productos de importación enlatados o envasados que lleven etiquetas comerciales, toma de muestras de inspección

…c)  Se tomará una muestra de cada envío de productos de importación enlatados o envasados”.

De nuevo, sugerimos aplicar la recomendación de clasificar los bienes en sensibles y los que, por exclusión, no lo son.  Para aquellos definidos como sensibles se tomaría la muestra en cada envío, mientras que los no sensibles podrían ser muestreados al azar en el estante.  Por ello se sugiere la siguiente redacción.

“Artículo 128: Productos de importación enlatados o envasados que lleven etiquetas comerciales, toma de muestras de inspección.

…c)    Se tomará una muestra de cada envío de productos de importación enlatados o envasados de aquellos bienes definidos, de previo y mediante un acuerdo logrado con grupos privados de interés en el asunto, como sensibles, en tanto que los restantes bienes serían objeto de muestreo al azar realizado en los estantes.

La lista de bienes sensibles deberá ser revisado semestralmente y de ella se hará lo consiguiente publicación”

En el Reglamento comentado se señala lo siguiente:

“Artículo 131: Recipientes externos de productos de marcas y rotulación.
El recipiente externo…llevará en Español y en forma legible lo siguiente…

…3)  El número del establecimiento que haya sido asignado por el sistema de inspección de carnes del país y haga sido certificado por el Programa”.

Es importante, con el afán de brindar al consumidor la información necesaria que le permita elegir los bienes atendiendo a los riesgos a su salud, al tiempo que se le protege de un posible daño por la venta de productos vencidos, que se exija en el envase la fecha de vencimiento del producto, por lo cual se recomienda adicionar un inciso al artículo de referencia, para que diga:


“Artículo 131: Recipientes externos de productos de marcas y rotulación.

El recipiente externo… llevará en Español y en forma legible lo siguiente:…

3)  El número de establecimiento que haya sido asignado por el sistema de inspección de carnes del país y haya sido certificado por el Programa.

4) El rótulo externo del producto deberá indicar su fecha de vencimiento”.

En el Reglamento actualmente en operación se señala lo siguiente:

“Artículo 175-  Importación de leche, productos lácteos y derivados…

e) Lactosa o azúcar de leche

Se permitirá su importación siempre que se utilice para la preparación y fabricación de medicamentos y como materia prima para la industria de conservas.

f) Quesos
Se permitirá la importación de quesos, con la excepción de los llamados quesos frescos, así como los quesos Mozzarella, Cheddar y Camembert.


g) Suero de queso

Se prohíbe la importación de sueros de queso.
h) Requesón

Se prohíbe la importación de requesón.”
Llama la atención que en el resto del articulado que se relaciona con restricciones o prohibiciones a la importación, los criterios parecen definirse en cuanto a la prevención del ingreso de productos provenientes de países con enfermedades exóticas, pues quienes no las poseen deben cumplir ciertos requisitos sanitarios, pero no se les excluye de la posibilidad de que, si los cumplen, pueden exportar esos productos a Costa Rica.  Sin embargo, en los casos arriba citados parecen vislumbrarse otros intereses diferentes de la protección de la salud, en especial, cuando, por ejemplo, existe un elevado comercio mundial de algunos de los quesos que allí se prohíben importar (Cheddar o Camembert, por ejemplo), en tanto que a otros bienes se permite su importación en cuanto se refieren a ciertas actividades productivas (por ejemplo, lactosa por la industria de conservas), pero no para un uso libre.

Es por la anterior que se sugiere no sólo que se formule una revisión en el Ministerio de Agricultura de las restricciones definidos en estos diferentes artículos –evaluación en la cual también deben participar diversos sectores interesados (incluyendo consumidores finales) ̶ para ver si efectivamente se ponen en función de la protección de la salud y no de prácticas proteccionistas, sino que, también, se propone para los incisos para los incisos arriba citados e), f) g) y h) que se señalen las condiciones de sanidad que deben cumplir para que existe la posibilidad de su libre importación.

II. MINISTERIO DE SALUD

Para el caso del Ministerio de Salud, al igual que como sucede con el Ministerio de Agricultura y Ganadería, la Ley General de Salud, antes referida, constituye su marco regulatorio fundamental
Con base en esta ley se tiene decretos que reglamentan su operación, como son el Reglamento de Inscripciones y Propaganda de Medicamentos y Cosméticos y, aunque si bien no es un reglamento, de hecho define procedimientos administrativos, un listado de Requisitos para Obtener el Registro de Productos Alimenticios Importados.

Además de lo anterior, en el Ministerio de Salud se ha preparado un importante  documento que está a nivel de proyecto interno, titulado Reglamento General de Control de Alimentos, que, por referirse a materia objeto de este estudio, se considera de interés analizarlo, dado que se basa, no en una nueva Ley de Salud, como también parece que está en proceso de elaboración otro documento interno del Ministerio de Salud, sino en la Ley de Salud vigente, con lo cual se enmarca dentro del contexto definitorio inicial de este proyecto, cual era fundamentarse en la legislación existente.

La ley de Salud, señala, en lo que interesa como marco general, lo siguiente:

“Artículo 1: La salud de la población es un bien de interés público tutelado por el Estado.”
También expresa que

“Artículo 2: Es función esencial del Estado velar por la salud de la población.  Corresponde al Poder Ejecutivo, por medio del Ministerio de Salud, al cual se referirá abreviadamente la presente ley como ‘Ministerio’, la definición de la política nacional de salud, formación, planificación y coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a la salud, así como la ejecución de aquellas actividades que le competen conforme a la ley. Tendrá potestades para dictar reglamentos autónomos en estas materias.”

III.1.- Reglamento de Inscripciones y Propaganda de Medicamentos y Cosméticos.

El reglamento de inscripciones y Propaganda de Medicamentos y Cosméticos, Decreto Ejecutivo 17243-S de 10 de octubre de 1986, está sujeto a la Ley General de Salud, ya citada, la cual, en lo que interesa, señala:

“Artículo 95: Los establecimientos farmacéuticos son…

c) Laboratorio Farmacéutico o Fábrica Farmacéutica…
d)  …. En el caso de medicamentos  para uso veterinario, será necesario, además, oír previamente el criterio del Colegio de Médicos Veterinarios”.

También la Ley en mención expresa que:

“Artículo 97: La instalación y operación de los establecimientos farmacéuticos necesita la inscripción en el Ministerio previa autorización y registro en el Colegio de Farmacéuticos. En el caso de establecimientos farmacéuticos de medicamentos para uso veterinario será necesario, además, la autorización y registro en el Colegio de Médicos Veterinarios…”
Por otra parte, la Ley en referencia señala que:

“Artículo 104: Se considera medicamento… que se utilizan para el diagnóstico, prevención, tratamiento y alivio de las enfermedades o estados físicos anormales… en las personas o en los animales…”

Además, la Ley señalada dice que:

“Artículo 113: El registro de todo medicamento se hará ante el Ministerio donde se practicará la inscripción cuando proceda según las disposiciones reglamentarias correspondientes.

Dicha inscripción estará  a cargo de un Organismo Técnica cuya integración y funciones serán determinadas por la Ley Orgánica del Ministerio y el Reglamento respectivo.”

Por otra parte, la Ley expresa que:

“Artículo 256: Las personas, naturales o jurídicas, que hagan difusión o propaganda sobre tópicos referentes a la salud de las personas o que puedan influir en ésta o afectarla, deberán someter el contenido del texto a consideración del Ministerio para su autorización, previa a la difusión.

Las comunicaciones científicas y difusiones al respecto que emanen de las Instituciones Autónomas del Sector Salud o de Colegios Profesionales, están exentos de esta autorización.”
De lo citado de la Ley de Salud, surge un punto importante al cual ya se hizo referencia al comentar, páginas atrás, el Reglamento de Inspección y Registro de Medicamentos de Uso Veterinario.  En ese entonces se señaló que, de acuerdo con los artículos recién mencionados de la Ley de Salud, el  registro y renovación de todos los medicamentos, incluyendo a los veterinarios (así con de sus fábricas o laboratorios) correspondía al Ministerio de salud y no al de Agricultura y Ganadería, en tanto, en las actualidad, se duplica el proceso de registro.

Si se acepta que es el Ministerio de Salud el que debe practicar esas tareas –tal como lo señala la Ley– pero que, para otros efectos del Reglamento de Inspección y Registro de Medicamentos de Uso Veterinario o porque es allí en donde se dispone de la capacidad profesional para actuar, el registro de referencia también continúe operando en el Ministerio de Agricultura y  Ganadería, por lo menos el Ministerio de Salud debería informar con todo prontitud de los registros (y renovaciones) de estos bienes (o servicios) al Ministerio de Agricultura y Ganadería, en donde serían automáticamente aceptados.

Aparte de la definición institucional que se tome al respecto, se formula una serie de sugerencias para hacer menos o innecesariamente restrictivo al actual reglamento de Inscripciones y Propaganda de Medicamentos y Cosméticos del Ministerio de Salud.

El Reglamento de Inscripciones y Propaganda de Medicamentos y Cosméticos expresa que:

“Artículo 2: El Departamento de Drogas Estupefacientes, Controles y Registros, pertenece a la División de Servicios Médicos y Farmacia del Ministerio de Salud y como su nombre lo indica, tiene atribuciones específicas de control, que este Reglamento le asigna.”

También, el Reglamento citado señala que:

“Artículo 3: El Registro es la Sección del Departamento encargada de hacer la inscripción y registro de laboratorios fabricantes, nacionales y extranjeros.   También hará el registro de los medicamentos para uso humano y veterinario, cosméticos, plaguicidas domésticos y productos de higiene doméstica”.

Dada la relación que debe existir entre el Ministerio de Salud y el Ministerio de Agricultura y Ganadería en lo que se refiere a los medicamentos de uso veterinario, se sugiere la siguiente redacción para este artículo.

“Artículo 3: El Registro es la Sección del Departamento encargada de hacer  la inscripción y registro de la laboratorios fabricantes, nacionales y extranjeros. También hará el registro de los medicamentos para uso humano y veterinario, cosméticos, plaguicidas domésticos y productos de higiene doméstica.  En el caso de los medicamentos veterinarios, así como de los Laboratorios Farmacéuticos o Fábricas Farmacéuticas, tanto los registros como sus renovaciones deben ser automáticamente comunicadas al Ministerio de Agricultura y Ganadería, el cual de inmediato las dará por aceptadas”.

En adición, el Reglamento en mención dice que:

“Artículo 5:   El Registro de Productos a que se refiere el inciso 3) del artículo 40 de este Reglamento deberá contener las siguientes informaciones….


k)  Cualquier observación adicional que fuere pertinente.”

Este tipo de requerimientos no especificados de previo introduce la posibilidad de que se abuse en las peticiones de la entidad reguladora, de manera que se sugieren la eliminación de este inciso (k).

Asimismo, en el Reglamento que se analiza se expresa lo siguiente:

“Artículo 21: Para la inscripción de Laboratorios fabricantes, es indispensable presentar una solicitud formal, en papel sellado, firmado por el Representante Legal del Laboratorio o por su apoderado en Costa Rica, la cual deberá ser autenticada por un abogado.”

Los requerimientos de papel sellado y autenticación de firmas no parecen ser necesarios para solicitar la inscripción, que además de constituir un costo adicional, suelen ser una molestia para el usuario.

Por lo anterior, se sugiere que dicho artículo cambie a:

“Artículo 21: Para la inscripción de Laboratorios fabricantes, es indispensable presentar una solicitud formal firmada por el Representante Legal del Laboratorio o por su apoderado en Costa Rica”.

También, se lee en el actual reglamento:

“Artículo 24: La inscripción de los laboratorios fabricantes tendrá vigencia por dos años.  Una vez vencido dicho término queda automáticamente cancelada la inscripción y no se admitirán nuevas gestiones relacionadas con el registro de sus productos.  Sin embargo, estos laboratorios pueden ser reinscritos, mediante el mismo trámite y con los mismos requisitos exigidos para su inscripción inicial.”

Aquí es importante, como ya el laboratorio es conocido en el Ministerio de Salud, simplificar los requerimientos para renovar la inscripción, No se puede uniformar el plazo de vigencia del registro a cinco años, por señalar la Ley un período de dos años).  Por lo anterior, se sugiere que dicho artículo lea así:

“Artículo 24: La inscripción de los laboratorios fabricantes tendrá vigencia por cinco años. Una vez vencido dicho término, se renueva automáticamente previa presentación del interesado de una constancia de funcionamiento a la fecha de la revalidación por parte de las autoridades competentes del país sede del laboratorio”.

El Reglamento que se analiza dice en cuanto a la inscripción de productos en el Ministerio de Salud:

“Artículo 26: La solicitud se hará en papel sellado, estará firmada por el apoderado.  El  memorial deberá presentarse además con lo siguiente:…

2)  Autorización del dueño de la marca al laboratorio fabricante, si procede
3) La inscripción del producto en el país de origen e indicaciones con las que fue aprobado. Certificado de libre venta…”

Además de la inconveniencia que tiene la presentación innecesaria en papel sellado, lo cual sugerimos eliminar, uno de los temas más polémicos en este proceso de reforma de las medidas no arancelarias, es la exigencia del requisito de autorización del dueño de la marca al laboratorio fabricante, puesto que, por una parte, si no se tiene  esa autorización (aún cuando en el Reglamento vigente hay un cauteloso “si procede”), se podría dar un “pirateo” de las marcas, lo cual no garantizaría que la calidad de la marca de un producto para un consumidor efectivamente se mantenga, en tanto que, por otra parte, la necesidad de disponer de ese poder del dueño de la marca al laboratorio, hace que el número de participantes potenciales en el mercado se reduzca, estimulando el surgimiento de prácticas no competitivas en una economía.

El problema es que, por ejemplo, en los farmacéuticos, aún en el caso en que se utilicen los mismos ingredientes en el producto B que el producto A, la forma en la cual en el proceso productivo se mezclan esos mismos, ingredientes, da lugar a diferentes propiedades para A y para B.  De aquí que, si, por ejemplo, se registra la marca A y si no se requiere la autorización del dueño del laboratorio, alguien podría también solicitar el registro del producto B bajo la misma marca A, pues sus ingredientes son los mismos, pero se daña la certeza de la marca A por las razones antes mencionadas.  Aquí el dilema que se presenta es, entonces, por una parte, entre la función tutelar del Estado en cuanto a la salud y a la conveniencia de evitar arreglos entre empresarios destinados a reducir la competencia y, por la otra, que surjan acuerdos institucionales que tengan tales efectos prácticos en contra del consumidor.

Antes de proceder a realizar observaciones específicas en torno a este tema y sobre otros artículos concretos del Reglamento vigente, es necesario expresar el criterio que debe definir la función reguladora del Ministerio, de manera que todo el proceso de registro de los productos se adecue a dicho criterio.

Se juzga conveniente que la autoridades del Ministerio, conjuntamente con representantes del sector privado de aquellos sectores que regula y, en especial, de consumidores, definan una lista de cuáles son los medicamentos para uso humano, cosméticos, plaguicidas domésticos y productos de higiene doméstica que son considerados como “sensibles” y, por ende, objeto de intenso control por parte del Ministerio de Salud, de manera que los bienes que no forman parte de dicha lista restrictiva sean objeto de una mayor facilidad en los procesos de registro y otros trámites en existencia. (Debe recordarse que para los veterinarios ya se hizo referencia en páginas anteriores al problema de definición de competencias y, si se asume que debe ser objeto de control por el Ministerio de Agricultura y Ganadería, el criterio expuesto también debería incluirse en su Reglamento de Inspección y Registro de Medicamentos de uso Veterinario).

Mediante esta clasificación, el Estado puede ejercer el control que juzgue necesario según su labor de tutela definida en la Ley General de Salud, pero principalmente sobre todos los bienes clasificados como “sensibles”. Este control estricto, tal como se mencionó antes, se practicará al solicitar los permisos de importación, en las aduanas, en los laboratorios del Ministerio de Salud, en recintos similares y en los estantes en donde los productos se venden, se aplican o se almacenan, así como también en el mismo proceso de registro de los productos. Los bienes no sensibles, que serían todos aquellos no incluidos en la lista de sensibles, serían controlados en el estante de los establecimientos comerciales, mediante un muestreo aleatorio debidamente practicado.

En el caso concreto del requerimiento de un poder extendido por el dueño de la marca al laboratorio fabricante para poder registrar el producto ante el Ministerio de Salud, se sugiere que esto no se aplique para aquellos productos que las  autoridades han definido como no sensibles en cuanto a esta exigencia, lo cual muy probablemente hará que la concentración del esfuerzo tutelar del Estado, en cuanto a la garantía de buena salud, se concentre en los bienes que los ameritan, dejando por fuera a los productos no sensibles. La dificultad en este caso estriba en que no es posible a priori saber si un producto sensible o no es objeto de adulteración por el simple hecho de la forma en que se fabrica y no por su composición.

Ante estas dificultades, el criterio que aconsejamos seguir es que las autoridades establezcan listas de aquellos productos sensibles que se conozca han sido objeto de la adulteración antes citada y que, por tanto, se haga exigible el poder del dueño de la marca al laboratorio fabricante para poder registrarlo y que tal vigilancia se mantenga, en especial acudiendo a mecanismos de colaboración internacional.

En lo que respecta al inciso 3 del artículo 26 vigente, es necesario aclarar exactamente su redacción, pues a veces, cuando no se “quiere” registrar el producto, además del certificado de libre venta en el país de origen, se pide también que se indique y se presente una certificación de libre venta en otros países en donde se comercia el producto, cuando realmente lo necesario es el  primero de estos requerimientos.

Por todas estas consideraciones, se sugiere que el artículo 26 del reglamento actual se lea así:

“Artículo 26: La solicitud estará firmada por el apoderado. El memorial deberá presentarse además con lo siguiente:…

2) Autorización del dueño de la marca al laboratorio fabricante, si, de acuerdo con la lista de bienes sensibles que para este efecto elabore el Ministerio de Salud, procede.

3)  La inscripción del producto en el país de origen e indicaciones con las que fue aprobado y el certificado de libre venta en el país de origen…”.

Igualmente, en el Reglamento analizado se lee lo siguiente:

“Artículo 32: La presentación de un producto en sus diferentes tamaños de envase, incluyendo las muestras médicas, requerirán inscripción bajo el mismo número”.
Una práctica que a veces se presenta en el proceso de registro de un producto, con base en el Reglamento de Inscripciones y Propaganda de Medicamentos y Cosméticos, es que a veces se acude a detalles como diferencias en la presentación en que viene un producto, aún cuando se tienen las mismas  características, para alegar que se  requiere de un registro diferente. Por ejemplo, si ya se tiene registrada una sacarina en polvo en paquetes de ¼ de kilogramo, si se desea, con base en el permiso que se tiene para ese producto, importar el mismo bien pero en sobrecitos, las autoridades dicen requerir de un nuevo registro, pues se trata de un producto diferente.

Es interesante señalar lo que, al respecto, dice la Ley de Salud.

“Artículo 115: Toda modificación en el nombre de un medicamento, en su fórmula, en la forma de su dosificación, en el envase y contenido de la rotulación que le acompaña, o en la publicidad, requerirá de permiso previo del Ministerio.”

Igualmente, la Ley expresa:

“Artículo 122: Se entiende por envase, todo recipiente destinado a contener sustancias o mezcla de sustancias en cualquier estado…”

El problema que surge es si se debe considerar que la presentación en diferentes envases requiere de registros distintos, además del permiso previo del Ministerio.  Se sugiere que, si bien las modificaciones deben ser previamente aprobadas, dada la Ley, por el Ministerio, se acepte hacerlas bajo el registro inicial, con lo cual no se hacen necesarios trámites adicionales, excepto el permiso previo citado.

Por esta razón, así como para aclarar más los procedimientos vigentes, se propone la siguiente redacción:

“Artículo 32: La presentación de un producto en sus diferentes tamaños de envase, incluyendo las muestras médicas, no requiere trámite adicional, estando cobijadas por el registro de inscripción inicial del producto, previa certificación del solicitante, de que no cambia ninguna característica técnica del producto”.

De forma similar, el actual Reglamento señala lo siguiente:

“Artículo 38: El Departamento podrá entregar los ejemplares no utilizados a instituciones públicas, de asistencia, investigación o docencia o podrán ser utilizados por el propio Ministerio en la atención de sus programas de salud”.

Los ejemplares entregados por las personas tienen como propósito obtener el registro de dicho producto, para lo cual puede ser necesario que el Ministerio realice pruebas en ellos.  En este caso, bien dispuesto estaría el producto, pero no  hay razón para que los sobrantes sean usados al arbitrio del Ministerio –por más loables que pueden ser esos fines–, práctica que pueden dar lugar a abusos de parte del administrador.

Por esta razón, se sugiere que el artículo en mención se lea así:

“Artículo 38: El Departamento devolverá al solicitante las muestras no utilizadas en las pruebas de análisis o una certificación de su consumo en el desarrollo de la investigación para otorgar el registro de inscripción”.

El Reglamento que se analiza dice lo siguiente:

“Artículo 40: La solicitud de renovación del registro de un producto deberá presentarse con 60 días de anticipación al vencimiento de la inscripción, para esos efectos el solicitante presentará los siguientes documentos.

a) Solicitud en papel sellado correspondiente, en la que certifique que las condiciones del producto registrado no han cambiado (fórmula, indicaciones, etiquetado).

b) Certificado de libre venta 

c) Ejemplares del producto y certificados de análisis correspondientes a los ejemplares presentados.

d) Recibo de pago del canon del Colegio de Farmacéuticos y del análisis del control de calidad.

De forma similar, tal como se mencionó al analizar el Reglamento de Inspección y Registro de Medicamentos de Uso Veterinario, el tratamiento de registro que se debe dar a un producto debe ser diferente si se trata de la primera vez que se solicita, en contraste con una renovación de un registro ya establecido.  Se supone que las autoridades ya conocen las características del producto, así como que permanecen vigentes, de manera que, si variaran, se debería considerar que se trata de un producto distinto o si se descubre que el mismo producto registrado tiene ahora características indeseables para la salud, se le pasaría a la lista de restringidos, en caso de que previamente no lo estuviera. Además, como hay conocimiento muy extendido en las farmacopeas acerca de las características de los productos, para la renovación de su registro debería ser suficiente con presentar un certificado de libre venta en el país de origen.

Para estas consideraciones, se propone la siguiente redacción para el artículo 40 de referencia.

Artículo 40: La solicitud de renovación del registro se realizará automáticamente al finalizar los cinco años de término de la vigencia del registro, previa presentación de un certificado, de no más de seis meses de antigüedad, de libre venta en el país de origen  y una certificación del solicitante de que las características técnicas del producto registrado no han variado.

En el Reglamento comentado se señala que:

“Artículo 51: Antes de la solicitud de inscripción de cosméticos no medicados, se debe proceder de conformidad con los artículos 21 y siguientes del presente Reglamento”.

Al respecto, debe recordarse que se habían sugerido las siguientes redacciones para los artículos 21 y 24, las cuales serían aplicables según el artículo 51 arriba citado:

“Artículo 21: Para la inscripción de Laboratorios fabricantes, es indispensable presentar una solicitud formal firmada por el Representante Legal del Laboratorio o por su apoderado en Costa Rica” y,

“Artículo 24: La inscripción de los laboratorios fabricantes tendrá vigencia por dos años. Una vez vencido dicho término, se renueva automáticamente previa presentación del interesado de una constancia de funcionamiento a la fecha de la revalidación por parte de las autoridades competentes del país sede del laboratorio.

Aún cuando lo conveniente podría ser no requerir la inscripción de laboratorios de productos cosméticos no medicados, así como tampoco de esos productos, la Ley de Salud exige que el Ministerio practique control sobre el comercio de este tipo de bienes.

En concreto, dicha Ley señala:

“Artículo 138: Toda persona natural o jurídica necesita permiso previo del Ministerio para la importación y elaboración de sustancias o productos para la higiene y aseo personal, de perfumería y cosméticos que no  contengan medicamentos… Tales personas responderán en todo caso de que las sustancias o productos, sus condiciones de elaboración, envases y suministro y la forma de administración indicada, no constituyen  un riesgo para la salud de las personas.”

También la ley señala que:

“Artículo 97: La instalación y operación de los establecimientos farmacéuticos  [lo cual incluye, entre otros, a los laboratorios farmacéuticos o fábrica farmacéutica]  necesitan de la inscripción en el Ministerio…”. [El paréntesis es nuestro].
Dado lo anterior, la simplificación sugerida al Reglamento actual estimularía el comercio, de manera tal que el artículo 51, manteniendo la misma redacción vigente, con los artículos 21 y 24 propuestos, ya no sería tan restrictivo.

En el Reglamento analizado se lee lo que sigue a continuación:
“Artículo 52: Las solicitudes de inscripción de los cosméticos no medicados se hará de acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento con la excepción de los dos gramos de los principios activos. Si el producto no se presenta en diferentes envases, se requerirá de una inscripción. Los cosméticos de igual fórmula pero con diferentes aromas o color se inscribirán como un solo producto.”

Dada la restricción de la Ley de Salud, en este caso –aunque tal vez lo conveniente sea no exigir registro del todo– podría pensarse en la definición de una lista de productos “sensibles” que supuestamente sería muy restringida (aún cuando no se define el propósito de citar la “excepción de los dos gramos de principios activos”, para no proceder conforme con lo dispuesto en el Reglamento vigente sobre el registro de productos, además de no señalar dicho Reglamento cómo proceder en el caso de los “dos gramos de principios activos”) quedando por exclusión el resto de bienes como “no sensibles”.  Esta lista de  sensibles sería publicada semestralmente.

La lista de bienes “sensibles” sería elaborada conjuntamente por funcionarios del Ministerio de Salud en conjunto con representantes del sector privado que tengan relación con las actividades de referencia, lo cual, por supuesto, incluye a los consumidores finales.

Debe hacerse notar que no se tiene capacidad para señalar cuáles (si es que hay alguno) requisitos adicionales son necesarios en el caso de los dos gramos de principios activos, por lo que la redacción sugerida del artículo 52 se deja en manos de los cuerpos técnicos competentes.

Además, dado que, según el Reglamento vigente, para registrar un producto se exige un trámite engorroso, es factible simplificarlo para el caso de un producto no sensible (como posiblemente sucede con muchos productos para el hogar, cosméticos o desinfectantes) en donde el registro se limitaría a presentar el certificado de libre venta y el método  de análisis.

A los cosméticos no medicados sensibles se les aplicaría, además, la variación sugerida antes en el artículo 26, para que se lea así:

“Artículo 26: La solicitud estará firmada por el apoderado. El memorial deberá presentarse además con lo siguiente: …

2)  Autorización del dueño de la marca al laboratorio fabricante, si, de acuerdo con una lista de bienes sensibles que para este efecto elabore el Ministerio de Salud, procede.

3)  La inscripción del producto en el país de origen e indicaciones con las que fue aprobado y el certificado de libre venta en el país de origen…”

También, se sugiere señalar que los certificados de control de calidad pueden ser extendidos por laboratorios públicos o privados que reciban previa aceptación del Ministerio de Salud, como un medio que estimularía al sector privado a incursionar en la prestación de estos servicios, que a la fecha parecen haberse circunscrito a laboratorios de entidades estatales o para-estatales.

Además, en lo que se refiere al artículo 52 antes citado, se impone una restricción innecesaria, cual es que si el producto se presenta en diferentes envases se requerirá de diferentes inscripciones, dado que dicho artículo señala que “si el producto no se presenta en diferentes envases, se requerirá de una inscripción”.  Se sugiere que esta afirmación se elimine del texto del artículo de referencia.

Por las consideraciones anteriores, se propone la siguiente redacción a este     artículo.

“Artículo 52: Las solicitudes de inscripción de los cosméticos no medicados se hará de acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento para los productos que aparecen en una lista de productos sensibles elaborada por el Ministerio (y la cual sería publicada semestralmente), en tanto que, para los no sensibles, se limitará a la presentación del certificado de libre venta en el país de origen y a un original y una copia del método de análisis correspondiente al producto terminado que se pretende inscribir, extendido por el Laboratorio de Control de Calidad del fabricante o por algún laboratorio nacional o extranjero públicos o privados, que a juicio del Departamento garantice la identidad y calidad del producto. En cuanto a los dos gramos de principios activos, se exigirá, además (el/los siguientes requisitos adicionales que serían definidos por el Ministerio).  Los cosméticos de igual fórmula pero con diferentes aromas o color se inscribirán como un solo producto.”

El Reglamento comentado señala:

“Artículo 54. Queda a juicio del Departamento y dependiendo del cosmético la exigencia de requisitos adicionales.”

Este artículo debería ser eliminado o bien definidos los requisitos adicionales que se podrían solicitar, pues cómo está redactado deja al peticionario a la total discreción  de la autoridad.

De manera similar, el Reglamento existente dice:

“Artículo 65: Los servicios de aduana autorizarán únicamente el desalmacenaje de medicamentos humanos y veterinarios, cosméticos, cosmético medicado, plaguicida, productos de higiene para el hogar, alimento dietético y materia prima, cuando cumplan los siguientes requisitos…

b) Presentar original y copia de la factura de importación con la firma del regente y los números de registro vigentes…

c)…Junta de Vigilancia de Drogas.

d)  Para el desalmacenaje de materia prima no farmacéutica, se deberá llenar la hoja oficial correspondiente.”

Uno de los aspectos de mayor interés, cuya puesta en práctica puede surgir de este estudio, es que los procesos de desalmacenaje de mercancías se puedan iniciar, además de por intermedio de la factura original, mediante el empleo de documentos tales como copias de las facturas originales, una copia del documento de  embarque, una orden o factura de compra, los cuales pueden ser remitidas por medio de fax y que, para hacer efectivo el desembarque, tan sólo se realice una conciliación de lo tramitado previamente con los documentos provisionales, con los originales que acompañan el embarque.  Este proceso se podría generalizar no sólo a los bienes que actualmente son objeto de regulación, tal como se analiza en este estudio y particularmente para el caso de los bienes sujetos al Reglamento de inscripciones y Propaganda de Medicamentos y Cosméticos, sino para todo tipo de mercancías, con lo cual la economía posiblemente se ahorre un gasto financiero de sumas de alta cuantía.

Asimismo, para la puesta en práctica de una sugerencia como la indicada en el párrafo inmediato anterior seria conveniente no sólo analizar el impacto que la propuesta tiene sobre la legislación del Ministerio de Hacienda y, en                especial, en el régimen jurídico aduanero, cosa que escapa a los términos de referencia de este trabajo, sino que, a la vez, su puesta en operaciones se lleve a cabo como parte de la creación de la Ventanilla Única de Importaciones, en donde los trámites de importación serían centralizados y se dispondría de la información necesaria para realizar no sólo la tramitación previa a la internación del bien, sino también para conciliar los originales con los documentos provisionales.

Además de lo previamente expresado, el inciso (d) del artículo 56 es innecesario por redundante pues, evidentemente, los documentos que se usan para tramitar cualquier desalmacenaje son oficiales, como también lo sería el formulario único de importaciones que se sugirió en la creación de la Ventanilla Única de Importaciones o, si es que se decidiera mantener el status quo, también la documentación actual de desalmacenaje se lleva a cabo en una hoja oficial correspondiente.

Por las consideraciones anteriores, se sugiere la siguiente redacción para el artículo 56:

“Artículo 56: Los servicios de aduana autorizarán únicamente el desalmacenaje de medicamentos humanos y veterinarios, cosméticos, cosmético medicado, plaguicida, productos de higiene para el hogar, alimento dietético y materia prima, cuando cumplan los siguientes requisitos…

b)  Presentar, para iniciar el trámite de autorización de desalmacenaje, ya sea la factura original, una copia de ésta, una copia del documento de embarque, una orden o factura de compra, los cuales podrían ser remitidos al Ministerio por vía de fax.  Al hacerse efectivo el desembarque, deberá conciliarse lo tramitado previamente con documentos provisionales, con los originales que acompañan el embarque. Los documentos deberán estar acompañados con la firma del regente y los números de registro vigentes…


c)… Junta de Vigilancia de Drogas.”

Además de lo anterior, en el Reglamento existente se dice lo siguiente:

“Artículo 59: Las etiquetas de los productos deberán contener la siguiente información:…”

La información que requiere el Ministerio puede ser bastante amplia dados los empaques en que a veces se vende este tipo de productos en los mercados internacionales, de manera que parece conveniente, sin demeritar la salud del usuario, que se adapten los requerimientos a las realidades de espacio en los productos, para que se permita algo similar a lo que actualmente se lee en el Reglamento de Inspección y Registro de Medicamentos de Uso Veterinario, que en su artículo 39, dice lo siguiente:

“Artículo 39: Cuando por motivo de espacio no sea posible incluir en la etiqueta toda la información indicada en los incisos anteriores, el Departamento determinará, discrecionalmente, cuál información será excluida.”

A lo previo habría que adicionar la posibilidad de que la información considerada como vital que aparezca en el producto por el Ministerio, se pueda presentar en una hoja adjunta incorporada el envase en que se presenta el bien.

Dado lo expuesto, se sugiere la siguiente redacción:

“Artículo 59: Las etiquetas de los productos deberán contener la siguiente información:…


m) Cuando por motivo de espacio no sea posible incluir en la etiqueta toda la información indicada en los incisos anteriores, el Departamento determinará, discrecionalmente, cuál información será incluida o bien que se exprese en una hoja adjunta incorporada al envase en que se presenta el producto.”

En el Reglamento que se analiza, aparece lo siguiente:

“Artículo 65: La actividad de propaganda y promoción de medicamentos que se realiza mediante visitas a médicos, odontólogos y veterinarios, sólo podrá ser hecha por visitadores médicos, debidamente acreditados conforme con la ley y los reglamentos respectivos. El Departamento llevará un registro oficial de tales personas.”

En apariencia uno de los problemas serios que enfrentan las casas que importan estos productos o bien que los producen internamente es la ausencia de suficientes visitadores médicos, por lo que parece conveniente que se liberalice esta decisión restrictiva del comercio, la cual aumenta innecesariamente los costos, para que, si bien sea prestada por personal idóneo, no necesariamente se constituya en el fundamento de un gremio de privilegio.

Es por lo anterior que, en función de que el artículo arriba citado asigna al Departamento de Drogas Estupefacientes, Controles y Registros del Ministerio de Salud llevar un registro de tales visitadores, se busquen ampliar los criterios regulatorios para incluir personas en esa lista, dadas las limitaciones impuestas por la ley.

En el Reglamento actual se lee lo siguiente:

“Artículo 67: La propaganda de medicamentos… deberá limitarse única y exclusivamente a la simple presentación del producto, en lenguaje serio y discreto y a la indicación de la empresa fabricante o distribuidora y por consiguiente queda absolutamente prohibido:…

c) Hacer referencia directa o indirectamente a encuestas o a datos estadísticos o a testimonio de instituciones de docencia o de investigación en forma abstracta o concreta, ni a declaraciones  de profesionales en ciencias de la salud aunque tales referencias fueran ciertas.

d) Utilizar modelos, estructuras anatómicas, personajes o escenarios que simulen a profesionales en ciencias de la salud o ambientes de consultorios médicos, establecimientos farmacéuticos o de instituciones de asistencia médica, en cualquiera de sus formas.

e)  Utilizar frases adjetivas o adjetivos calificativos del producto, para ponderar su calidad o eficacia”

Este tipo de restricciones resulta ser sorprendentemente paternalista, pues asume que si, por ejemplo, en una medicina, aparece un resultado “cierto” de una encuesta, tal cita influiría negativamente al consumidor, por lo cual debe ser prohibida, según ese artículo. Lo extraño del caso es que el redactor del Reglamento asume que la persona no debe estar informada de esa propiedad de la medicina, según se demuestra en esa estadística del ejemplo, por lo cual es preferible mantenerla en la ignorancia sobre esa propiedad así anunciada. En nuestra opinión, si lo que el redactor pretendió era evitar el fraude o el engaño al consumidor, debería haber especificado el proceder administrativo requerido para evitar ese fraude y no impedir el conocimiento o información que tiene derecho a poseer todo consumidor en un mercado.

Es más, por lo que uno observa en la práctica comercial en países que regulan altamente el intento de fraude, como en los Estados Unidos, es que, en muchas ocasiones, productos de muy difundida venta al público tienen el nombre o marca del bien seguido de un calificativo como “fuerte” o “plus” o “forte” o “ampliado” o por vocablos similares, informando al cliente que, con ello, difieren de algún producto original que no poseía alguna característica que tiene el nuevo y que ahora sí se le incorpora y se agrega en mayor o menor grado, según fuere el caso. Estos términos no se considera que constituyen un engaño para impulsar al consumidor a comprar el bien, por lo cual en esa nación, por ejemplo, así como en otras desarrolladas que poseen medidas igualmente restrictivas a la propaganda fraudulenta, no se prohíbe incorporar a los nombres de los productos términos como los antes citados y similares.

También, es usual que en esos países se encuentra un uso amplio de estructuras humanas o de ciertos escenarios que no se considera que signifiquen un engaño al consumidor. Un par de ejemplos de bienes que normalmente se comercializan en muchos países y que aquí no se permite hacerlo por esas razones, son cierto aceite de bacalao, en que un pescador aparece arrastrando un bacalao o, también el conocido producto “Eye mo”, el cual muy posiblemente se vende en casi todo el mundo y en donde aparece un ojo, por tratarse de un colirio, pero que en Costa Rica son prohibidos de exhibirlos a causa de regulaciones como la comentada.

Por razones como éstas, es que se sugiere que el artículo 67 se lea de la siguiente manera:

“Artículo 67: La propaganda de medicamentos… deberá limitarse única y exclusivamente a la simple presentación del producto, en lenguaje serio y discreto y a la indicación de la empresa fabricante o distribuidora y por consiguiente queda absolutamente prohibido…

c)  Hacer referencia directa o indirectamente a encuestas o a datos estadísticos o a testamento de instituciones de docencia o de investigación en forma abstracta o concreta, ni a declaraciones de profesionales en ciencias de la salud aunque tales referencias fueran ciertas, cuando haya una intención evidente de inducir al engaño al consumidor.

d) Utilizar modelos, estructuras anatómicas, personajes o escenarios que simulen a profesionales en ciencias de la salud o ambientes de consultorios médicos, establecimientos farmacéuticos o de instituciones de asistencia médica., en cualquiera de sus formas cuando haya una intención evidente de inducir al engaño al consumidor.

e)  Utilizar frases adjetivas o adjetivos calificativos del producto, para ponderar su calidad o eficacia cuando haya una intención evidente de inducir al engaño al consumidor.”
III.2.- Requisitos para obtener el Registro de Productos Alimenticios Importados.

Actualmente no existe un reglamento en el Ministerio de Salud acerca de los productos alimenticios que se importan. Como sustituto, por el momento, lo más que se aproxima a un reglamento es el listado denominado “Requisitos para Obtener el Registro de Productos Alimenticios Importados,” el cual define los términos que se deben satisfacer en el proceso de registro previo ante el Ministerio de Salud de productos importados, de acuerdo con la Ley General de Salud, ya citada, que en lo pertinente señala.

“Artículo 206: Toda persona física o jurídica que se ocupe de la importación, elaboración o comercio de alimentos de nombre determinado y bajo marca de fábrica deberá solicitar, previamente, el permiso del Ministerio y la inclusión del producto alimenticio en el correspondiente registro, sujetándose a las disposiciones reglamentarias pertinentes, en espacial, a aquellas que digan relación con el análisis previo del producto, el  pago del arancel correspondiente, el tipo de envase que se utilizará y el contenido obligatorio de la rotulación que le acompaña.”.

En el listado en mención se señala lo siguiente:

“RENOVACION DEL REGISTRO

- Cada 5 años se debe renovar el registro sanitario de productos importados presentando los mismos requisitos solicitados para el registro por primera vez.”

Debe señalarse que es meritoria la simplificación que se ha hecho del trámite para el registro de productos alimenticios importados, si bien, como se analizará posteriormente,  ya hay un anteproyecto de reglamento para esta línea de bienes regulados por el Ministerio de Salud. Sin embargo, podría facilitarse dicha renovación si se elimina la práctica de tener que presentar de nuevo todos los requisitos que se exigieron cuando el producto se registró por primera vez.

Dados esas sugerencias, se sugiere que el listado de referencia sea variado para que lea:


“RENOVACION DEL REGISTRO

· Cada 5 años se debe renovar el registro sanitario de productos importados presentando únicamente el certificado de libre venta, emitido en los seis meses previos a la fecha de vencimiento de registro, en el país de origen, así como una nota del solicitante en que manifiesta que no han variado las características de registro inicial. En caso de que hayan variado, para los efectos de los trámites de registro se considera como un producto nuevo”.

Asimismo, es necesario reiterar que la forma en que se presenta lo que, por lo demás, es un mismo producto, no debería ser factor que requiera un nuevo registro, por lo cual debe señalarse lo siguiente en la documentación necesaria para el registro, según el listado antes mencionado.

“– El registro se obtiene para el producto y debe ser indiferente al tipo de presentación ofrecida, siempre que no cambie las características técnicas del mismo, en cuyo caso se consideraría como un producto distinto.”

De igual forma, al no existir actualmente un Reglamento para el registro de productos alimenticios que se importan, se juzga necesario que en el listado –si es que se mantiene lo expuesto en el apartado anterior– se indiquen algunas condiciones fundamentales como serían la necesidad de disponer de una etiqueta previamente aprobada por las autoridades competentes, en donde se indique, entre otras cosas usualmente necesarias, la fecha del vencimiento del producto, así como que su registro de ninguna manera implica exclusividad para la importación, al igual que el procedimiento diferenciado que se ha venido exponiendo entre bienes sensibles y los restantes.

III.3.- Proyecto de Reglamento General de Control de Alimentos.

Este es un documento de estudio elaborado en 1992 mediante un proyecto de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), que se basa en la actual Ley de Salud. Se espera que llegue a sustituir a un listado o documento interno vigente del Ministerio, llamado Requisitos para Obtener el Registro de Productos Alimenticios Importados, que ha surgido como producto de la necesidad de tener algunas guías sobre procedimientos en este campo. Sin embargo, se juzga necesario practicar reformas a esta nueva propuesta, a fin de adaptarla mejor a las necesidades del comercio mundial, al tiempo que se conserva adecuadamente la función tutelar del Estado en el campo de la salud.  En particular, se harán observaciones principalmente sobre algunos artículos de lo propuesto en los Capítulos 6: Productos Alimenticios; 7: Las Importaciones; 8: Las Exportaciones y 10: Infracciones y Sanciones, pues básicamente  se refieren a aspectos comerciales, en tanto que el restante articulado del Proyecto más bien trata de procedimientos sanitarios generalizados, como, por ejemplo, sobre la higiene en las edificaciones, en la preparación de alimentos y similares.

En el Proyecto de Reglamento se lee:

“Artículo 67: Todo alimento elaborado, que se importe, elabore o envase en el país, deberá obtener previamente el correspondiente registro sanitario expedido por el  Ministerio.  En dicho registro deberá figurar toda aquella información que contribuya a establecer la composición, identificación, y procedencia del producto, sus características básicas y las características de su envase y etiquetado.”
Nuestra sugerencia es que proceda a clasificar (en cuya decisión participarían tanto el Ministerio como el sector privado interesado, en especial, consumidores), cuáles productos se consideran sensibles y el resto quedaría, por definición, como no sensible. Esto permite, tal como se ha venido señalando, enfatizar el control estatal en los bienes que se consideran sensibles.

Por lo anterior, se sugiere la siguiente redacción:

“Artículo 67.  Todo alimento elaborado, que se importe, elabore o envase en el país, deberá obtener previamente el correspondiente registro sanitario expedido por el Ministerio. En dicho registro deberá figurar toda aquella información que contribuya a establecer la composición, identificación y procedencia del producto, sus características básicas y las características de su envase y etiquetado. Se hará una clasificación de los alimentos, mediante acuerdo entre el Ministerio y representantes privados interesados, según se trate de productos sensibles, quedando los restantes como no sensibles”

De igual forma, el Proyecto de Reglamento que se comenta expone lo siguiente:

“Trámite del registro sanitario de alimentos…
“Artículo 72: Para el trámite del registro sanitario de alimentos el solicitante deberá presentar al Departamento, los siguientes requisitos…


g)  Para productos importados, adicionalmente el Certificado de pureza y libre venta y consumo extendido por la autoridad respectiva del país de origen y debidamente autenticado por el Cónsul de Costa Rica correspondiente. Si dicho certificado…”

Debe tratarse de disminuir costos de transacciones, por lo cual se propone eliminar la necesidad de autenticación por el cónsul costarricense, o, por lo menos, si es que alguna Ley así lo exige, que se permita la autenticación de líneas de productos y no de cada uno de ellos individualmente.

Si se acepta la primera propuesta, el artículo reformado se sugiere que lea así:

Artículo 72: Para el trámite del registro sanitario de alimentos, el solicitante deberá presentar al Departamento los siguientes requisitos…

g) Para productos importados, adicionalmente el Certificado de pureza y libre venta y consumo extendido por la autoridad respectiva del país de origen. Si dicho certificado…”

Si se acepta la segunda propuesta, el artículo reformado se sugiere que lea así:

“Artículo 72: Para el trámite del registro sanitario de alimentos el solicitante deberá presentar el Departamento, los siguientes requisitos…

g) Para productos importados, adicionalmente el Certificado de pureza y  libre venta y consumo extendido por la autoridad respectiva del país de origen y debidamente autenticado por el Cónsul de Costa Rica correspondiente, siendo válida la certificación para una línea de productos.  Si dicho certificado…”

En adición, se sugiere, dado que no está explícito en el Proyecto de Reglamento, incorporar un nuevo artículo que señale claramente que el registro de un producto no confiere exclusividad alguna, por lo cual se propone el siguiente artículo:

“Artículo 72-A: El registro sanitario de alimentos no confiere al solicitante la exclusividad en su importación.”

También se sugiere adicionar otro artículo en el cual se señala la obligación que tiene el registrante de informar al Ministerio cuando varía alguna de las condiciones bajo las cuales se registro inicialmente el producto, a fin de que se ajuste a la lista de sensibles  (y no sensibles) arriba indicada.

Por lo tanto, se sugiere agregar lo siguiente:

“Artículo 72-B: En caso de que varíe alguna de las condiciones bajo las cuales se registró un producto alimenticio, es obligación del registrante así informarlo al Ministerio, el cual procedería a clasificar este producto en la lista de sensibles o no.”

En el Proyecto de Reglamento se lee:

“Artículo 74: Para la obtención de la renovación del registro sanitario de alimentos, el solicitante deberá presentar al Departamento, la misma documentación indicada para la obtención del registro sanitario en el artículo 72 del presente Reglamento”.

Además de que se juzga conveniente que en el Reglamento se indique la duración del registro de inscripción de alimentos –de nuevo se propone uniformar los registros a cinco años– no se considera necesario que, para renovar el permiso, se tenga que presentar todo el trámite pedido cuando se registró inicialmente el producto, sino aplicar procedimientos más sencillos, dado que, se supone, el producto ya es conocido por las autoridades, por lo cual tan sólo se requeriría la certificación de libre venta en el país de origen y una certificación de que conserva las características bajo las cuales está registrado el producto, así como el número de registro que se le dio inicialmente.

Dado lo anterior, se sugiere la siguiente redacción:

“Artículo 74: El registro de inscripción de alimentos tendrá una vigencia de cinco años.  Para su renovación será necesario presentar un certificado de libre venta y consumo en el país de origen, así como una certificación del registrante en donde exprese que el producto conserva las características bajo las cuales en la actualidad se encuentra registrado, además del número de registro inicial.”

Asimismo, el Proyecto de Reglamento analizado dice lo siguiente:

“Artículo 75: Todo importador está obligada a dar aviso al Ministerio de cada uno de los embarques de alimentos a importar y solicitar la correspondiente autorización de desalmacenaje al Departamento.”
No sólo la redacción anterior debe adecuarse a la clasificación de bienes en sensibles y no sensibles, sino que también se debe tomar en cuenta el procedimiento previamente sugerido mediante la Ventanilla Única de Importaciones, por lo cual se sugiere la siguiente redacción:
Artículo 75: Todo importador está obligado a dar aviso al Ministerio de cada uno de los embarques de alimentos a importar incluidos dentro de la lista de bienes sensibles y solicitar la correspondiente autorización de desalmacenaje al Departamento.  Los bienes no sensibles obtendrán su autorización directamente en la Ventanilla Única de Importaciones.”

A su vez, el Proyecto de Reglamento expresa:

“Artículo 78: Los alimentos, materias primas, aditivos, materiales para fabricar envases y los envases terminados que se importen, estarán sujetos a verificación de su estado sanitario y calidad.   El Ministerio podrá ordenar la realización de los análisis que estime necesarios y los productos sólo podrán ser ingresados al país, cuando se emita la autorización correspondiente.”

De nuevo, este artículo extiende la aprobación a todo tipo de productos, por lo que se reitera la necesidad de que la aprobación que el Ministerio debe otorgar sea para aquellos productos definidos como sensibles, en tanto que, para los restantes, tal aprobación se lograría automáticamente por medio de la Ventanilla Única de Importaciones.

Por lo tanto, se sugiere la siguiente redacción:

“Artículo 78: Los alimentos, materias primas, aditivos, materiales para fabricar envases y los envases terminados   que se importen, estarían sujetos a realización de su estado sanitario y calidad. El Ministerio podrá ordenar la realización de los análisis que estime necesarios y los productos incluidos dentro de la lista de sensibles sólo podrán ser ingresados al país, cuando se emita la autorización correspondiente por parte del Ministerio.  Los bienes no sensibles obtendrán su autorización directamente en la Ventanilla Única de Importaciones.”

De la misma manera, el Proyecto de Reglamento expresa lo siguiente:

“Artículo 80: Para la obtención de la autorización de desalmacenaje se deberá cumplir con las siguientes condiciones:


a) El producto deberá estar registrado, si tuviera sujeto a dicho requisito.

b) Los datos señalados  en la solicitud concordarán con lo presentado en las facturas y en el respectivo registro.

c) No se dará autorización de desalmacenaje a productos alimenticios o aditivos, que no se encuentran debidamente registrados… trámite de registro.”

Sobre este artículo es necesario realizar  varios comentarios. En primer lugar, en cuanto al inciso (a), éste señala que el producto deberá estar registrado si estuviera sujeto a dicho requisito, pero, en realidad, según la Ley vigente, todo  producto está obligado a registrarse, por lo cual es innecesario el señalamiento condicional que allí se hace.

En segundo lugar, es necesario enfatizar la importancia que tiene la clasificación de bienes en  sensibles y no sensibles, puesto que, entre otras cosas, sólo a los primeros se les aplicaría el requisito de aprobación previa al desalmacenaje en dicho Ministerio, en tanto que los segundos podrían serlo automáticamente en la Ventanilla Única de Importaciones.

En tercer lugar, para facilitar el proceso de desalmacenaje en la Ventanilla Única de Importaciones  (y, para el caso, también en el Ministerio)  se puede iniciar todo el trámite mediante la utilización de documentos temporales, como, por ejemplo, copia de la factura comercial, la orden de pedido, una copia de los documentos de embarque, una factura pro forma, todos los cuales pueden ser enviados por vía de fax al Ministerio, en tanto no llegue al país el documento o factura original, contra la cual se conciliaría la documentación procesada en la Ventanilla Única de Importaciones o en el Ministerio.

En cuarto lugar, debe enfatizarse que el registro de un producto no constituye exclusividad alguna, por las razones previamente argumentadas, para lo cual se sugiere un inciso adicional a este artículo.

Dados los comentarios previos, se propone la siguiente redacción:

“Artículo 80: Para la obtención de la autorización de desalmacenaje se deberá cumplir con las siguientes condiciones:

a)  El producto deberá estar registrado. En el caso de bienes considerados sensibles, el trámite para la autorización deberá realizarse en el Ministerio como requisito que presentar ante la Ventanilla Única de Importaciones.  Los bienes no sensibles obtendrán su autorización directamente en la Ventanilla Única de Importaciones”

b) Para la presentación de la solicitud de desalmacenaje, el trámite podrá iniciarse con la presentación de documentos tales como la factura original, copia de la factura comercial, copia de la orden de pedido, copia del documento de embarque o de una factura pro forma, los cuales peden ser remitidos al Ministerio por vía de fax. Con la presentación de la factura original, antes del desalmacenaje, se deberán conciliar los datos.

 c)  No se dará autorización de desalmacenaje a productos alimenticios o aditivos, que no se encuentren debidamente registrados… trámite de registro.
d)  El registro de un producto no significa el otorgamiento de exclusividad en su importación.

En el proyecto de Reglamento se señala lo siguiente:

“Artículo 84: Podrá destinarse para la exportación todos aquellos alimentos que se encuentren registrados ante el Departamento, si ello procediere conforme al presente Reglamento cuyo establecimiento cuente con el Permiso Sanitario de Funcionamiento para Fábricas de Alimentos tipo A vigente. También podrán exportarse aquellos productos no sujetos a registro sanitario.” 
Sobre este artículo se plantean algunos comentarios: lo que dice es que podrán destinarse a la exportación, tanto de Fábricas tipo A, como los no sujetos a registro sanitario, lo cual dejaría por fuera a los de Fábricas tipo B, que son según el artículo 31 del Proyecto de Reglamento, las que fabrican “productos alimenticios de alto o bajo riesgo epidemiológico para distribución a nivel nacional”.

Parece innecesario este proceso de autorización previa, mediante clasificación, de quien puede y quien no puede exportar, dado que lo importante es que el exportador pueda satisfacer el requisito planteado por el país importador, para cuyo propósito es que usualmente se solicita el certificado de libre venta y consumo en su país de origen.  Es perfectamente posible que una fábrica tipo B o C satisfaga los criterios de importación que exige un país X, pero, de acuerdo con el Proyecto de Reglamento comentado, no podría se considerado como un producto de exportación hasta que no varíe su clasificación, para lo cual es necesario incurrir en trámites innecesarios. Se considera que los criterios impuestos a las exportaciones nacionales no deberán exceder los criterios de importación exigidos en el país de destino, por lo cual se recomienda eliminar el artículo 84 del Proyecto de Reglamento.

De igual manera, en el Proyecto de Reglamento analizado se expone lo siguiente:

“Artículo 88: Se prohíbe a los administradores de aduana permitir la salida de productos alimenticios de uso humano sin autorización previa del Ministerio, salvo aquellos casos en que no sea necesario su registro en el departamento.”

Lo conveniente sería permitir todo lo posible, excepto lo expresamente prohibido, por lo cual se recomienda la siguiente redacción:

“Artículo 88: Se permite la salida de productos alimenticios de uso humano salvo expresa prohibición del Ministerio, de lo cual tomarán nota los administradores de aduana”.

Similarmente, el Proyecto de Reglamento dice lo siguiente:

“Artículo 95: Se procederá a la retención de los productos, cuando se den cualquiera de las siguientes causas…

f) Por contener información no autorizada, falsa o tendenciosa en su etiquetado o publicidad.”

Por lo subjetivo de los términos allí empleados y dada la necesidad de proteger al consumidor del engaño, es necesario, tal como se comentó con anterioridad, señalar la intención de la información o publicidad. Además, es necesario indicar expresamente en el Reglamento que los productos deberán contener una fecha de vencimiento, no sólo para asegurar responsabilidades en la venta de productos “dañados” (vencidos), sino también con el propósito de informar adecuadamente al consumidor. Para lograr este último propósito se hace necesario adicionar un inciso al artículo que se comenta.

Por lo cual se sugiere la siguiente redacción:

“Artículo 95: Se procederá a la retención de los productos, cuando se den cualquiera de las siguientes causas:…

f) Por contener información no autorizada, falsa o tendenciosa en su  etiquetado o publicidad, cuando haya una intención evidente de inducir al engaño al consumidor.”


g) No tenga una fecha de vencimiento claramente expuesta.”

También, el Proyecto de Reglamento citado señala:

“Artículo 101: Será responsable de cometer una infracción sanitaria:…a granel.”

Es muy importante, dado el énfasis que se ha puesto en trasladar el control de los productos no sensibles a nivel del estante, lograr proteger al consumidor, en lo posible, del fraude, por lo cual el producto importado deberá cumplir con los requisitos o condiciones bajo las cuales se registró.  De esta manera, si se vende un producto con características diferentes a las señaladas en el registro, así como en una fecha posterior a la indicada de vencimiento, deberá ser objeto de penalización, por lo cual se sugiere agregar un inciso al artículo bajo comentario, para que se lea así:

“Artículo 101: Será responsable de cometer una infracción sanitaria:… a granel.

d) quien venda un producto importado autorizado al registrarse y que tiene características distintas a las señaladas en el registro, así como en una fecha posterior a la indicada de vencimiento.”

De manera similar, el Proyecto de Reglamento analizado dice lo siguiente:

“Son infracciones de carácter fraudulento.

Artículo 10:3…

b)  La falsedad, engaño o inexactitud en cuanto a la naturaleza, origen, composición, calidad, cantidad, denominación, etiquetado o publicidad de cualquier alimento…”
Por idénticas consideraciones a las señaladas al comentar el artículo 95 inmediato anterior, se propone la siguiente redacción.


“Son infracciones de carácter fraudulento:


Artículo 103:…


b) La falsedad, engaño o inexactitud en cuanto a la naturaleza, origen, composición, calidad, cantidad, denominación, etiquetado o publicidad de cualquier alimento, cuando haya una intención evidente de inducir al engaño al consumidor…”
IV.- MINISTERIO DE ECONOMÍA, INDUSTRIA Y COMERCIO

Es interesante hacer notar que este Ministerio ha procedido a eliminar una serie de regulaciones, por lo cual es relativamente poco, aunque es posible que sea importante, lo que al respecto se encuentra en dicha entidad que pueda ser  objeto de sugerencias para eliminar distorsiones, dada la restricción de no poder variarse las leyes.  La principal función reguladora de este Ministerio yace en la Ley de Protección al Consumidor y, con las excepciones del Reglamento a la Ley de Fomento Salinero y el Reglamento a la Ley Reguladora de las Relaciones entre Productores e Industriales del Tabaco, no tiene en la actualidad otros reglamentos propios que puedan ser de interés revisarlos por decreto.  También se evalúan diversas regulaciones en los campos del alcohol, granos básicos, productos lácteos, tejidos de yute y sacos para envasar, así como sobre importaciones de trigo, al igual que una norma para el etiquetado y declaración de propiedades de alimentos pre-envasados que destaquen alguna cualidad nutricional, todos los cuales se analizan a continuación.

IV.1.-  Reglamento a la Ley de Fomento Salinero.

Una de las entidades reguladoras que se encuentra bajo el amparo institucional del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, es la Junta de Fomento Salinero, la cual está regulada por un Reglamento a la Ley de Fomento Salinero, Decreto Ejecutivo 9377-MEC de 4 de diciembre de 1978, que depende de la Ley de Fomento Salinero, ley 6080 de 16 de agosto de 1977, la cual dice en sus partes relevantes:

“Artículo 1;  La presente ley tiene por finalidades fundamentales:

 a) Vincular a todas las personas y entidades, públicas y privadas, que se dediquen a la industria de la sal obtenida del agua de mar, en todas las etapas de su explotación, industrialización y comercio;

b) Mantener un régimen equitativo de relaciones entre los productores y entre estos y las entidades que se dediquen a la industrialización en todas las etapas; y

c) Promover el desarrollo de la actividad salinera nacional, mediante el fortalecimiento de las personas físicas y jurídicas que se dediquen a ella, y el mejoramiento de la situación económica y social de los productores que dependen básicamente de esta actividad para subsistencia.”

A su vez, el Reglamento que se analiza señala lo siguiente:

“Artículo 1: La Junta de Fomento Salinero es una corporación de derecho público, con personería jurídica propia, tendrá bajo su responsabilidad la ejecución y vigilancia de la Ley de Fomento Salinero… y actuará en resguardo del interés nacional y de la equidad en las relaciones entre las partes que regula la ley y este reglamento.”

De acuerdo con el Reglamento analizado:

“Artículo 3: La Junta de Fomento Salinero estará formado por cinco miembros propietarios, designados cada cinco años, así:

a) Un representante del Ministerio de Economía y Comercio;

b) Un representante del Ministerio de Agricultura y Ganadería o del Consejo Nacional de Producción;

c) Dos asociados de las cooperativas o asociaciones de productores de sal; y
c) Un representante del Sistema Bancario Nacional…”

De acuerdo con la integración de la Junta de Fomento Salinero, el Estado tiene la mayoría de sus miembros por medio del representante del Ministerio de Economía, (Industria) y Comercio, así como el del Ministerio de Agricultura y Ganadería o del Consejo Nacional de Producción, quien fuere, además del representante del Sistema Bancario Nacional.  De esta manera, es posible para el Estado, una vez definida una política de apertura comercial, lograr la mayoría de votos en la Junta de Fomento Salinero, a fin de que sea puesta en práctica.

La anterior decisión es muy importante en este campo, dado que la función esencialmente reguladora del comercio que puede ejercer la Junta se basa en lo que indica el artículo 10, en sus incisos (e) que es copia de parte del inciso (d) del artículo 11 de la Ley; en el (j ), que es igual al inciso de la misma letra del artículo citado de la Ley; en el (ñ) que es idéntico al inciso de igual letra de ese artículo y en el (t), que es casi idéntico al inciso (p) del artículo 11 de la Ley.

El Reglamento dice:

“Artículo 10: Son fines principales de la Junta:…


…e)  Asegurar el abastecimiento interno de ese producto, en forma tal que el consumidor no se ve afectado…


…j)  Recomendar la importación y exportación de sal, garantizando que exista un adecuado abastecimiento del consumo doméstico…


…ñ) Recomendar a la Dirección General de Comercio Interior del Ministerio de Economía y Comercio, la fijación de precios para las diferentes etapas de comercialización de la sal…


…t)  Cumplir cualquier otro fin que se le asigne este reglamento.”

Aquí hay varios aspectos que interesa destacar. Primero, que la función, según el inciso (j) arriba citado, de la Junta en el campo de la importación y exportación es solamente la de “recomendar”. Incluso, en el artículo 31 de la Ley se lee que:

“Artículo 31: Con el propósito de mantener un mecanismo que permita estabilizar los precios y garantizar el abastecimiento de sal en el mercado interno, la importación  y exportación de sal podrá canalizarse por medio de la Cooperativa, previa recomendación de la Junta. “ (El subrayado es el autor de este informe).

Asimismo, en el Reglamento bajo comentario, en el Capítulo VIII: Del Régimen de Importaciones y Exportaciones, tampoco se hace mención de cómo se deberá ejecutar su recomendación, sino que, al igual que como señala la Ley, puede hacerlo por medio de la Cooperativa, de manera que es factible que cualquier persona puede también realizar dicha importación o exportación mediando la recomendación de la Junta citada.

En segundo término, ni el Reglamento ni la Ley son claros en cuanto a quién debe dirigir la Junta, su recomendación sobre importaciones o exportaciones. En efecto, el inciso (j) arriba citado (tanto en el Reglamento como en la Ley en su artículo 11) no indica ante quién la Junta formula su recomendación para que decida sobre su pertinencia.  A lo más que se aproxima el Reglamento en cuanto a quien dirigir sus recomendaciones, son las referentes a precios de venta, cuando señala en su artículo 33 lo siguiente:

“Artículo 33: La Junta recomendará a la Dirección de Comercio Interior del Ministerio de Economía y Comercio, los precios de venta en las diferentes etapas de comercialización de sal, distinguiendo si el uso final es para el consumo humano, industrial o pecuario…”

Lo que ha sucedido es que ha interpretado (pues tampoco la Ley señala explícitamente) que la recomendación se dirige al Ministerio de Economía, Industria y Comercio, quien es el que, en  última instancia , decide si acepta o no dicha recomendación de la Junta.

Por lo anterior, queda en manos de ese Ministerio decidir si se prosigue un camino de apertura comercial o no en el campo salinero, pues una recomendación negativa hacia el libre comercio de parte de la Junta (en donde, para empezar, se supone que la mayoría de los miembros representaría la posición positiva del Estado), siempre podría ser rechazada por el Ministerio de Economía y Comercio, por lo que el caso resta, en última instancia, en la definición de una política de apertura comercial para este sector por parte del Estado.

IV.2-  Reglamento de la Ley Reguladora de las Relaciones entre Productores e Industriales del Tabaco.

El Reglamento de la Ley Reguladora de las Relaciones entre Productores e Industriales del Tabaco, Decreto Ejecutivo 5 de 20 de marzo de 1962, está sujeto a la Ley Reguladora de las Relaciones entre Productores e Industriales del Tabaco, Ley 2072, de 15 de noviembre de 1956, la  cual, en lo que interesa, señala:

“Artículo 1: Es el objetivo fundamental de esta ley, establecer sobre bases equitativas las relaciones entre los productores e industriales del tabaco, en  beneficio de los intereses económicos de ambos grupos y con provecho de la producción nacional.”

Además, la Ley citada expresa que:

“Artículo 2: Para el cumplimiento de esta ley se crea la Junta de Defensa del Tabaco, de nombramiento del Ministerio de Economía y Hacienda…”

Una de las características de este Reglamento es que su articulado es, casi en su totalidad, copia textual de lo que indica la Ley, por lo cual, cuando fuere  necesario, se hará referencia a cualquiera de ambas fuentes indistintamente.

El Reglamento que se analiza (y así también lo expresa la Ley en su artículo 2) dice lo siguiente:

“Artículo 3: La Junta funcionara bajo la dirección general de un Consejo Directivo, de nombramiento del Ministerio de Economía y Hacienda e integrado de la siguiente manera:

a) Un representante del Ministerio de Agricultura y Ganadería;

b) Un representante del Ministerio de Economía y Hacienda;

c) Un representante calificado de los agricultores tabacaleros;

d) Un representante de las empresas fabricantes de cigarrillos; 

e) Un representante del Consejo Nacional de Producción.

Resulta interesante señalar que, al igual que en el caso de la Junta de Fomento Salinero, tema que se analizó con anterioridad, el Estado tiene la mayoría de los miembros de la Directiva de Defensa del Tabaco, por intermedio del representante del Ministerio de Economía y Hacienda (hoy día, de Economía, Industria y Comercio), así como por el del Ministerio de Agricultura y Ganadería y otro del Consejo Nacional de Producción, en tanto que, como representantes de los intereses gremiales particulares, aparecen sólo dos miembros más.  De esta manera, es posible para el Estado, una vez que defina una política de apertura comercial en este sector, obtener una mayoría de votos suficientes en la Junta de Defensa del Tabaco para ponerla en práctica.

Por otra parte, lo siguiente se señala en el Reglamento que se analiza (lo cual, también aparece, con redacción similar, en el artículo 4 de la Ley)

“Artículo 25: El Consejo Directivo tendrá las siguientes atribuciones:
a) Recomendar al Consejo Nacional de Producción, los precios de compra que corresponden a los diferentes tipos o clases de tabaco en cada cosecha…

…b)  Recomendar al Consejo Nacional de Producción la fijación de la cuota anual de producción de los diferente tipos  o clases de tabaco…

…h)  Recomendar al Consejo Nacional de Producción todas aquellas medidas tendientes a evitar la superproducción de tabaco, así como recomendar la importación, previo acuerdo con las empresas, de los faltantes que llegaren a presentarse, [la Ley agrega en este punto: ‘por causas imprevistas o de fuerza mayor’] importación que se venderá al mismo precio fijado para el tabaco nacional”.

Del artículo anterior se deducen varias cosas.  En primer lugar, que la función regulatoria al comercio que puede ejercer la Junta de Defensa del Tabaco es simplemente la de recomendar ciertas prácticas, en efecto restrictivas, al Consejo Nacional de Producción (CNP), quien, ante tales recomendaciones, es la entidad que deberá tomar la decisión final acerca de cómo proceder.

En segundo lugar, en la Ley se señala que la recomendación, por parte de la Junta al CNP, para importar se da cuando haya faltantes “por causas imprevistas o de fuerza mayor”  [inciso (g) del artículo 4 de la ley citada], en tanto que en el Reglamento no se califica al faltante para importar, sino tan sólo se menciona cuando haya un faltante.  Es decir, se observa un Reglamento ligeramente más amplio que la propia Ley.

En tercer lugar, como las recomendaciones de las políticas restrictivas al comercio ( y la producción) por parte de la Junta de Defensa del Tabaco se dirigen al CNP, el cual decide, en última instancia, si las acepta o no, depende del gobierno, por medio del CNP, decidir si se prosigue o no un camino de eliminación de distorsiones al comercio en el sector del tabaco, pues una recomendación de dicha Junta que se contraponga al libre comercio, siempre podría ser rechazada por el Consejo. Es más, no es fácil imaginar que la Junta recomiende tal política opuesta a la hipotética del gobierno, dada la mayoría de representantes estatales en esa Junta.  En resumen, la decisión de eliminar esta distorsión descansa en manos del gobierno, para cuya implementación, al igual que en el caso de la sal, sería muy útil la existencia de la ventanilla única de importaciones, como facilitadora de todos los trámites administrativos del caso.

IV. 3.-  Regulaciones en el Campo del Alcohol

Al formar parte la vigencia del monopolio en la producción de alcohol por la Fábrica Nacional de Licores de una regulación establecida en el Ministerio de Economía, Industria y Comercio, mediante el artículo 443, reformado, del Código Fiscal (Ley 8 del 31 de octubre de 1885), se ha decidido incorporar dicho tema en este estudio, pues no sólo el Ministerio ha asumido la posición de revisar el  marco que actualmente parece conferir dicho monopolio, sino porque también internamente se ha realizado diversos informes en ese Ministerio orientados a introducir la competencia a dicho monopolio. Entre esos informes están los siguientes: “Estudio sobre el alcohol” elaborado por los licenciados Juan Carlos Borbón, Flor López y María Teresa Solís, el 8 de diciembre de 1992 y “Costos del Alcohol Industrial”, preparado por Rigoberto Badilla Gamboa, con fecha 23 de julio de 1992.

En el Estudio sobre el Alcohol antes citado se hace referencia a los siguientes artículos del Código Fiscal y sus reformas.

“Artículo 443: Son artículos estancados, el aguardiente, el alcohol y toda bebida alcohólica del país…

…La elaboración del alcohol estará regulada de la siguiente manera:
El Ministerio de Industrias, Energía y Minas será el organismo responsable de emitir las políticas de desarrollo de la actividad alcoholera, de conformidad con el siguiente esquema sectorial:

a)  La producción y el uso de alcohol etílico para fines licoreros a industriales y la elaboración de rones crudos para el consumo nacional y para la  exportación corresponderán a la Fábrica Nacional de Licores…

b) El Ministerio de Industrias, Energía y  Minas podrá autorizar la producción para fines carburantes a productores privados o estables.  Sin embargo, únicamente la Refinadora Costarricense de Petróleo estará facultada para regular, controlar y comercializar este producto por medio de sus gasolineras…”

De igual forma, el informe citado señala lo siguiente:

“Artículo 444: El monopolio de estos artículos se explotará por el gobierno con arreglo a las disposiciones de este capítulo pero el ejecutivo podrá arrendar a particulares la explotación del monopolio o simplemente la elaboración de licores.”

De los dos artículos anteriores, los firmantes del informe arriba citado concluyen en que “el monopolio está expresamente establecido para la producción y uso del alcohol etílico para fines licoreras e industriales, (pero) no se alude a la comercialización” (p. 6; el paréntesis anterior es del autor de este informe), puesto que la expresión  “uso” en el inciso (a) del artículo 443 no se refiere a la concesión de un monopolio, sino de control, puesto que, cuando el legislador quiso introducir un monopolio en la comercialización, lo indicó claramente, tal como se dispuso en el inciso (b) del artículo 443, en donde se le dio a RECOPE la facultad exclusiva para “… comercializar este producto por medio de sus gasolineras…”

Tal resultado abre la posibilidad de satisfacer la petición formulada en otras instancias pasadas y que dio lugar a los dos estudios antes mencionados, para permitir la importación del alcohol para ser usado en la producción de perfumes y cosméticos. Sin embargo, la eliminación del monopolio del alcohol etílico deberá ser practicada mediante reforma a la Ley, aunque la privatización en proceso de la Fábrica Nacional de Licores (FANAL) abre tal posibilidad. Por el momento, funcionarios de esa firma han señalado no tener inconvenientes en permitir la importación de alcohol para propósitos de producir perfumes o cosméticos, pues, de todos modos, por ser volúmenes individuales muy pequeños, los importadores incurrirían en un costo mayor que si lo adquirieren por medio de FANAL, la cual no sólo tiene capacidad de almacenamiento ya establecida, sino también precios más adecuados, dado el volumen de alcohol que adquiriría mediante la consolidación de compras.

Por las consideraciones anteriores, lo conveniente parece ser que el gobierno, una vez privatizada FANAL, lo cual parece inminente en el corto plazo, permita la libre entrada (y salida) a cualquier empresa a este tipo de actividad.

Si es que, por una u otra razón, no se puede lograr lo indicado en el párrafo inmediato anterior, mediante un decreto se podría intentar definir lo que es factible permitir dentro de los conceptos de “uso” y “producción” referidos en el inciso (a) del artículo 443 y permitir, de acuerdo con el artículo 444, negociar soluciones con base en el arrendamiento.

IV. 4.  Norma General para el Etiquetado y Declaración de Propiedades de Alimentos Pre-envasados que Destaquen Alguna Cualidad Nutricional.

A continuación se formulan comentarios sobre el decreto de la Norma General para el Etiquetado y Declaración de Propiedades de Alimentos Pre-envasados que Destaquen Alguna Cualidad Nutricional, con el propósito, no tanto de sugerirle reformas, sino que sirva como medio para hacer una propuesta de centralizar en un sector del Estado, la toma de decisiones en cuanto a normalización y metrología.

La Norma General para el Etiquetado y Declaración de Propiedades de Alimentos  Pre-envasados que Destaquen Alguna Cualidad Nutricional, Decreto Ejecutivo 21481-MEIC de 19 de Agosto de 1992, tiene sustento en la Ley de Protección al Consumidor, ley 5665 del 20 de febrero de 1975 y sus reformas, así como en la Ley de Salud, antes referida.

Ciertamente esta norma no parece crear problemas significativos (ni tampoco menores) que puedan ser subsanados mediante sugerencias para reformarlo, pero permite señalar una idea básica, que se deduce del análisis de diversas Leyes y Reglamentos analizados, como es la necesidad que hay de redefinir la dispersión existente entre las entidades gubernamentales en cuanto al proceso de normalización.  Lamentablemente no es factible introducir reformas en este sentido a los Reglamentos, como tales, dado que las principales Leyes que les sirven de  base, dan autoridad a diversos Ministerios para que sean ellos quienes puedan tener sus propios procesos de normalización.

El principio que se sugiere es centralizar en un organismo que, incorporando a los especialistas de los respectivos Ministerios, sea la única entidad pública que, en última instancia, defina la normalización de aquellos bienes que se considere deseable de aplicar en el país, en donde se obedezca a criterios generales del sector público, en conjunto con el sector privado, y no los de Ministerios concretos. Además, con dicha centralización se evitan problemas entre Ministerios que tienen competencias de normalización aplicadas a los mismos productos y que con frecuencia ocasionan problemas a empresarios que tienen que cumplir un conjunto dual de reglas de normalización.

Lo que el país parece requerir es una legislación adecuada sobre normalización y metrología, en donde la actual dispersión en el campo se centralice alrededor de   una entidad que tenga atribuciones muy definidas en ambos campos.  Así, en el de mediciones, debe definirse acerca de la universalidad de los sistemas de medida, la obligatoriedad de la medición de las transacciones acorde con esos patrones, entre otras cosas, mucho de lo cual ya está contenido en la actual operación de la Oficina de Normas y Medidas del Ministerio de Economía, Industria y Comercio.

Por otra parte, en los campos de la normalización, de emisión de certificaciones, de acreditación de mediciones empleadas en otras naciones y el sistema de verificación de esas medidas, se requiere centralizar la determinación de las políticas sobre temas tales como las características o especificaciones de productos y procesos en cuanto puedan constituir un riesgo para la salud humana, animal, vegetal, de seguridad o ambiental. Sobre estos aspectos mucho se ha propuesto en el curso de este trabajo, pero, dada la  legislación vigente, las sugerencias se han mantenido en el marco regulatorio vigente en unidades específicas del  Estado (por ejemplo, en los Ministerios de Salud y de Agricultura y Ganadería).  Sin embargo, parece conveniente  proceder,  a relativamente corto plazo, mediante la reforma legal apropiada, a centralizar este tipo de decisiones en una entidad gubernamental.

Una de las funciones de esa entidad, que denomino como la Oficina Nacional de Normalización, sería la de determinar las características o especificaciones de los insumos usados en la producción, al igual que en el caso de los envases usados y, muy especialmente, ante el proceso de integración comercial que el mundo experimenta, definir criterios para clasificar las importaciones de acuerdo con que satisfagan condiciones de calidades, con el propósito de impedir que Costa Rica se pueda convertir, por causa de un inadecuado sistema de calificación de los bienes, en un lugar de colocación de productos de segunda o tercera en cuanto a calidad, que se presenten como de primera categoría. Un elemento vital en el concepto moderno de protección al consumidor es brindarle la información adecuada para que, con base en ella, elija según sus preferencias y capacidad de pago.

Evidentemente los temas anteriores están íntimamente relacionados con el proceso de etiquetado, el cual deberá universalizarse en cuanto a su aplicabilidad tanto para la producción doméstica como para la externa, pero también en el sentido de definir reglas internas únicas y no dispersas, como sucede en la actualidad, según sea el Ministerio del caso que tenga que imponerlas.

También los proceso de certificación y de acreditación deben ser redefinidos de nuevo a la luz de la apertura comercial que se da en el mundo, pues es necesario que haya una entidad especializada que defina los parámetros para brindar los certificados de calidad de nuestros productos –tanto para el mercado interno como para la exportación, en especial para ésta última, pues muchas naciones exigen tales certificados – a la vez que se definen las reglas de aceptación de las certificaciones de los bienes importados, pues no debe bastar tan sólo una mención de cierto criterio de calidad, si dicha definición no está de acuerdo con reglas universalmente aceptadas o provienen de naciones cuyos sistemas de normalización no son aceptados por Costa Rica.  Es evidente que la puesta en práctica de criterios como estos puede dar lugar a un proteccionismo disfrazado a medidas, pero está en la habilidad del legislador impedir que ese sea el resultado, que va en contra del propósito básico de informar adecuadamente al consumidor o usuario nacional, así como impedir el fraude y el engaño.
Se sugiere que, en función de la restricción de no variación de Leyes y en tanto ellas no pueden ser variadas, esa Oficina Nacional de Normalización opere adscrita o dentro del Ministerio de Ciencia y Tecnología. Por la naturaleza del servicio, debe ser una entidad pública, en donde exista no sólo la participación de los diversos Ministerios que tienen estrecha relación con el tema (por ejemplo, el de Economía, Industria y Comercio, el de Salud, el de Agricultura y Ganadería, el de Comercio Exterior, el de Recursos Naturales, Energía y Minas, el de Hacienda) sino también participación directa de asociaciones representativas del sector privado.

Dicha oficina surgiría bajo el mismo principio que dio lugar a la creación de la Ventanilla Única de Exportaciones, esto es, que los Ministerios, sin ceder competencias dictadas por las leyes del caso, deleguen en esa oficina los trámites de formalización a su cargo.  Alternativamente, si no se acepta este modus operandi, debe definirse que los Ministerios acepten que la normalización que ellos internamente seguirían practicando, deberá ser homologada por ese cuerpo “superior”.

Se sugiere que se adopte el primer esquema, pues no sólo sería más claro, institucionalmente hablando, sino que permitiría minimizar las posibilidades de fricción antes mencionado entre entidades gubernamentales de un mismo nivel (por ejemplo, entre Ministerios de un mismo rango).

La propuesta de centralizar esa Oficina Nacional de Normalización, en especial a la luz de una reforma administrativa en proceso en los Ministerios de Economía, Industria y Comercio, y en el de Comercio Exterior, se debe a que todos los actuales Ministerios que dictan normas (los de Salud, de Agricultura, de Economía, Industria y Comercio, además del de Recursos Naturales) delegarían los trámites a su cargo en un nuevo ente que es “neutral” en cuanto a la actual prestación de algún tipo de servicios de normalización. Además, en ese Ministerio se supone que puede, con relativa facilidad, disponer de la información y conocimientos técnicos necesarios, para proceder adecuadamente en este sentido. Esta definición gubernamental es especialmente apropiada en momentos en que el Ministerio de Economía, Industria y Comercio tiene en mente una reestructuración de su Dirección Nacional de Normas y Unidades de Medida.
IV. 5.- Regulación en el Campo de los Granos Básicos.
Como parte de los esfuerzos por desregular a este sector, en el Ministerio de Economía, Industria y Comercio se presentó el informe interno titulado “Estudio Jurídico de Restricciones al Comercio en Leche, Arroz, Maíz Blanco, Tabaco, Avícolas y Porcino,” suscrito por los licenciados Juan Carlos Borbón, Flor López y María Teresa Solís, el 8 de diciembre de 1992.

En lo pertinente dicho informe destaca que el problema para la liberalización en el campo de la importación de arroz se debe a la propia Ley de Creación de la Oficina del Arroz (Ley 7014), la cual señala lo siguiente:

“Artículo 10: La Oficina tendrá las siguientes atribuciones y deberes…


…b) Dirigir, reglamentar y ejecutar la exportación y la importación de arroz para lo que deberá cumplir los siguientes requisitos…


…k) En casos muy calificados importar arroz en granza y distribuirlo entre las empresas beneficiadoras…”
Ante la decisión que el gobierno había tomado de liberalizar por medio de un decreto (el Decreto Ejecutivo 21095-MAG-MEIC de 24 de junio de 1992) las licencias de importación y exportación de arroz, entre otros granos, se dieron los pronunciamientos de la Procuraduría General de la República C150 y C191, que en síntesis señalan que, por medio de un decreto, no se puede liberalizar las regulaciones instituidas por ley, de manera que el gobierno se vio obligado a echar marcha atrás en sus propósitos liberalizadores, a no ser que proceda según la Procuraduría, a efectuar el cambio legal.
Se ha señalado, por otra parte, la opción de eliminar tales licencias por medio del  “Convenio para la Venta de Productos Agrícolas entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos de América (PL 480)” ratificado mediante la Ley 7203 de 29 de setiembre de 1990, en el cual se señala lo siguiente:

“1.- Los aquí firmantes notan que el artículo V, Capítulo II, párrafo B.2 del Convenio, con relación a la importación de maíz, frijoles y arroz, se lea como sigue:

El [Gobierno de Costa Rica] continuará con la reducción de las distorsiones en el precio y mercadeo de maíz, frijol y arroz, limitando el papel del [Consejo Nacional de Producción] en la comercialización de estos granos. Con este fin, el [Gobierno de Costa Rica] eliminará las licencias de importación y todas las otras restricciones no tarifarias sobre la importación de frijoles, maíz y arroz…
…3.  Los aquí firmantes acuerdan, en consecuencia, señalar que las estipulaciones citadas anteriormente significan que no existe obligación por parte del Gobierno de Costa Rica para eliminar, dentro de un plazo determinado, las licencias de importación y otras restricciones no tarifarias sobre el maíz blanco, arroz y frijoles.“ (Los paréntesis son del autor de este informe).

La falta de definir un plazo específico para llevar a cabo la decisión de eliminar licencias y otras restricciones a la importación de los granos básicos citados, parece dificultar el camino de usar el PL-480 como medio para liberalizar estas restricciones.

Otra posibilidad de proceder a lograr tal objetivo es que el gobierno presente un recurso de inconstitucionalidad contra le Ley de Creación de la Oficina del Arroz, dado que en ella se ha creado un monopolio, pues, como señalan los pronunciamientos de la Procuraduría General de la República C-252-88 y C-031-88, tal Oficina tiene la exclusividad en la importación. (¿Medió el número de votos legislativos requerido en la creación de este monopolio?).
En todo caso, estos son caminos jurídicos recomendados a lo interno del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, los cuales no deben ser descartados, pero, tal vez, a corto plazo, lo conveniente sea empezar por  negociar con los grupos de interés algún tipo de arancel (siempre y cuando no exceda el límite consolidado ante el GATT de un máximo del 55%, al cual se deberá llegar en noviembre de 1992), como sustituto del actual sistema de licencias, con lo cual no sólo se podría garantizar la protección que es lo que en esencia buscan los gremios de productores domésticos de ese grano (en concreto, del arroz), al tiempo que el fisco percibe recursos provenientes del arancel y se aminoraría la distorsión al sistema que introduce esta práctica comercial malsana, pues no se sabe el grado de proteccionismo que se deriva de tales licencias.
Una derivación lamentable que tuvo la decisión de la Procuraduría al sostener el sistema de cuotas de la Oficina del Arroz, es que no se limitó a este grano, sino que hizo extensiva la distorsión al maíz blanco y a los frijoles.

Una alternativa para liberalizar la importación de granos básicos es basarse en el acuerdo para la adhesión de Costa Rica al GATT (Tema que será analizado con mayor amplitud en la siguiente sección), por el cual Costa Rica se compromete a  ir gradualmente eliminando (en un plazo de cuatro años) las licencias de importación. Este acuerdo formal constituye otro elemento de presión para negociar la conversión hacia aranceles arriba sugerida, por lo cual la evolución del asunto resta en manos del gobierno.

IV.6.- Regulación en el Campo de los Productos Lácteos.
Con el propósito de brindar sugerencias acerca de cómo desregular al sector lechero y eliminar barreras no arancelarias a su comercio, en el Ministerio de Economía, Industria y Comercio se presentó el informe interno titulado “Estudio Jurídico de Restricciones al Comercio de Leche, Arroz, Maíz Blanco, Tabaco, Avícolas y Porcinos,” antes citado y suscrito por los licenciados Juan Carlos Borbón, Flor López y María Teresa Solís.
En dicho estudio se hacen diversos comentarios sobre las licencias en el caso de importaciones de productos lácteos, los cuales se pueden resumir de la siguiente manera:
La adhesión de Costa Rica al GATT se  constituyó en un importante elemento liberalizador de estas prácticas inconvenientes. En efecto en el documento del Ministerio de Comercio Exterior (COMEX), Adhesión de Costa Rica al Acuerdo General sobe Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT), se señala que:

“El representante de Costa Rica declaró que su gobierno está comprometido eliminar gradualmente el uso de permisos de importación para regular el abastecimiento  de algunos productos  básicos de consumo agrícola, y continuará eliminando los permisos de importación existentes en unos pocos sectores específicos en el mayor grado posible, con el objetivo de eliminar su uso en el período de cuatro años después de la adhesión de Costa Rica al GATT:” (Op. Cit., p.38, inciso 50).
Por una parte, entre esos “algunos productos básicos de consumo agrícola” el gobierno señaló a la leche, tal como lo evidencia el Decreto Ejecutivo 20578-MEIC de 9 de julio de 1991, en el cual se lee lo siguiente:
“CONSIDERANDOS
1.- Que el numeral 4 de la parte I de la ley Nª 7207 de 24 de octubre de 1990,  Ratificación del Protocolo de Adhesión de Costa Rica al Acuerdo General sobre  Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT), dispone que Costa Rica continuará eliminando, gradualmente, los permisos de importación actuales, y cualquier restricción relativa a licencias de importación, y completará su eliminación durante los cuatro años siguientes a la fecha de adhesión de Costa Rica al Acuerdo General…”

Para luego decidirse lo siguiente:

“DECRETAN

“Artículo 1: Toda importación de leche fluida, grasa anhidra, leches maternizadas, leches medicinales, fórmulas especiales para lactantes, leche evaporada, leche condensada y cualquier otro producto o subproducto lácteo deberá contar con la autorización previa del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, que deberá expedir la respectiva licencia para tal efecto…”

El decreto acabado de citar es interesante por varias razones. En primer lugar, le quita al Consejo Nacional de Producción la potestad que tenía de emitir esas licencias y la concentra en el Ministerio de Economía, Industria y Comercio, lo cual se supone que fue llevado a cabo para alejar un poco la fuente de la  dispensa de la influencia de los grupos  de presión directamente interesados en las regulaciones  citadas. En segundo lugar, al tomar tal decisión con base en la adhesión al GATT, se está señalando que la leche y sus derivados forman parte de esos “algunos productos básicos de consumo agrícola” que Costa Rica se comprometió a eliminar en cuatro años (para 1994). En tercer lugar, el decreto  en mención, aunque aquí no se transcribe, también deja en manos del Consejo Nacional de Inversiones, entidad que opera adjunta al Ministerio de Comercio Exterior, la concesión de permisos de importación para los productos de lácteos cuando sean para incorporarlos en un bien destinado a la exportación, así como que tampoco se requerirá tal licencia de importación en los casos de tratados bilaterales, acuerdos de alcance parcial o dentro del MCCA.

En síntesis, gradualmente se ha ido liberalizando el mercado de la leche y sus derivados, como lo evidencia el decreto que se comenta.

Es más, el Decreto Ejecutivo 21265-MEIC de 5 de mayo de 1992, introduce, de nuevo con base en la adhesión de Costa Rica al GATT, otra importante medida liberalizadora del comercio de productos lácteos, pues elimina las licencias para la importación de leche condensada y leche evaporada, por lo cual no se requiere de permiso previo para su importación.

Al momento ésta parece ser la situación en el campo de los productos lácteos, sobre lo cual parecen existir dos vías para actuar en su liberalización, de nuevo con base en esa adhesión de Costa Rica al GATT.  En primer lugar, debe continuarse el proceso de eliminación, mediante decretos similares al 21265-MEIC arriba mencionado, las licencias aún vigentes para productos lácteos y derivados y, en segundo lugar, porque el tema es sensible desde el punto de vista político, proceder a traducir a aranceles la actual protección que se brinda a este sector. Sobre esto último se considera que lo conveniente es que los productos lácteos estén sujetos a la misma estructura arancelaria básica de la economía que hay en la actualidad (rango 20/0, según sea al caso), en tanto que el supuesto problema del dumping internacional en este tipo de productos se debe tratar por medio de la legislación antidumping que tenga el país.

IV.7.- Regulaciones sobre Tejidos de Yute y Otras Fibras Textiles y sobre Sacos y Talegas para Envasar.

De acuerdo con el Decreto Ejecutivo 18611-MEIC de 27 de octubre de 1988, se  exige el requisito previo para la importación de tejidos de yute y otras fibras textiles de la parte interna de la planta, que aparecen nombrados en la partida 57-03, y los cuales están contenidos en la partida NAB 57 10 00 00, al igual que para las de sacos y talegas para envasar, de fibras que se clasifican en el Capítulo 57, y que están comprendidas en la partida NAB 62 03 01 00.

El origen de este decreto fue, según el decreto arriba citado, para “proteger de los serios problemas de competencia desleal” a “una cantidad significativa de pequeños agricultores”, por lo cual, ante la reunión del Comité Arancelario Centroamericano, reunido en Managua el 12 de noviembre de 1987, se decidió recomendar a los Estados Contratantes Signatarios del Convenio sobre el  Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano, la adopción de las medidas necesarias…”, ante lo cual Costa Rica estableció los requisitos mencionados previamente en el Decreto que se analiza.

Sobre esta área parecen existir dos cursos alternativos de acción para proceder a liberalizar las actuales restricciones de requisitos previos, una de las cuales está siendo llevada a cabo por el MEIC, específicamente, se trata de arancelizar la actual protección no arancelaria, sujeta al límite máximo permitido por la accesión de Costa Rica al GATT, en términos similares a los granos básicos tal como previamente se indicó.  Para poner en práctica esta decisión, el país ha decidido presentar la reforma del caso ante el Consejo Arancelario Centroamericano, para que ese organismo lo apruebe en dichos términos.

A pesar de lo anterior, parece ser factible que Costa Rica unilateralmente puede  eliminar dicho requisito a nivel nacional, pues no sólo la medida impuesta fue resultado de una “recomendación a los Estados Contratantes”, según señala el decreto arriba citado, sino que, también, en apariencia, tales decisiones no son  obligantes para los países del área. Para proseguir este segundo curso de acción, el cual tiene la ventaja sobre el anterior en cuanto a que es más expedito en sus beneficios, se sugiere obtener la opinión legal del Departamento Legal del MEIC sobre si ello procede.

Si su respuesta es positiva, sería necesaria la emisión de un decreto eliminando el requisito de permisos previos y determinar el arancel correspondiente, el cual se sugiere que sea igual al actual de la estructura arancelaria de Costa Rica y no el máximo consolidado ante el GATT (en caso de que no se acepto esto último, debería definirse en dicho decreto un proceso gradual de reducción de ese arancel inicial hasta llegar a uniformarlo con el actual arancel nacional en un cierto plazo).

IV.8.- Regulaciones sobre Importaciones de Trigo.

El tema de las regulaciones para importar trigo merece ser tratado, aunque sea brevemente, en este estudio y de hecho la restricción es relativamente fácil de remover, aunque, por el impacto que puede tener en muy diversos sectores de la economía, el gobierno parece estar siguiendo un procedimiento de liberalización gradual en este sector.

En la actualidad el Consejo Nacional de Producción (CNP) mantiene un monopolio de la importación de trigo, el cual es fabricado en harina en dos plantas nacionales, la que se distribuye entre numerosos usuarios, que son objeto tanto de competencia interna como, en especial en la actualidad, de la externa.

En el pasado el precio doméstico de la harina no guardaba relación alguna con el precio internacional del trigo; sin embargo, mediante un modelo de costos, a  partir de febrero de 1992 el precio doméstico guarda una relación directa con el mundial.

En apariencia  lo que resta es definir una política para que, a mediano plazo, se concrete la liberalización plena de este mercado, en donde cualquiera podría realizar libremente la importación que desee. Tal política podría definirse en ocasión de la firma de un próximo acuerdo del PL-480, el cual adquiere carácter de Ley, al ser objeto de sanción legislativa.  Este acuerdo se realiza con frecuencia entre Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos, por medio del cual el país adquiere trigo desde ese país financiado en términos muy favorables y en donde se específica la característica monopolística del CNP para efectuar dicha importación.

La sugerencia seria, de nuevo, proceder en un período predeterminado, no mayor de tres años, a la arancelización del producto al eliminarse dicho monopolio, de manera que tenga, como bien final, el arancel común máximo y, como insumo, el arancel mínimo generalizadamente establecido  para la economía.  A la vez, por la naturaleza del producto, ese aviso con la anterioridad necesaria permitiría a los inversionistas competidores potenciales, así como a los actuales industrializadores, mejorar la infraestructura que requieren para realizar dichas importaciones, en especial en puertos y bodegas, que parece ser un cuello de botella en las negociaciones que se han venido realizando orientadas a liberalizar este mercado.

Para las exportaciones que requieren utilizar la harina como consumo, de inmediato debería entrar a funcionar un sistema –tal vez por intermedio del  contrato de exportación o de algo similar– que garantice su adquisición a precios internacionales, si bien aquí se presenta el serio inconveniente de que, como las importaciones se realizan en volúmenes relativamente pequeños, ello podrían  aumentar el costo medio, dado lo cual aún podría resultar relativamente favorable su adquisición en el mercado interno en las actuales condiciones de dos productores e importación monopolizada, pero que sería desfavorable ante una hipotética entrada de otros oferentes competidores al mercado gracias a una libre importación.

Para evitar que los pequeños usuarios de harina, tanto cuando se le incorpora en productos de exportación, como cuando se utiliza para producir bienes que eventualmente competirán con sustitutos importados –los cuales van siendo objeto de la conocida desgravación– se hace necesario proceder con relativa rapidez para definir esta sugerencia de política liberalizadora de este mercado a tres años plazo.

V.- MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS Y  TRANSPORTES

Aún cuando este Ministerio no forma parte de las entidades públicas por analizar en este estudio, a continuación se presenta un comentario al Reglamento para las Actividades de Aviación Agrícola”, en consideración a que contiene importantes restricciones de tipo no arancelario, las cuales afectan de manera negativa un servicio que está íntimamente ligado al sector agrícola de exportación, por lo cual se juzgó conveniente incluirlo en este informe. Por supuesto, los comentarios que se formulan se refieren sólo a los aspectos de naturaleza restrictiva al comercio y no sobre los condicionamientos de tipo técnico de la aviación agrícola que ese Reglamento contiene.

V.1.-  Reglamento para las Actividades de Aviación Agrícola.

El Reglamento para las Actividades de Aviación Agrícola, Decreto Ejecutivo 15846-MOPT-MAG de 6 de noviembre de 1984, está sujeto a la Ley General de Aviación Civil, ley 5150 de 14 de mayo de 1973 ( y sus reformas), la cual, en lo que interesa, señala:

“Artículo 2: La regulación de la Aviación Civil será ejercida por el Poder Ejecutivo actuando por  medio del Consejo Técnico de Aviación Civil y la Dirección General de Aviación Civil, ambos dependientes del Ministerio de Obras Públicas y Transportes.”

También esta Ley señala que:

“Artículo 10: Son atribuciones del Consejo Técnico de Aviación Civil.


I. El otorgamiento, prórroga, suspensión, caducidad, revocación, modificación o cancelación de certificados de explotación o permisos provisionales para servicios de transporte aéreo, de aviación agrícola…”

Asimismo, la Ley expresa que:

“Artículo 100: Se considera aviación agrícola aquella rama de la aeronáutica organizada, equipada y adiestrada para proteger y fomentar el desarrollo de la agricultura en cualquiera de sus aspectos, con las finalidades específicas siguientes:

a) Preparación de tierras mediante el uso de fertilizantes y mejoradores.

b) Labores de siembra.

c) Combate de plagas agrícolas

d) Aplicación de de foliantes, fertilizantes, insecticidas, pesticidas, fungicidas y herbicidas.

e)  Provocación artificial de lluvias.

f) Cualesquiera otras aplicaciones científicas de la aviación con fines agrícolas que sean aprobadas por el Consejo Técnico de Aviación Civil.”

De igual forma, la Ley vigente dice que:

“Artículo 101: La autorización del equipo y personal de vuelo que participe en dichos servicios y operaciones, se llevará a cabo de conformidad con el reglamento que al efecto expida el Consejo Técnico de Aviación Civil, por medio del Ministerio de Transportes.”

El Reglamento antes citado señala lo siguiente:

“Artículo 12: Para obtener un C.E.A. [Certificado de explotación para actividades de aviación agrícola], el solicitante debe cumplir con los siguientes requisitos…

b) En caso de que el solicitante sea una persona jurídica se debe aportar lo siguiente:


1)  Certificación… indicando además el número de cédula jurídica.

2) Documento que demuestre que al menos el 51% del capital de la empresa pertenece a costarricenses…

…j)  Presentar estudios estadísticos preparados por un profesional en Ciencias Económicas y Sociales, o un economista agrícola, siempre que estén incorporados al Colegio respectivo, sobre las necesidades reales de la aviación agrícola en las zonas.

Entre las fuentes necesarias y obligatorias para la preparación de estos estudios técnicos, estará la información gratuita que proporcione la Sección estadística de esta Dirección General; estos estudios tendrán carácter de información para el Consejo Técnico al pronunciarse sobre el fondo de la gestión.



k) Presentar…“ [El paréntesis arriba es nuestro].

Evidentemente el criterio requerido por el inciso (b) arriba señalado discrimina en contra de la inversión externa, lo cual resulta ser inconveniente en el marco de la libre movilidad de capitales que ha adoptado el país, aunado a que elimina las posibilidades de competencia, al restringir la entrada a este mercado de  servicios, con lo cual se favorece la generación de rentas por parte de productores protegidos.  Además, tal requisito no contribuye a atraer capitales al país y discrimina con base en criterios que no son los más convenientes a la luz de muchos acuerdos recientes firmados por el país, así como se contraponen a políticas internas que claramente van en contra de cualquier discriminación basada en la nacionalidad del capital, exceptuando sólo a sectores considerados “sensibles”  en donde usualmente se les veda o limita la entrada a extranjeros (como sucede en muchos países en el caso de posesión de propiedad en límites fronterizos, en fábricas de armamentos, en medios masivos de comunicación, entre otras restricciones que usualmente son pocas).

En este estudio la norma ha sido indicar únicamente variaciones posibles en los reglamentos, dada la limitación impuesta de tomar como dadas las leyes, sin embargo, como excepción, por lo notable de la distorsión, en esta ocasión lo que se hace es un señalamiento de la imposibilidad de reformar este odioso artículo del Reglamento, pues la Ley General de Aviación Civil señala lo siguiente:

“Artículo 174: Las personas físicas o jurídicas costarricenses son las únicas que tienen derecho a explotar servicios aéreos locales de transporte público, ya sean estos regulares o no regulares.  Para tener derecho de explotar el servicio en él establecido, las personas jurídicas a que se refiere el párrafo anterior, deberán reunir, además, lo siguientes requisitos:


a) El 51% de su capital, por lo menos, debe pertenecer a costarricenses.

b)  El control efectivo de la empresa y la dirección de la misma deberán  estar igualmente en manos de costarricenses, no pudiendo en consecuencia tomar parte de la Junta Directiva ningún extranjero.” [Así reformada por Ley 5437 del 17 de diciembre de 1973; el paréntesis es del autor de este informe].

Por otra parte, en cuanto al requisito señalado en el inciso (j) no tiene sentido que únicamente los economistas agrícolas o los profesionales en Ciencias  Económicas y Sociales puedan presentar los estudios estadísticos requeridos para obtener un certificado de explotación para actividades de aviación  agrícola, pues no sólo la estadística es una disciplina que se aprende como base para la preparación en muy diversas disciplinas del saber, además de las  anteriores, sino que, también, el Reglamento vigente exige que el profesional esté incorporado a los colegios profesionales del caso, lo cual no es garantía ni de la calidad del trabajo ni de que efectivamente sean conocedores aptos de la  disciplina estadística.  Es más, exigir el uso de datos de la Sección Estadística de la Dirección General de Aviación Civil para estos estudios resulta ser innecesario pues, si alguien se precia de ser un estadístico hábil recolector de datos, acudiría, evidentemente, entre otras, a dicha fuente de información.

Pero, sobre todo, el requisito de un estudio estadístico en sí es totalmente innecesario, pues quien puede determinar si hay o no necesidad de mayor oferta en un mercado, como es el caso de la aviación  agrícola, es precisamente lo informado por el propio mercado, en el cual debería existir libre entrada y libre salida de oferentes y demandantes, como en cualquier otra actividad económica humana, pues es en esas posibilidades de ingreso o retiro en dónde reside la clave para satisfacer la demanda del mercado.  Si el precio (rentabilidad relativa) de esa actividad sube, tiende a aumentar la cantidad ofrecida del servicio y sería satisfecho por una ampliación de las existentes o por el ingreso de nuevos oferentes. Caso contrario, si el precio (rentabilidad relativa) de la actividad baja, tiende a disminuir la cantidad ofrecida del servicio y sería satisfecho por una reducción de las empresas existentes o por su salida.
En todo caso, un estudio de mercado, por su naturaleza estática, nunca mostraría que es necesario que ingrese un nuevo participante en el mercado el cual dispone de, por ejemplo, una nueva tecnología que le permita reducir los costos, pues, al precio vigente antes de su ingreso, siempre aparecería como satisfecha la demanda del momento en que se realizó el estudio y, por ende, que resulta “innecesario” que un nuevo oferente participe en el mercado. Ello demuestra lo absurdo de este requisito, que más bien parece haber sido introducido para generar ingresos de naturaleza monopólica para ciertos grupos profesionales.

Es por lo anterior que se sugiere que del artículo citado se elimine el inciso (j), dado que el b.2 no es posible por señalarlo así la Ley. Se sugiere, entonces, que se lea así (arreglando, en consecuencia, la notación de los incisos).

“Artículo 12:… Para la renovación del C.E.A. el interesado debe aportar un comprobante sobre el cumplimiento de los términos del C.E.A. y la eficiencia del servicio prestado.  Dicho comprobante será confeccionado por la Dirección General.”

Asimismo, en el Reglamento que se analiza se lee:

“Artículo 17: El Consejo Técnico estudiará la solicitud formulada de acuerdo con las facultades legales, reglamentarias y lineamiento sobre las necesidades de los servicios de aviación agrícola y aprobará o denegará la solicitud presentada.  El cumplimiento por parte del solicitante de todos los requisitos exigidos por la Ley General de Aviación Civil, Reglamento para el Otorgamiento de Certificados de Explotación y, el presente Reglamento, no implica la concesión obligatoria del Certificado  por parte del Consejo   El citado órgano colegiado estudiará la petitoria formulada acorde a la facultad discrecional y lineamientos sobre las necesidades de operación y aprobará o improbará la  solicitud”.

Evidentemente el peticionario se enfrenta a un claro caso de indefensión, pues, aún cumpliendo con todos los requisitos (de paso, abundantes) para obtener su C.E.A., queda sujeto a la arbitraria voluntad de otorgárselo por el cuerpo que da las concesiones.  Lo conveniente es que si la persona (empresa) cumple con todos los requisitos, el Consejo le otorgue la concesión sin restricción alguna.

Por lo anterior, se sugiere la siguiente redacción:

“Artículo 17: El cumplimiento por parte del solicitante de todos los requisitos exigidos por la Ley  General de Aviación Civil, Reglamento para el Otorgamiento de certificados de Explotación y, el presente Reglamento, implica la concesión obligatoria del Certificado por parte del Consejo.”

También, el Reglamento vigente señala lo siguiente:

“Artículo 18: El Consejo Técnico puede solicitar cualquier tipo de prueba o documento adicional que considere necesario, y el solicitante queda expresamente obligado a cumplir con lo requerido.”

De nuevo, el Consejo Técnico pone en total indefensión al solicitante, al poder requerir lo que, a su juicio, considere necesario para otorgar el C.E.A.  Es obvio que perfectamente podría convertirse en un práctica del Consejo –además de que, como se dijo antes, el Reglamento vigente pide numerosos requisitos para otorgar el C.E.A. – destinada a impedir la entrada de potenciales competidores a este mercado, por lo cual debería definirse con claridad cuáles son los requisitos que se exigen –cosa que en mucho se hace en el reglamento actual–, pero no dejar en total ambigüedad las condicionalidades a los peticionarios. Dado lo anterior, se sugiere la eliminación de este artículo 18.

En el Reglamento actual se lee así:

“Artículo 22: El personal técnico especializado que preste servicios en actividades de aviación agrícola debe ser costarricense.”

Las preguntas que uno debe formular son: ¿por qué?; ¿será que la nacionalidad determina que alguno de los requisitos técnicos formulados es satisfecho únicamente en función de ella?; ¿el que no sea costarricense afecta en algo las capacidades técnicas que se requiere para obtener un C.E.A.?  Debe ser claro que este requisito no compagina con el trato no discriminatorio usual en cuanto a la posibilidad de que personal calificado puede laborar en el país, aunado a una nueva actitud ante la inversión externa, por lo cual resulta muy conveniente su eliminación, de manera que el personal técnico especializado en el campo de la aviación agrícola pueda laborar en cuanto llene las condiciones técnicas requeridas (o laborales según las leyes de trabajo del país), pero no en función de la nacionalidad (o de un chauvinismo contrario a los derechos humanos) expresada según el Reglamento.

Aún cuando la lógica y la conveniencia claman por la eliminación de este artículo, de nuevo la Ley Impide una reforma tan elemental como la expuesta, pues lamentablemente señala lo siguiente.

“Artículo 63: En las empresas nacionales, sólo personal técnico costarricense podrá ejercer las actividades remuneradas.

El noventa y cinco por ciento del personal en tierra de las compañías internacionales estacionado en el país debe ser costarricense…”

En el Reglamento de referencia aparece lo que sigue:

“Artículo 26: Se prohibe efectuar actividades de aviación agrícola con carácter privado con aeronaves arrendadas en terrenos no autorizados, o con  aeronaves propias en terrenos arrendados a terceras personas.”

Esto es otra restricción impuesta a la libre contratación entre partes privadas por lo que debería permitirse, si hay un acuerdo entre las partes, realizar las actividades de aviación agrícola sin que el Estado intervenga a no ser que surja evidencia de un daño a otros terceros.

Por esta razón, se sugiere la siguiente redacción:

“Artículo 26: Se prohíbe efectuar actividades de aviación agrícola con carácter privado con aeronaves arrendadas en terrenos no autorizados, o con aeronaves propias en terrenos propios arrendados a terceras personas, sin previa autorización de quien da en arriendo su terreno.”

De la misma forma, el Reglamento bajo comentario dice lo siguiente:

“Artículo 27: El permiso de operación es intransferible y tendrá vigencia de dos años pudiendo ser renovado a su vencimiento y criterio del Consejo Técnico.  La renovación debe ser solicitado por el interesado cuando menos treinta días antes del vencimiento del permiso de operaciones, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 25 del presente Reglamento.”

Además de la recomendación generalizada que se ha venido formulando en este estudio para ampliar y uniformar el plazo de concesiones y permisos a cinco años, en este artículo se exige que, para renovar un permiso de operación se tenga que realizar todo un trámite idéntico al que se hizo, cuando se solicitó por primera vez el permiso de operación en labores privadas de aviación agrícola sin fines comerciales (según el artículo 25 arriba mencionado), lo cual parece ser más bien un proceso engorroso y no de un control que se podría juzgar conveniente.

Por lo señalado, se sugiere la siguiente redacción:

“Artículo 27: El permiso de operación es intransferible y tendrá vigencia de cinco años pudiendo ser renovado a su vencimiento a criterio del Consejo Técnico.  La renovación debe ser solicitada por el interesado, cuando menos treinta días antes del vencimiento del permiso de operación, para lo cual únicamente debe presentar un comprobante del cumplimiento de los términos del permiso de operación, el cual será confeccionado por la Dirección General.

VI.- MINISTERIO DE RECURSOS NATURALES; ENERGIA Y MINAS

Aún cuando este Ministerio tampoco está comprendido como parte de los que había que estudiar en lo que se refiere a las regulaciones, de seguido se presenta un análisis del “Reglamento a la Ley Forestal”, pues se considera que contiene, en la parte comercial, algunas restricciones no arancelarias que afectan negativamente el comercio internacional, por lo cual se juzga de importancia formular sugerencias para mejorar el marco reglamentario que a la fecha regula dicho comercio.

VI.1. Reglamento a la Ley Forestal.

El Reglamento a la Ley Forestal, Decreto Ejecutivo 19886 de 13 de setiembre de 1990, así como la importante reforma mediante el Decreto Ejecutivo 21198- MIRENEM de 23 de marzo de 1992, están sujetos a la Ley Forestal, Ley 7174 de 28 de junio de 1990, la cual, en lo que interesa, señala:

“Artículo 1: La presente ley establece como función esencial y prioridad al Estado, velar por la protección, la conservación, el aprovechamiento, la industrialización, la administración y el fomento de los recursos forestales del país de acuerdo con el principio de uso racional de los recursos naturales renovables.”

Además, la ley expresa que:

“Artículo 9: El Ministerio de Recursos Humanos, Energía y Minas realizará las funciones de la administración forestal y aplicará la presente ley y sus reglamentos, por medio de la Dirección General Forestal.”

También, la Ley citada señala que:

“Artículo 102: La Dirección General Forestal deberá mantener un estudio de mercado nacional de productos forestales para garantizar que esta materia prima pueda ser suministrada en forma permanente, y sólo autorizará la exportación de productos forestales cuando están satisfechas las necesidades nacionales.”

Asimismo, la Ley en mención indica que:

“Artículo 103: El Ministerio de Recursos Naturales, Energía y Minas, por medio de la Dirección General Forestal, regulará y reglamentará la exportación o la importación de materia prima o de productos forestales por volumen, calidad precios y otros factores. Todo permiso de importación o exportación deberá ser aprobado por la Dirección General Forestal.

Queda prohibida la exportación de trozas de madera.”

Conviene indicar que este Reglamento, así como la Ley, contienen una serie de disposiciones que bien podrían ser reformadas en función de una filosofía distinta a la que dio origen a esas regulaciones forestales; sin embargo, el objetivo inmediato es tan sólo hacer sugerencias para aminorar, a nivel reglamentario, problemas en el campo del comercio internacional  de los productos regulados.

El Reglamento a la Ley Forestal que se analiza señala lo siguiente:

“Artículo 149: Para efectos de exportación e importación se consideran como productos forestales los que a continuación se indican, requiriéndose consecuentemente la autorización e inspección de la DGF, aún tratándose de muestras.


1)  Madera…


    … 38)  Rodrigones hendidos


         39)  Cualquier otro producto forestal de la DGF [Dirección General Forestal], que se tendrá como incluido en la presente lista” (Paréntesis es del autor de ese informal).

Resulta evidente para el lector que el artículo acabado de citar es omnicomprensivo, pues incluso productos o derivados de productos forestales que no estén incluídos taxativamente en él, pueden ser objeto de restricciones a su comercio internacional a juicio de la administración, por medio de la Dirección General Forestal.

Es más, la voluntad reguladora, tanto en el caso de la importación como de la exportación, se observa en el siguiente artículo del Reglamento de la Ley Forestal que se analiza, reformado de acuerdo con el DE 21198-MIRENEM antes citado.

“Artículo 150. Toda solicitud de importación o exportación de productos forestales provenientes de plantaciones forestales o de bosque natural aprovechado mediante plan de manejo, deberá presentarse llenando el formulario respectivo, así como los siguientes requisitos.


a) Nombre y calidades.


b) Especie(s) forestal(es), descripción.


c) Volumen de metros cúbicos de cada especie y productos de ésta.


d) Valor FOB o CIF por especie de producto.


e) Dimensiones del producto.


f) Documentación legal que acredite la propiedad de la madera, así como copia del permiso de aprovechamiento en caso de exportación, cuando proceda.


g) Publicación de un edicto en el Diario Oficial La Gaceta y en uno de los periódicos de mayor circulación en el país, con el propósito de que cualquier afectado pueda oponerse dentro de un plazo de quince días posteriores a su publicación. El edicto deberá contener los requisitos que a ese efecto señale la Dirección General Forestal.


h) Destino u origen

Presentada la solicitud de exportación si se considera necesario, la Dirección General Forestal realizará una inspección a fin de corroborar la información y emitirá el permiso.

La Dirección General Forestal está facultada para fijar cuotas anuales máximas de exportación de acuerdo con los indicadores de mercado o cualquier otra información de que se disponga. La presente disposición no se aplicará a  los productos o sub-productos forestales provenientes de plantaciones y bosques naturales bajo manejo certificado.

La prohibición de la exportación de productos forestales de las especies señaladas en el artículo 153 del Decreto Ejecutivo No.19866-MIRENEM no se aplicará cuando se trata de plantaciones forestales.”
Es importante señalar la incongruencia que hay entre la política para restringir las importaciones, aunque sea por procedimientos administrativos como sucede en la actualidad, si bien en los últimos tiempos se ha facilitado enormemente el proceso, y otra de conservación de los recursos forestales del país. Si se limitan las importaciones, esto tiende a aumentar el precio interno de los productos forestales, con lo cual se sustituye la importación previa o potencial con producción doméstica, acelerando así la utilización de la riqueza forestal nacional, como consecuencia de una práctica proteccionista. Lo lógico para un uso racional del mercado (bajo el supuesto de que no se haya deseconomías o economías externas, lo cual debería ser tratado no por medidas impuestas al comercio internacional, sino según se originen en la producción  o en el consumo, con independencia del origen nacional del producto), seria permitir la importación  de los bienes forestales y sus derivados que resulten ser competitivos en comparación con la producción nacional, con lo cual se disminuye la demanda interna de los bienes sustitutos.  De no ser así, se estimularía el uso más caro de los recursos domésticos a los que económicamente se les protege, pero no en cuanto a la conservación como tal, de los recursos.

El argumento que se emplea para legislar una prohibición o restricción de las importaciones de productos forestales, puede sustentarse en el deseo de conservarlos allende la nación, pero, si éste fuera el caso, lo lógico sería imponer gravámenes al consumo de productos forestales con independencia de en dónde se origina su producción, con lo cual se reduciría su demanda global y se sustituiría hacia el empleo de bienes no forestales.

Asimismo es importante, dada la sugerencia previa sobre la creación de la Ventanilla Única de Importaciones, adaptar adecuadamente la redacción del articulo bajo comentario.

Resulta más intuitivo para el lector no entrenado en el campo de la economía comprender que una eliminación de límites a la importación de madera redundará en beneficio de la conservación del bosque, que si se le señala que un resultado igualmente positivo se lograría si se elimina la prohibición existente para la exportación de madera, concretamente de madera  en bruto o trozas y de madera aserrada.  Esto podría reflejarse en que la autoridad crea que sólo es necesario proceder a liberalizar el régimen que restringe o regula a la importación, dejando vigente la limitación a las exportaciones, pero, en realidad, liberalizar ambas restricciones parece contribuir positivamente al desarrollo forestal y a la preservación de los bosques el país.

Es conveniente, para establecer la racionalidad de permitir la exportación de estos productos como medio de estimular la conservación del bosque, referirse a un estudio reciente en Costa Rica,
 en el cual se explica que el bajo precio de la madera en bruto (volteada en la finca) hace que se limpien muchos terrenos para dedicarlo a potreros para el ganado o para la siembra de otras cosechas, debido a la poca rentabilidad relativa del bosque como proyecto productivo. En ese estudio se consigna que el precio de las tucas puestas en los aserraderos nacionales tiene un valor entre un 18% y un 52% del valor de esa tuca importada y puesta en la frontera nacional. Si se permitiera la libertad de exportación, los precios internos tenderían a ser iguales a los internacionales, con lo que la rentabilidad del bosque aumentaría muy por encima de otras actividades que hoy compiten por la oferta de tierra. El resultado que se podría esperar es un estímulo a la actividad forestal, incluso reforestando tierras que hoy son empleadas en otras actividades competitivas, como consecuencia de una mayor rentabilidad comparativa, lograda artificialmente por las restricciones citadas.

Este efecto favorable generalmente se acepta que surja a largo plazo, sin embargo, algunos aseveran que, a corto plazo, ante el súbito aumento en el precio de la madera en troza al liberalizarse las exportaciones, podría provocar una explotación de los bosques existentes a tasas  no sostenibles, lo cual sugiere que se podría requerir, además de la liberalización del comercio exterior, tomar otras medidas que aseguren que tal resultado no se presente en el corto plazo.

La posibilidad señalada no puede ser descartada, si bien algunas consideraciones inducen a pensar que, tal vez, no sea tan significativa como a priori se esperaría. En primer lugar, porque como en la actualidad el bosque se subvalora, más bien tiende a ser botado para emplear la tierra en usos alternativos más rentables (para otras cosechas, ganado, etcétera). En segundo lugar, como la madera nacional en trozas constituye la materia prima de los aserraderos domésticos, si aquélla  sube en precio al liberalizarse la exportación, también costará más como insumo para esos aserraderos, con lo cual se reducirá esta demanda específica. En tercer lugar, es posible que al momento se estén realizando exportaciones disfrazadas de esa madera en trozas, como es el caso observado en Ecuador
, en donde por ejemplo, una troza que vale en el mercado internacional unos $500 pero la cual se prohibe exportar, es convertida en plywood –que si se permite exportarlo–, por lo cual se obtiene un valor de $300. Este podría ser el caso de la exportación de plywood de Costa Rica, el cual tiene un valor muy superior al del mercado internacional, pues una vez satisfecho el mercado interno en la cantidad determinada por el precio mano u oligopólico, el excedente es exportado a precios inferiores.

Mediante la liberalización de la exportación de madera, entonces, resulta factible que el Estado  ̶ si quiere contribuir a la conservación ̶  pueda exigir un manejo de bosques, pues al lograrse ahora una mayor rentabilidad de esa actividad permitiría que los planes y la explotación se lleven a cabo sostenidamente.  Dado que se puede definir una política por la cual una parte de los bosques del territorio nacional debe permanecer bajo un sistema de reserva total, la actividad en el resto del país podría operar como un negocio, en donde, al tener ahora un “buen” valor, se le podría exigir planes de manejo para evitar que boten el bosque en  el corto plazo. 

En esencia, se requiere reformar el esquema de protección forestal, en donde actualmente opera transfiriendo rentas desde el dueño del bosque hacia el aserradero, específicamente, y hacia otras actividades agrícolas e industriales, en general,   Mediante la liberalización de la exportación, la renta queda en manos del dueño del bosque, quien se vería incentivado para conservarlo.

Conviene señalar que las restricciones a la exportación de un bien forestal deberían limitarse únicamente al caso de una especie o especies en peligro, en el capítulo adecuado del Reglamento a la Ley Forestal, pero, lamentablemente para la tesis aquí sostenida, la Ley Forestal en sus artículos 102 y 103 señala, en lo correspondiente, que la Dirección General Forestal deberá llevar un estudio de mercado nacional para garantizar el suministro y que “… sólo autorizará la exportación de productos forestales cuando estén satisfechas las necesidades nacionales” (Art. 102) y que “… Queda prohibida la exportación de trozas de madera.” (Art. 103).  En este sentido, la reforma practicada por el decreto ejecutivo 21198-MIRENEM antes mencionado constituye una mejora sustancial  ̶ si bien no la suficiente– sobre la práctica absurdamente restrictiva del Reglamento anterior.

Dadas estas restricciones legales, tal vez la solución –si bien limita en mucho el efecto positivo esperado de una liberalización de las exportaciones– radica en que, con base en el artículo 102 de la Ley, la DGF defina las “necesidades nacionales” de productos forestales bajo el supuesto de que rigen los precios mundiales (supuestamente más altos) que los internos, con lo cual, mientras no se varíe adecuadamente la Ley, permitiría una mayor racionalidad en el mercado de  productos forestales. Asimismo, como no se puede  resolver la limitación a la exportación de trozas de madera, dado el artículo 103 antes citado, que, al menos, en tanto no haya variación legal, se permita la exportación de los productos forestales, excepto de la madera en trozas, tal como lo señala la Ley vigente.

El esfuerzo, por tanto, de la preservación forestal consistiría en definir, en primer lugar, ciertas zonas del país que permanecerán como reservas biológicas de biodiversidad –intocables si se quiere– en las cuales el Estado cumpliría eficientemente, gracias a la posible concentración de esfuerzos, su función de tutelaje de un medio ambiente adecuado.  En segundo lugar, habría una zona que se definiría como de protección, en la cual, mediante un acuerdo con el MIRENEM, se introducirían incentivos para la preservación del bosque, lo cual incluye un manejo de éste en que se permite su exportación El resto del país, en tercer lugar, podría entre otras cosas, dedicarse, también de manera eficiente y como un actividad rentable,  a la práctica forestal, entre otros usos alternativos de la tierra.
 Esto no sólo estimularía la siembra forestal, sino también evitaría la subvaloración actual de los bosques, que en gran parte es responsable de su deterioro.

Por todo lo anteriormente expuesto, se sugiere la siguiente reforma al artículo 150 del Reglamento vigente:

“Artículo 150: Toda solicitud de importación o exportación de productos forestales deberá presentarse llenando el formulario respectivo, así como los siguientes requisitos.



a) Nombre y calidades



b) Especies (s) forestal(es), descripción.,



c) Volumen de metros cúbicos de cada especie y  producto.



e) Dimensiones del producto.



f) Documentación legal que acredite la propiedad de la madera



g) Destino u origen.

Presentada la solicitud de exportación si se considera necesario, la Dirección General Forestal realizará una inspección a fin de corroborar la información y emitirá el permiso.  En el caso de exportaciones, la Dirección emitirá el permiso correspondiente por medio de la Ventanilla Única de Importaciones.

La Dirección General Forestal está facultada para fijar cuotas anuales máximas de exportación de acuerdo con las indicaciones  de mercado o cualquier otra información de que se disponga, principalmente tomando en cuenta los precios internacionales. La presente disposición no se aplicará a los productos y subproductos forestales provenientes de plantaciones y bosques naturales bajo manejo certificado.

Únicamente se prohibe la exportación de maderas en trozas y de aquella proveniente de zonas que previamente  el MIRENEM ha definido como del sistema de reserva total.  Asimismo, se prohibe la exportación de maderas que se hayan definido en una lista previa de especies en peligro de extinción, excepto que hayan sido sembradas en plantaciones y bosques naturales bajo manejo certificado por el MIRENEM. ”
De acuerdo con esta sugerencia de redefinición del actual Reglamento, resulta conveniente variar la redacción del artículo 149 inmediato anterior, para que sólo defina lo que el Reglamento considera como productos forestales y no señalar desde un inicio que estarán sujetos a restricciones, asimismo, a fin de hacer consistente lo expresado en el Reglamento en su artículo 149, inciso (2), con lo expresado en la Ley Forestal, en su artículo 103, por el cual se prohíbe la exportación de trozas de madera, para lo cual se sugiere la siguiente redacción:

“Artículo 149: Para efectos de exportación e importación se consideran como productos forestales los que a continuación se indican:



1) Madera


     …38)  Rodrigones hendidos

Se prohíbe la exportación de trozas de madera”.

En el Reglamento analizado se lee lo siguiente:

“Artículo 153: Queda prohibida, en general, la exportación de madera en troza, y además de productos forestales de las siguientes especies:

Nombre común

   Nombre científico

    Familia

Ajo



Cayocar costarricense

Caryocaraceae

Caoba



Swietenia macrophylla

Meliaceae
Cristóbal


Platymiscium  polystachium
Fabaceae

Chiricano


Vantanea barbouri


Hamiriaceae

Gavilán


Engelhardtia  pterocarpa

Junglandaceae
Guapinol negro

Cymonetra hemitomophylla
Leguminosae
Guapinol real

Guaicacum sanetum

Zygophillcae

Lechillo, ojoche macho
Botacarpus costarricense

Moraceae
Ocora



Guarea Longipetiola

Meliaceae

Reseco


Yachigalia versicolor

Meliaceae”
En cuanto al artículo 153, si bien repite la prohibición legal de exportar madera en troza, señala 10 árboles cuya exportación está prohibida, supuestamente con el propósito de conservar ciertas especies que están en peligro de extinción. Si este fuera el caso, se debería señalar que se permite la exportación de esos árboles siempre y cuando sean producidos mediante siembra comercial, ya sea tanto en la zona de protección, como en áreas no restringidas, siempre que previamente haya sido registrada ante la DGF.
Por lo expuesto, se recomienda que este artículo se lea así:

“Artículo 153: Queda prohibida, en general, la exportación de madera en troza, y además de productos forestales de las siguientes especies:

Nombre común

   Nombre científico

    Familia

Ajo



Cayocar costarricense

Caryocaraceae

Caoba



Swietenia macrophylla

Meliaceae
Cristóbal


Platymiscium  polystachium
Fabaceae

Chiricano


Vantanea barbouri


Hamiriaceae

Gavilán


Engelhardtia  pterocarpa

Junglandaceae
Guapinol negro

Cymonetra hemitomophylla
Leguminosae
Guapinol real

Guaicacum sanetum

Zygophillcae

Lechillo, ojoche macho
Botacarpus costarricense

Moraceae
Ocora



Guarea Longipetiola

Meliaceae

Reseco


Yachigalia versicolor

Meliaceae
Se permite la exportación de estos árboles siempre y cuando sean objeto de una siembra comercial previamente registrada ante la DFG, tanto en la zona de protección como en el resto del país, del cual se exceptúan las zonas de reservas biológicas de biodiversidad.”
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